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  I DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA DE LA JUNTA

LEY 2/2017, de 17 de febrero, de emergencia social de la vivienda de 
Extremadura. (2017010002)

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 40.1 del Estatuto de Auto-
nomía, vengo a promulgar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El disfrute de una vivienda digna y adecuada, de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 
de la Constitución española, es un derecho fundamental de carácter social de todos los 
ciudadanos, cuyo reconocimiento implica el mandato a los poderes públicos para que adop-
ten las medidas necesarias que posibiliten su ejercicio real y efectivo.

El artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC) establece que los Estados partes “reconocen el derecho de toda persona a un nivel 
de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y 
a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medidas 
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la 
importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento”.

La vivienda, como bien necesario, está recogida en el artículo 25 de la Declaración de Dere-
chos Humanos de 10 de diciembre de 1948 y en la Carta Social Europea de 1961.

El artículo 33 de nuestra Carta Magna reconoce el derecho a la propiedad privada, a la par 
que establece que la función social de este derecho delimitará su contenido, de acuerdo con 
las leyes. Y concluye que nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa 
justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y 
de conformidad con lo dispuesto por las leyes. 

Los poderes públicos, por el artículo 47 de la Constitución, están obligados a regular la utili-
zación del suelo, para que se promuevan las condiciones necesarias y se establezcan las 
normas pertinentes para hacer efectivo este derecho a disfrutar de una vivienda digna y 
adecuada, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la 
especulación inmobiliaria.
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Por otra parte, el artículo 148.1.3 de la Constitución española establece la vivienda como 
materia competencial de las comunidades autónomas, competencia que para la Comuni-
dad de Extremadura viene recogida con carácter exclusivo en el artículo 9.31 de la Ley 
Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de Reforma del Estatuto de Autonomía de la Comuni-
dad Autónoma de Extremadura. Asimismo, los artículos 9.1.27 y 28 del citado Estatuto 
atribuyen a la Comunidad Autónoma de Extremadura competencias exclusivas en políticas 
de acción e integración sociales, respectivamente. Tal y como establece el Tribunal Cons-
titucional, “el artículo 149.1.1.ª sólo tiene por objeto garantizar la igualdad en las condi-
ciones de ejercicio del derecho de propiedad urbana y en el cumplimiento de los deberes 
inherentes a la función social”. No obstante, conforme a la Sentencia del Tribunal Consti-
tucional 37/1987, “la definición de la función social de la propiedad no es algo que se 
derive sustancialmente de una regulación unitaria del derecho de propiedad ni es tampo-
co aceptable que al socaire de una ordenación uniforme de la propiedad privada, puedan 
anularse las competencias legislativas que las comunidades autónomas tienen sobre 
todas las materias en las que entren en juego la propiedad y otros derechos de contenido 
patrimonial”. 

II

Esta ley supone un compendio de medidas sobre la vivienda deshabitada de primera resi-
dencia en manos de entidades financieras, con la pretensión de garantizar la verdadera 
función social de la vivienda, cuyo destino principal no es otro que el de servir de marco 
para el desarrollo de la vida personal y familiar de las personas y ser garantía de su inti-
midad, sin que, en ningún caso, entre esas funciones de la propiedad de las viviendas se 
incluya con carácter primario el derecho a especular con un bien tan esencial para el 
desarrollo de la dignidad de las personas, de los derechos inviolables que les son inheren-
tes y del desarrollo de su personalidad que, de conformidad con el artículo 10.1.º de la 
Constitución, son fundamentos del orden político y de la paz social. De modo que corres-
ponde a los poderes públicos, y en consecuencia a la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura, la promoción de las condiciones que garanticen la libertad y la igualdad de los indi-
viduos y la remoción de los obstáculos que impiden o dificultan su plenitud (artículo 9.2.º 
de la Constitución). La ley incluye, igualmente, una excepción temporalizada a la aplica-
ción ordinaria del Decreto 115/2006, de 27 de junio, por el que se regula el procedimien-
to de adjudicación de viviendas de promoción pública de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, con el objetivo fundamental de asegurar el derecho a una vivienda digna, 
en relación con el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de las personas y 
sus familias afectadas por procedimientos de desahucios, a fin de que puedan continuar 
ocupando la vivienda cuya titularidad corresponde a la Junta de Extremadura, y previa-
mente se les adjudicó a través del correspondiente procedimiento, mediante la habilita-
ción de medios que permitan continuar en el uso de la misma, siempre que se cumplan 
los requisitos previstos que eviten conductas que afecten a la propia “paz social” del 
entorno en que la vivienda se ubica.

La razón de esta ley encuentra dos niveles de articulación: por un lado, se atiende a la situa-
ción de emergencia social provocada por dramas humanos, que han conseguido que sea el 
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propio derecho a la vida el que se haya truncado como consecuencia de los desahucios 
decretados sobre la vivienda habitual, lo que compele a la más urgente reacción de los pode-
res públicos en defensa del derecho a la vida. Por otro lado, la reciente Sentencia del Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea de 14 de marzo de 2013 (Asunto C-415-11) pone en eviden-
cia la necesidad de una actuación urgente de los poderes públicos, en sus respectivos ámbi-
tos competenciales, dirigida a la salvaguarda de los derechos fundamentales y estatutarios 
que van ligados con el uso y disfrute de la vivienda habitual.

Con este fin, se reforman y adecuan las herramientas normativas de que se dispone en el 
marco competencial de la comunidad autónoma, para que, desde una política de fomento, 
puedan lograr su mayor eficiencia. 

La función social de la vivienda configura el contenido del derecho mediante la posibilidad 
de imponer deberes positivos a su titular que aseguren su uso efectivo para fines residen-
ciales, entendiendo que la fijación de dicho contenido no puede hacerse desde la exclusi-
va consideración subjetiva del derecho o de los intereses individuales. La función social 
de la vivienda, en suma, no es un límite externo a su definición o a su ejercicio, sino una 
parte integrante del derecho mismo. Utilidad individual y función social, por tanto, 
componen de forma inseparable el contenido del derecho de propiedad. Junto a ello, la 
vivienda es el elemento determinante en la planificación de las infraestructuras y servi-
cios públicos. La no ocupación de viviendas supone un funcionamiento ineficiente de tales 
infraestructuras y servicios y un auténtico despilfarro de recursos públicos que hoy son 
tan necesarios.

Los lanzamientos judiciales por causas económicas (es decir, por insolvencia sobrevenida del 
ciudadano), tanto de propietarios de viviendas particulares como de inquilinos de viviendas 
de promoción pública, así como los lanzamientos judiciales por causa ocupación ilegal en el 
caso de las viviendas de promoción pública, afectan a una de las necesidades más elementa-
les de la población y a un derecho reconocido que los poderes públicos están obligados a 
preservar y fomentar. Todo ello en un contexto de crisis económica que dificulta soluciones 
satisfactorias a todas las partes afectadas.

Los poderes públicos no pueden, y no deben, intervenir en las relaciones jurídicas obligacio-
nales más allá de asegurar la función pública de los bienes sujetos a tráfico de las personas. 
Y en un momento en que existe un gran colectivo ciudadano en riesgo de perder su hogar, es 
obligación de la Junta de Extremadura facilitar los cauces que permitan mantener a los 
ciudadanos en sus viviendas, aunque cambie el titulo jurídico por el cual pueden seguir 
viviendo en ellas.

Para ello se da un paso hacia delante en la definición de la función social de la propiedad de 
la vivienda, se orientan soluciones para que ésta se pueda ejercer desde el ámbito privado 
de las relaciones jurídicas, incluso en los casos en los que una de las partes sea la Adminis-
tración autonómica, y, en último extremo, se establecen las consecuencias del incumplimien-
to de dicha función.

La presente ley, en el marco de las obligaciones que establece el bloque constitucional para 
los poderes públicos, y de entre ellos la Junta de Extremadura, procede a la regulación de la 
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situación jurídica en que se encontrarán las viviendas de primera residencia que han sido 
objeto de desalojo judicial, con el único objetivo de facilitar los cauces necesarios para que 
los ciudadanos afectados puedan mantenerse en el uso de sus domicilios.

En particular, se pretende asegurar el derecho a una vivienda digna en relación con el dere-
cho a la vida y a la integridad física y psíquica de las personas y sus familias afectadas por 
desahucios provenientes de ejecuciones hipotecarias, a fin de que puedan continuar ocupan-
do su vivienda mediante la habilitación de medios que permitan el acceso temporal del uso 
de la misma, siempre que se cumplan los requisitos previstos. De esta forma, se declara de 
interés social la cobertura de necesidad de vivienda de las personas en especiales circunstan-
cias de emergencia social incursas en procedimientos de desahucio. 

III

La presente ley se dicta al amparo del título competencial recogido en los artículos 9.31, 
9.1.27 y 28 de la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de Reforma del Estatuto de Autono-
mía de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que establece la competencia exclusiva de 
la Comunidad Autónoma en materia de urbanismo y vivienda, normas de calidad e innova-
ción tecnológica en la edificación y de conservación del patrimonio urbano tradicional, y en 
su ejercicio se respetan las competencias reservadas al Estado en los artículos 149.1.1.ª y 
18.ª de la Constitución.

La Comunidad Autónoma de Extremadura dispone de un amplísimo parque de viviendas de 
segunda y tercera residencia a las cuales no puede afectar la presente ley, de modo que las 
medidas que en ella se adoptan se dirigen únicamente a aquella vivienda considerada como 
vivienda habitual, entendiendo por ella la que está ocupada en razón de cualquier derecho 
reconocido en la ley y que suponga el domicilio habitual para sus ocupantes.

La Junta de Extremadura, en el marco de sus competencias exclusivas, asumirá la defensa 
de la función social de la vivienda aplicando los instrumentos jurídicos y económicos permiti-
dos en las leyes y en la Constitución, de forma que se evite que la considerada vivienda 
habitual siga siendo un bien sometido a especulación.

Por otra parte, se hace uso de las facultades asociadas a las competencias contempladas en 
el artículo 13 del Estatuto de Autonomía, en concreto la declaración de utilidad pública o 
interés social a efectos expropiatorios, así como la determinación de los supuestos, causas y 
condiciones de ejercicio de tal potestad, la determinación de criterios objetivos de valoración 
y el establecimiento de los órganos que los apliquen y fijen el justiprecio.

IV

La presente ley consta de cuatro artículos, seis disposiciones adicionales, tres disposiciones 
transitorias y ocho disposiciones finales.

El artículo 1 se resuelve en la introducción de hasta quince modificaciones en la Ley 
3/2001, de 26 de abril. El primero de los objetivos que se marca la reforma de la ley se 
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traduce en la introducción de una clara concepción de la función social de la propiedad de 
las viviendas, centrada en su destino efectivo hacia su uso habitacional, como es su esen-
cia. Se establece como objeto de la ley, precisamente, la preservación de esa función 
social, buscando evitar, en lo posible, conductas especial y directamente destinadas al ejer-
cicio de un impropio derecho a la especulación respecto de las viviendas, pues no es esa ni 
su esencia ni su finalidad.

Sobre ese eje del reconocimiento de la función social de la propiedad de la vivienda gravita el 
resto de reformas operadas. De este modo, se define el concepto de vivienda habitual y de 
vivienda deshabitada, se articula un procedimiento orientado a la declaración de vivienda 
deshabitada y se tipifica la conducta especulativa respecto de las personas jurídicas.

La diferenciación en el tratamiento jurídico que establece la presente ley entre las personas 
físicas y las jurídicas está amparada en una justificación objetiva y razonable, tal y como 
exige la doctrina constitucional para un cumplimiento real y efectivo del principio de igual-
dad. La efectiva realización de la función social de la vivienda no permite en ningún caso la 
especulación inmobiliaria. Ha sido en el seno de las corporaciones, y no en el mero patrimo-
nio de las personas físicas, donde se han generado actuaciones que han distorsionado el 
mercado inmobiliario y afectado directamente al precio de la vivienda. 

Precisamente, con base en esa función social de la propiedad de las viviendas, se declara 
como interés social la cobertura de las necesidades de vivienda de aquellas personas que se 
encuentran en especiales circunstancias de emergencia social y de las que se encuentran 
incursas en procedimientos de desahucio por ejecución hipotecaria, judicial o extrajudicial, a 
efectos de poder expropiar el usufructo de aquellas viviendas durante un periodo máximo de 
tres años. Ello únicamente en aquellos supuestos en los que el procedimiento de desahucio 
se insta por entidades financieras, sus filiales inmobiliarias o entidades de gestión de activos, 
y, lógicamente, atendiendo a circunstancias sobrevenidas y, como se advierte, orientada a 
personas en especial situación de vulnerabilidad. Para ello el artículo 2, respetando las 
competencias estatales en materia de expropiación forzosa y las normas sobre valoración del 
justiprecio establecidas en el texto refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, 
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, presenta la respuesta 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura ante las situaciones que en la citada ley se 
explicitan, su posibilidad y capacidad de reacción, y ello en el ámbito de sus específicas 
competencias en materia de procedimiento, de vivienda y de ordenación de la propia activi-
dad económica. Se declara también la urgencia a efectos procedimentales, pues se entiende 
que nada puede justificar más una rápida intervención administrativa que la defensa de un 
derecho tan fundamental como es el de acceso o, en este caso, permanencia en la vivienda, 
sede del desarrollo de otros fundamentales.

No obstante, esta medida se contempla con carácter excepcional cuando no exista otra solu-
ción para las personas desalojadas, dando siempre prioridad a las soluciones contempladas 
por el Estado en el Real Decreto Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protec-
ción de deudores hipotecarios sin recursos; en el Decreto Ley 27/2012, de 15 de noviembre, 
de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios; en la Ley 
1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
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reestructuración de deuda y alquiler social, y en el Real Decreto Ley 1/2015, de 27 de febre-
ro, de mecanismo de segunda oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de 
orden social, siguiendo con ello las directrices marcadas por el Tribunal Constitucional en 
Sentencia de 14 de mayo de 2015.

A efectos de financiación, se modifica la ordenación hasta ahora vigente en materia de fian-
zas derivadas de los arrendamientos sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos. Se busca, en primer término, una mayor agilidad en orden a su 
gestión y, por otro lado, se las declara como fuente de financiación de las políticas expropia-
torias arriba reseñadas.

A este respecto, cabe señalar que la Junta de Extremadura, a lo largo de los años, y desde la 
transferencia de las competencias en materia de vivienda, ha venido ejercitando políticas 
activas, ya lo sea de fomento, ya desde la óptica de la satisfacción del derecho a una vivien-
da digna para aquellos que resultan ser socialmente más desfavorecidos. Desde ese punto de 
vista, la presente ley, a través de la modificación de la Ley 3/2001, de 26 de abril, de Cali-
dad, Promoción y Acceso a la Vivienda, establece una nueva ordenación del derecho de 
tanteo en la hipotética transmisión de viviendas protegidas, es decir, de aquellas que en sus 
diferentes fases de construcción, adquisición, reforma o rehabilitación, han sido objeto de 
actividades de fomento por haber obtenido diferentes subvenciones (que son las que en 
realidad las califican como tales viviendas protegidas), todo ello con el fin de evitar que 
subvenciones otorgadas a quien, por sus circunstancias personales o empresariales tenía 
derecho a ellas, acaben en manos de quienes, por esas mismas circunstancias, jamás 
podrían acceder a las correspondientes ayudas públicas. 

El Tribunal Constitucional ha considerado de forma clara y explícita, conforme al ordena-
miento jurídico constitucional, las limitaciones que para el derecho a la propiedad suponen 
las regulaciones autonómicas que establecen derechos de tanteo y retracto de la Adminis-
tración en relación con viviendas de protección pública: “En este caso, el sometimiento del 
titular de viviendas protegidas a los derechos de adquisición preferente responde clara-
mente a una finalidad de interés general: el acceso a una vivienda digna por parte de 
personas necesitadas. La limitación coadyuva a este objetivo porque sirve a la evitación 
del fraude a las transacciones (el cobro de los sobreprecios en “negro”) y a la generación 
de bolsas de vivienda protegida de titularidad pública. La limitación señalada se ampara 
de este modo en razones que, por lo demás, son particularmente poderosas al entroncar 
con un pilar constitucional: el compromiso de los poderes públicos por la promoción de las 
condiciones que aseguren la efectividad de la integración en la vida social (artículo 9.2. 
CE), en general, y el acceso a una vivienda digna (artículo 47 CE), en particular. Conecta 
igualmente con el mandato constitucional de protección social y económica de la familia 
(artículo 39.1 CE), de la juventud (artículo 48 CE), de la tercera edad (artículo 50 CE), las 
personas con discapacidad (artículo 49 CE) y los emigrantes retornados (artículo 42 CE). 
Por otra parte, estos derechos de adquisición preferente, cuando se ejercen para evitar 
actuaciones fraudulentas, funcionan como mecanismo de control de la regularidad de las 
transmisiones por lo que el titular incumplidor está obligado a soportar los perjuicios 
consecuentes perjuicios que en modo alguno pueden reputarse sacrificios a los efectos de 
la indemnización prevista en el artículo 33.3. CE”. 
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Por último, la Junta de Extremadura ha construido en el tiempo un gran parque de 
viviendas de promoción pública, del que es propietaria, ya lo sea por sí misma, ya a 
través empresas por ella participada. Esas viviendas, al margen de la posibilidad de su 
venta, están ocupadas en la actualidad en régimen de alquiler por personas que han 
acreditado escasez de recursos económicos, y a tal circunstancia atiende el artículo 3 
cuando pretende suspender temporalmente en casos tasados, los desahucios de vivien-
das sociales.

Artículo 1. Modificación de la Ley 3/2001, de 26 de abril, de Calidad, Promoción y 
Acceso a la Vivienda de Extremadura.

La Ley 3/2001, de 26 de abril, de Calidad, Promoción y Acceso a la Vivienda de Extremadura, 
se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 1, que pasa a tener la siguiente redacción: 

“Artículo 1. Objeto.

 1. La presente ley tiene por objeto la ordenación de los procesos edificatorios de las vivien-
das que se promuevan o construyan en la Comunidad Autónoma de Extremadura, dotán-
dola de un marco normativo estable para contribuir con ello a garantizar el derecho cons-
titucional a disfrutar de una vivienda digna y adecuada en todo el territorio de la 
Comunidad Autónoma.

En el marco de las citadas condiciones, la presente ley regula un conjunto de facultades 
y deberes que integran este derecho, así como las actuaciones necesarias que para 
hacerlo efectivo corresponden a las Administraciones públicas extremeñas y a las entida-
des públicas y privadas que actúan en el ámbito sectorial de la vivienda.

Forma parte del contenido del derecho de propiedad de la vivienda el deber de destinar 
de forma efectiva el bien al uso habitacional previsto por el ordenamiento jurídico, así 
como mantener, conservar y rehabilitar la vivienda con los límites y condiciones que así 
establezcan el planeamiento y la legislación urbanísticos. 

 2. A tal finalidad, la presente Ley de Vivienda de la Comunidad Autónoma de Extremadura 
regula:

a) Las condiciones técnicas y los requisitos administrativos que en el orden arquitectóni-
co deberán cumplirse en todo proceso de edificación que se desarrolle en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura, fomentando que en los diseños y proyectos 
se incluyan criterios medioambientales como la orientación adecuada, ventilaciones e 
iluminación natural, energías renovables y ahorro de energías convencionales, empleo 
de materiales no nocivos para el entorno, y cualesquiera otros que se adecuen al 
entorno o al medio, y se prevea la dotación e implantación progresiva de las infraes-
tructuras necesarias para facilitar la incorporación de la vivienda extremeña a la socie-
dad de la información.
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b) Las actuaciones de fomento para evitar la existencia de viviendas deshabitadas, así 
como las destinadas a garantizar la función social de la vivienda, especialmente en 
supuestos de exclusión social de sus ocupantes, sean o no propietarios de las mismas.

c) La definición de las garantías necesarias a ofrecer a los usuarios finales de la edifica-
ción, por los diferentes agentes del proceso, incluyendo la comprobación del cumpli-
miento de los requisitos establecidos.

d) Las normas sancionadoras aplicables en cada caso.

e) El depósito de las garantías que, en el marco de la vigente Ley de Arrendamientos 
Urbanos, deban establecerse en toda relación entre arrendatario y arrendador”.

Dos. Se añade un apartado 3 al artículo 2, con la siguiente redacción:

“3. Entran en el ámbito de aplicación de la presente ley las actuaciones administrativas 
encaminadas a garantizar la función social de la vivienda”.

Tres. Se añaden tres nuevos apartados, 13, 14, y 15, al artículo 3, con la siguiente 
redacción:

“13. Se considera vivienda habitual a los efectos previstos en el artículo 16 bis y en la letra l 
del artículo 58, aquella vivienda ocupada durante más de seis meses al año, en razón 
de cualquier derecho reconocido por la ley, y que suponga el domicilio para sus ocupan-
tes. El carácter de vivienda habitual podrá acreditarse mediante certificación municipal 
de empadronamiento o por cualesquiera otros medios reconocidos en derecho, sin 
perjuicio de las comprobaciones que la Administración pueda realizar para constatar la 
veracidad de dicha ocupación.

 14. A los efectos de cumplimiento de la obligación de destinar la vivienda con protección 
pública a domicilio habitual y permanente, se entenderá por domicilio permanente el 
que constituya la residencia del titular, bien sea propietario o arrendatario, y sin que 
pierda tal carácter por el hecho de que éste, su cónyuge o los parientes, de uno u otro, 
hasta el tercer grado, que convivan con el titular, ejerzan en la vivienda una profesión o 
pequeña industria doméstica, aunque sea objeto de tributación.

Asimismo, se entenderá que existe habitualidad en la ocupación de la vivienda cuando 
estuviese ocupada durante más de seis meses al año y siempre que no permanezca 
desocupada más de tres meses seguidos al año, salvo que medie justa causa. 

 15. Tendrá la consideración de vivienda deshabitada a los efectos previstos en la presente 
ley aquella que permanezca desocupada de forma continuada por un periodo superior a 
seis meses consecutivos en el curso de un año desde el último día de efectiva habita-
ción, salvo que se justifique su situación de desocupación por la concurrencia de las 
causas previstas en la presente ley. Para las viviendas que no hayan sido nunca habita-
das, dicho plazo comenzará a computarse desde que el estado de ejecución de las obras 
de su construcción permita solicitar las autorizaciones legales para su efectiva ocupación 
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o, si éstas se han otorgado, desde la notificación de su otorgamiento. En caso de que 
las autorizaciones legales hayan sido solicitadas, pero aún no se hayan concedido, se 
descontará el plazo de otorgamiento de aquéllas. Y ello sin perjuicio del deber de solici-
tar dichas autorizaciones.

Se presumirá que la vivienda no está habitada cuando la misma no cuente con 
contratos de suministro de agua o de electricidad, o no exista consumo, o el regis-
trado sea escaso teniendo en cuenta la media habitual de consumo por vivienda y 
año, según los datos facilitados por las compañías suministradoras que presten 
servicio en el municipio.

La declaración de una vivienda como deshabitada exigirá su expresa declaración como 
tal, previa la tramitación de un procedimiento administrativo contradictorio”.

Cuatro. Se añade un nuevo artículo 16 bis, con la siguiente redacción:

“Artículo 16 bis. Declaración de vivienda desocupada.

 1. La Consejería con competencias en materia de vivienda podrá declarar el carácter de 
vivienda desocupada respecto de aquellos inmuebles con destino a uso residencial 
previsto por el ordenamiento jurídico o el planeamiento urbanístico, que permanezcan 
desocupados de forma continuada por un periodo superior a seis meses consecutivos 
en el curso de un año desde el último día de efectiva habitación, salvo que se justifi-
que su situación de desocupación por la concurrencia de las causas previstas en la 
presente artículo.

2. Se considera que concurre causa justificada de desocupación continuada en los siguien-
tes supuestos:

a) En el caso de viviendas destinadas por las personas físicas a segunda residencia, de 
esparcimiento o recreo.

b) Las edificaciones destinadas a un uso regulado en la legislación turística, siempre que 
cuenten con las correspondientes licencias administrativas que sean exigibles.

c) Las viviendas que sean utilizadas de forma efectiva mediante su arrendamiento 
como fincas urbanas, mediante contratos celebrados por temporada o para ejerci-
tarse en la misma una actividad industrial, comercial, artesanal, profesional, 
recreativa, asistencial, cultural o docente, siempre que se cuente con los requisitos 
legales para su ejercicio y tengan, al menos, una ocupación no inferior a treinta 
días en un periodo de un año.

d) En los supuestos de traslado de domicilio por razones laborales, de salud, dependen-
cia o emergencia social que justifiquen desocupar temporalmente la vivienda.

Las mencionadas causas justificadas de desocupación no serán de aplicación en rela-
ción con el cumplimiento de la obligación de destinar la vivienda con protección públi-
ca a domicilio habitual y permanente, salvo la referida en la letra d.
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 3. Para determinar si una vivienda o grupo de viviendas se hallan desocupadas, la Conseje-
ría competente en materia de vivienda podrá recabar la colaboración de cuantas perso-
nas físicas o jurídicas puedan aportar información o apoyo en dichas actuaciones, que 
deberán entregar la documentación o información requeridas a tal efecto a la Administra-
ción solicitante en el plazo máximo de un mes contado a partir del día siguiente de la 
notificación de dicho requerimiento.

En particular, vendrán obligados a prestar colaboración:

a) Las compañías suministradoras de servicios de agua, gas, electricidad o telecomunica-
ciones en relación con los consumos medios que presenten la vivienda o grupo de 
viviendas. 

b) Las diferentes entidades locales, respecto del censo municipal o padrón de habitantes, 
en los que se haga constar si en la vivienda o grupo de viviendas aparecen empadro-
nadas personas físicas o se desarrollan actividades industriales, artesanales, comer-
ciales, profesionales, recreativas asistenciales, culturales o docentes.

c) Los notarios, registradores de la propiedad y demás funcionarios públicos en relación 
con los actos, escrituras o documentos con trascendencia a efectos de conocer a los 
titulares de las viviendas.

d) Las personas físicas y jurídicas relacionadas con la promoción e intermediación inmo-
biliaria, respecto de la información que resulte relevante para determinar el destino 
habitacional de las viviendas.

e) Las entidades financieras respecto de las viviendas de que son titulares.

 4. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento contradictorio de declaración de 
vivienda como deshabitada. La instrucción del procedimiento corresponderá al órgano 
directivo competente en materia de vivienda y la resolución que declare el carácter de 
vivienda desocupada al/la titular de la Consejería con competencias en materia de 
vivienda”.

Cinco. Se añade un nuevo artículo 16 ter, con la siguiente redacción:

“Artículo 16 ter. Medidas de intermediación.

 1. La Junta de Extremadura deberá establecer medidas y procedimientos de obligado 
cumplimiento de intermediación entre los antiguos propietarios de vivienda habitual y 
las entidades financieras, sus filiales inmobiliarias o entidades de gestión de activos 
que, con motivo de una ejecución hipotecaria, se hiciesen con la propiedad del inmue-
ble subastado, con el objeto de impulsar y facilitar la concertación de arrendamientos, 
sin que ello implique la obligación de mantenerse en la mediación o de concluir un 
acuerdo.

 2. La Junta de Extremadura podrá establecer sistemas de promoción y estímulo a los 
propietarios e inversores para poner en el mercado de alquiler viviendas para personas y 
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unidades de convivencia con dificultades para acceder a este, incluidas labores de inter-
mediación en dicho mercado.

Reglamentariamente se establecerán los estímulos, garantías, avales públicos y, en su 
caso, las funciones de intermediación para la puesta a disposición de las viviendas en las 
adecuadas condiciones de habitabilidad”.

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 25, que pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 25. Intervención pública.

 1. La Junta de Extremadura velará para que toda vivienda libre, construida en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma Extremeña, reúna los requisitos de calidad adecuados. Corres-
ponde, igualmente, a la Junta de Extremadura velar por el cumplimiento de la función 
social de las viviendas libres”.

Siete. Se modifica el apartado 1 del artículo 34, que pasa a tener la siguiente redacción:

“1. Las fianzas correspondientes a los contratos de arrendamiento, cuya exigibilidad y cuan-
tía se encuentran definidas por la Ley de Arrendamientos Urbanos, se depositarán como 
garantía en una cuenta especial de la Comunidad Autónoma, a disposición de ésta en la 
Consejería con competencias en materia de vivienda o, en su caso, en el organismo 
público o empresa pública que se constituya a esos efectos.

La gestión de los depósitos de dichas fianzas podrá encomendarse a organismos públicos 
o empresas públicas, cuyo capital esté íntegramente participado por Administraciones 
públicas”.

Ocho. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 34, que pasa a tener la siguiente redacción:

“4. Las fianzas ordenadas en el presente artículo constituyen un elemento de la política 
de vivienda, cuyos recursos se asignarán a los fondos para la protección del derecho 
de acceso a la vivienda. En particular, podrán destinarse a sufragar medidas de 
apoyo a los titulares de créditos en riesgo de ejecución hipotecaria, a medidas de 
fomento para propiciar el alquiler de viviendas deshabitadas, a ayuda a inquilinos en 
riesgo de desahucio, a la rehabilitación y ampliación del parque público de viviendas 
y a la adquisición de vivienda procedente de ejecuciones hipotecarias y daciones en 
pago”. 

Nueve. Se modifica el apartado 1 del artículo 38, que pasa a tener la siguiente redacción:

“1. Se considerarán medidas de fomento, dirigidas a la consecución de los mencionados 
objetivos, entre otras:

a) La promoción pública de suelo.

b) La promoción pública de viviendas.



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4487

NÚMERO 37

c) La intermediación, en caso de vivienda hipotecada y de alquiler, si el inmueble consti-
tuye la vivienda habitual y única del deudor.

d) La cesión en virtud de la función social de la vivienda.

e) El desarrollo público de áreas de rehabilitación integral urbanas para garantizar la cali-
dad habitacional de las barriadas degradadas en Extremadura.

f) La puesta en marcha de planes de mejora energética y dotacional de las viviendas en 
Extremadura.

g) El establecimiento de convenios de colaboración con las entidades financieras y cual-
quier otra entidad con viviendas deshabitadas para ponerlas a disposición de personas 
que carezcan de recursos económicos o con dificultades para satisfacer la necesidad 
de una vivienda digna y adecuada a través del alquiler en condiciones favorables, o de 
personas pertenecientes a colectivos sociales especialmente desfavorecidos, vulnera-
bles o en situación de exclusión social, mujeres víctimas de violencia de género, 
personas mayores y personas jóvenes que pretendan acceder a la vivienda por prime-
ra vez.

h) La creación de una bolsa de viviendas de emergencia para situaciones transitorias 
sobrevenidas, especialmente para garantizar una vivienda a personas en situación de 
desahucio que no haya podido evitarse con otras medidas.

i) La supervisión de las condiciones técnicas y el estado arquitectónico de las viviendas 
desocupadas”.

Diez. Se modifica el artículo 49, que pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 49. El ejercicio del derecho de tanteo.

 1. Los propietarios de viviendas de promoción pública o sujetas a cualquier régimen de 
protección pública, así como las entidades financieras que procedan a adjudicarse bienes 
inmuebles de promoción pública o sujetos a cualquier régimen de protección, para lo cual 
sea necesario proceder al lanzamiento judicial de los anteriores propietarios, siempre 
que estos dispusieran de aquella como vivienda habitual, deberán notificar a la Junta de 
Extremadura, por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción, la deci-
sión de enajenarlos en el caso de los propietarios, o de adquirirlos en el caso de las enti-
dades financieras, especificando, cuando la transmisión sea a título oneroso, los siguien-
tes datos: el precio y forma de pago proyectados las condiciones esenciales de la 
transmisión, así como los datos del interesado en la adquisición, con referencia expresa 
al cumplimiento de las condiciones exigidas para acceder a la vivienda. Y para el caso de 
la adjudicación por entidades financieras con motivo de una ejecución hipotecaria, éstas 
deberán informar a la Junta de Extremadura de lo siguiente: en un primer momento, del 
precio por el que se proceda a adjudicar el inmueble; en un segundo momento, del valor 
resultante del que se vaya a provisionar o se haya provisionado en el balance de la enti-
dad bancaria; y, finalmente, del precio aplicado al traspaso de los activos, a la sociedad 



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4488

NÚMERO 37

pública de gestión de activos inmobiliarios procedentes de la reestructuración bancaria, 
al objeto de que la Administración pueda optar, en el ejercicio del derecho de tanteo, por 
el valor que más satisfaga a los intereses generales.

Los efectos de la notificación caducarán a los seis meses. Cualquier transmisión que se 
realice transcurrido este plazo se entenderá efectuada sin dicha notificación, a efectos 
del ejercicio del derecho de retracto.

 2. En cualquier caso, si la enajenación se produjera como consecuencia de un procedimien-
to de ejecución patrimonial o hipotecaria, quien interponga la acción que lo inicie deberá 
notificarlo a la Junta de Extremadura en el plazo de tres días, a los efectos de que la 
Administración autonómica pueda comprobar la efectiva concurrencia de las condiciones 
para el acceso a viviendas de protección pública establecidas reglamentariamente, o que 
se determinen para acceder a viviendas destinadas a colectivos afectados por ejecucio-
nes hipotecarias. 

 3. Si la notificación fuera incompleta o defectuosa, la Junta de Extremadura podrá requerir 
al obligado a notificar para que la subsane en un plazo de diez días, quedando mientras 
tanto en suspenso el plazo para el ejercicio del derecho de tanteo.

La Junta de Extremadura podrá ejercer el derecho de tanteo durante el plazo de treinta 
días naturales, a partir del día siguiente a aquel en que se haya producido la recepción 
de la notificación correctamente formulada. No obstante lo anterior, la Junta de Extrema-
dura podrá comunicar al transmitente, antes de que finalice el plazo señalado, su renun-
cia a ejercer el derecho de tanteo, que, en cualquier caso, caducará si no se ejecuta en 
el plazo establecido.

Para los casos de adjudicación a entidades financieras con motivo de ejecución hipo-
tecaria de inmuebles destinados a vivienda habitual por sus anteriores propietarios, el 
derecho de tanteo se podrá ejercer en el plazo de treinta días naturales, a partir de 
cualquiera de los siguientes hitos y valores: desde el día siguiente a aquel en que se 
haya informado a la Junta de Extremadura del precio por el que se procede a adjudi-
car el inmueble; en un segundo momento, a partir del día en que se haya informado 
a la Junta de Extremadura del valor resultante del que se vaya a provisionar o se 
haya provisionado en el balance de la entidad bancaria; y, finalmente, a partir del día 
en que se haya informado a la Junta de Extremadura del precio aplicado al traspaso 
de los activos a la sociedad pública de gestión de activos inmobiliarios procedentes de 
la reestructuración bancaria. 

 4. El derecho de tanteo se ejercerá mediante notificación fehaciente dirigida al transmi-
tente u organismo o juzgado que hubiera realizado la adjudicación, o entidad finan-
ciera ejecutante, y se procederá al pago del precio en el plazo de cuatro meses desde 
la misma, salvo que en las condiciones de la transmisión se hayan establecido plazos 
superiores.

En el supuesto de transmisiones consecuencia de procedimientos de ejecución patrimo-
nial el plazo de pago será de dos meses”.
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Once. Se modifica el artículo 50, que pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 50. El ejercicio del derecho de retracto.

 1. La persona adquirente de la vivienda deberá notificar a la Consejería competente en 
materia de vivienda, en el plazo de un mes siguiente a la transmisión de la vivienda, las 
condiciones en las que se produjo la venta, así como remitirle una copia de la escritura o 
documento en que se formalice la venta.

 2. La Junta de Extremadura podrá ejercitar el derecho de retracto cuando no se hubiese 
hecho la notificación prevista en el artículo precedente o se hubiese omitido en ella cual-
quiera de los requisitos establecidos, cuando se hubiese producido la transmisión después 
de que caducase la notificación o antes de que caducase el derecho de tanteo, así como 
cuando se hubiese realizado la transmisión en condiciones distintas a las notificadas.

 3. La Junta de Extremadura podrá ejercer el derecho de retracto en el plazo de sesenta días 
naturales, a contar desde la notificación de la transmisión por la persona adquirente o 
desde que llegase a su conocimiento, fidedignamente, por cualquier otro medio.

 4. Cuando la enajenación de una vivienda protegida se realizase en escritura pública, el 
fedatario público deberá notificar a la Administración autonómica la transmisión median-
te remisión de copia simple de la escritura, siempre que no le conste que ya hubiese sido 
previamente notificada”. 

Doce. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 54, con la siguiente redacción:

“3. En orden al ejercicio de la potestad sancionadora, sólo se considerará vivienda deshabi-
tada a los efectos previstos en el artículo 58.l de la presente ley, aquella cuya titularidad 
corresponda a una persona jurídica, salvo las excepciones contempladas en este aparta-
do, constituida regular o irregularmente. Por titularidad, se entenderá aquella que recai-
ga, tanto sobre el pleno dominio de la vivienda como sobre una participación mayorita-
ria, en un condominio sobre la misma. Las viviendas deshabitadas de titularidad de 
personas físicas, así como las de entidades promotoras de vivienda, no serán objeto del 
ejercicio de la potestad sancionadora en los términos establecidos en el artículo 58.l de 
la presente ley”.

Trece. Se añaden los apartados g y h al artículo 57, con la siguiente redacción:

“g) El incumplimiento del deber de colaboración con la inspección, o la obstrucción de su 
labor, cuando interfiriera en el conocimiento acerca del incumplimiento de las obligacio-
nes a las que se refiere esta ley. 

 h) La falta de sometimiento a la regularización de la fianza propuesta por la Administración”.

Catorce. Se añaden nuevos apartados al artículo 58, con la siguiente redacción:

“l) No dar efectiva habitación a la vivienda, manteniéndola desocupada en los términos 
previstos en el apartado 15 del artículo 3 de la presente ley.
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m) El incumplimiento de los deberes para el mantenimiento del inmueble. 

 n) No formular la propuesta obligatoria de alquiler social en los supuestos en que la Ley de 
Emergencia Social de la Vivienda de Extremadura lo requiere.

 ñ) Incumplir en la formulación de la propuesta obligatoria de alquiler social los requisitos 
establecidos en la Ley de Emergencia Social de la Vivienda de Extremadura.

 o) No colaborar con la Junta de Extremadura a la hora de aportarle información para averi-
guar el carácter de una vivienda o grupo de viviendas como deshabitadas.

 p) No colaborar con el Registro de Créditos Hipotecarios Titulizados de Extremadura a la 
hora de facilitarle la información requerida en Ley de Emergencia Social de la Vivienda de 
Extremadura. 

 q) No colaborar con las oficinas de intermediación hipotecaria e inmobiliaria o los servicios 
sociales en Extremadura a la hora de facilitarles toda la información y documentación 
necesarios para ejercer sus labores y facilitar la negociación en busca de una solución 
para los casos y una alternativa habitacional para las familias. 

 r) No cumplir con las medidas contenidas en los códigos de buenas prácticas de las entida-
des financieras, cuando la entidad financiera se encuentre adherida a dicho código de 
buenas prácticas”. 

Quince. Se modifica el apartado 1 del artículo 63, que pasa a tener la siguiente redacción:

“1. Las infracciones a que se refiere la presente ley darán lugar a la imposición de las multas 
siguientes:

a) Las infracciones calificadas como leves podrán ser sancionadas con multas cuya cuan-
tía no será inferior a cuatrocientos euros ni superior a cuatro mil euros.

b) Las infracciones calificadas como graves podrán ser sancionadas con multas cuya 
cuantía será superior a cuatro mil euros y no excederá de cuarenta mil euros.

c) Las infracciones calificadas como muy graves podrán ser sancionadas con multas cuya 
cuantía será superior a cuarenta mil euros y no excederá de doscientos mil euros”. 

Artículo 2. Expropiación forzosa del usufructo temporal de determinadas viviendas 
para la cobertura de necesidad de vivienda de personas en especiales circunstan-
cias de emergencia social. 

1. Por la presente ley, una vez agotadas todas las vías de solución habitacional en previsión 
de la menor afectación posible al mercado hipotecario, se declara de interés social y la 
necesidad de urgente ocupación, a los efectos previstos en el artículo 52 de la Ley de 
Expropiación Forzosa, de 16 de diciembre de 1954, la cobertura de la necesidad de 
vivienda de las personas en especiales circunstancias de emergencia social incursas en 
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procedimientos de desahucio por ejecución hipotecaria, a efectos de expropiación forzo-
sa del usufructo de la vivienda objeto de éstos por un plazo máximo de tres años a 
contar desde la fecha del lanzamiento acordado por el órgano jurisdiccional competente.

2. Esta medida será de aplicación a las viviendas incursas en procedimientos de desahucio 
instados por entidades financieras, o sus filiales inmobiliarias, o entidades de gestión de 
activos, en los cuales resulte adjudicatario del remate una entidad financiera, o sus filiales 
inmobiliarias o entidades de gestión de activos, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto a 
estos efectos en la normativa básica estatal, y salvo que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Se acredite que el lanzamiento ha sido suspendido por aplicación del Real Decreto 
Ley 6/2012, de 9 de marzo, o la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para 
reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y 
alquiler social.

b) Se acredite que la entidad ha concertado un alquiler asequible con el titular de la 
vivienda objeto de ejecución hipotecaria por un mínimo de tres años. A estos efectos, 
se entenderá por alquiler asequible aquel cuyo precio no exceda del previsto en el plan 
autonómico de vivienda para una vivienda protegida de régimen especial de nueva 
construcción, con un límite máximo del 30 % de los ingresos netos totales de la unidad 
familiar.

3. Se considerará que se encuentran en situación de exclusión residencial y, por lo tanto, 
podrán ser beneficiarios de esta expropiación forzosa del usufructo temporal, las personas 
que cumplan los siguientes requisitos:

a) Tener su residencia habitual y permanente en la vivienda objeto de ejecución hipote-
caria, siendo ésta su única vivienda en propiedad y siempre que ningún miembro de 
la unidad familiar que conviva en la vivienda objeto de ejecución hipotecaria ostente 
la titularidad del pleno dominio o de un derecho real de uso o disfrute sobre otra 
vivienda.

b) Tener la condición inicial de propietarios y deudores hipotecarios.

c) Que se den los siguientes requisitos de carácter económico:

1.º Que el procedimiento de ejecución hipotecaria sea consecuencia del impago de un 
préstamo concedido para la adquisición de la vivienda habitual.

2.º Que los demandantes se encuentren en situación de riesgo de exclusión residen-
cial, entendiéndose en dicha situación, a efectos de la presente ley, a personas y 
unidades familiares que perciban unos ingresos inferiores al 130 % del Salario 
Mínimo Interprofesional calculado a doce pagas anuales si se trata de personas 
que viven solas, o unos ingresos inferiores a 170 % del Salario Mínimo Interprofe-
sional calculado a doce pagas anuales si se trata de unidades de convivencia, o 
unos ingresos inferiores al 190 % del Salario Mínimo Interprofesional calculado a 



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4492

NÚMERO 37

doce pagas anuales en caso de personas con discapacidades o con gran depen-
dencia. En caso de que los ingresos sean superiores a 2 veces el IPREM calculado 
a catorce pagas anuales, la solicitud debe ir acompañada de un informe de servi-
cios sociales que acredite el riesgo de exclusión residencial.

3.º El conjunto de ingresos de la unidad familiar no supere tres veces el valor del Indi-
cador Público de Renta de Efectos Múltiples. 

4. El procedimiento de expropiación del derecho al usufructo temporal de la vivienda deberá 
ajustarse a la legislación de expropiación forzosa y, en su caso, a lo establecido por la 
legislación sectorial aplicable. La resolución que dé inicio al procedimiento se comunicará 
al órgano judicial que esté conociendo del procedimiento de ejecución hipotecaria de que 
se trate.

5. Mediante decreto del Consejo de Gobierno se declarará, previa información pública y moti-
vadamente, el interés social y la necesidad de urgente ocupación a efectos de expropia-
ción forzosa temporal del uso de viviendas.

6. El anuncio de publicación podrá incluir la citación para el levantamiento del acta previa.

7. En el acta de ocupación se establecerá la forma en que la propiedad recuperará el uso 
de la vivienda una vez transcurrido el plazo de expropiación del derecho al usufructo 
temporal de la vivienda. En particular, se reconoce el derecho de reversión en caso de 
que las circunstancias de la persona beneficiaria se modificaran antes de transcurrir los 
tres años establecidos como periodo máximo de la expropiación temporal del uso, de 
manera que pueda ejercer el derecho a una vivienda digna y adecuada en términos 
análogos a los que posibilita la vivienda que fue objeto del procedimiento de ejecución 
hipotecaria. Asimismo, se incurrirá en causa de reversión cuando se pierda la condición 
de beneficiario.

8. La persona beneficiaria quedará obligada al pago a la Administración expropiante de 
una cantidad en concepto de contribución al pago de justiprecio, en cuantía no superior 
al 30 % de los ingresos de la unidad familiar que conviva en la misma ni superior a la 
cuantía del justiprecio.

9. Cuando la persona beneficiaria haya incurrido en falsedad u ocultación de información en 
el cumplimiento de los requisitos contemplados en el apartado 3 o en la presentación de la 
documentación a que se refiere el apartado 10, perderá la condición de beneficiaria. La 
Consejería competente en materia de vivienda vigilará el cumplimiento de los requisitos 
referidos y el pago de las cantidades a las que, como beneficiario, esté obligado en los 
términos del apartado anterior.

10. El procedimiento de expropiación forzosa se iniciará mediante solicitud de la persona 
interesada, que deberá cumplir con los requisitos que para los beneficiarios de la expro-
piación se establecen en el punto 3 de este artículo. Junto con su solicitud deberá apor-
tar la documentación acreditativa del proceso de ejecución hipotecaria en que la vivienda 
objeto de expropiación temporal de uso se encuentra incurso.
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Igualmente, junto con su solicitud, y a efectos de acreditar el cumplimiento de los requi-
sitos para ser tenida como beneficiaria, de conformidad con lo previsto en el apartado 3 
del presente artículo deberá acompañar a la solicitud la siguiente documentación:

a) Documentación acreditativa de la situación económica de la persona interesada:

1.º Certificado de rentas, y en su caso certificado relativo a la presentación del 
Impuesto de Patrimonio, expedido por la Agencia Estatal de la Administración 
Tributaria con relación a los últimos cuatro ejercicios tributarios.

2.º Copia de las últimas tres nóminas percibidas; en su caso, certificado expedido por 
la entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibi-
da en concepto de prestaciones o subsidios por desempleo; o, en su caso, certifi-
cado acreditativo de los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayudas 
análogas de asistencia social concedidas por las comunidades autónomas y las 
entidades locales.

3.º En caso de trabajador por cuenta propia, certificado expedido por la Agencia Esta-
tal de Administración Tributaria o, si estuviera percibiendo la prestación por cese 
de actividad, el certificado expedido por el órgano gestor en el que figure la cuan-
tía mensual percibida.

4.º Autorización a la Administración actuante para la consulta de los datos fiscales y 
de Seguridad Social ante los registros y Administraciones competentes.

Alternativamente a la presentación del conjunto de documentación citada en los 
números anteriores, la persona interesada podrá limitarse a presentar autorización a 
la Administración actuante para la consulta de los datos fiscales y de Seguridad Social 
ante los registros y Administraciones competentes.

b) Documentación acreditativa de los ingresos por los miembros de la unidad familiar, en 
los mismos términos establecidos para la persona beneficiaria en la letra anterior.

c) Documentación acreditativa del número de personas que habitan la vivienda:

1.º Libro de familia o documento acreditativo de la inscripción como pareja de hecho.

2.º Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la 
vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos acredi-
tativos y a los seis meses anteriores.

d) Documentación relativa a la titularidad de los bienes:

1.º Certificados de titularidades expedidos por el Registro de la Propiedad en relación 
con cada uno de los miembros de la unidad familiar o, alternativamente, declara-
ción responsable y autorización de consulta a la Administración actuante para soli-
citar los datos catastrales y del Registro de la Propiedad.
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2.º Escrituras de compraventa de la vivienda y de constitución de la garantía hipote-
caria y otros documentos justificativos, en su caso, del resto de las garantías 
reales o personales constituidas, si las hubiera.

e) Declaración responsable de la persona deudora o deudoras relativa al cumplimien-
to de los requisitos exigidos para considerarse situado en el ámbito de aplicación 
de éste.

f) Informe de los Servicios Sociales de Atención Social Básica sobre la situación de 
emergencia o exclusión social en que puede quedar el beneficiario en caso de 
lanzamiento.

11. Las solicitudes se tramitarán según el orden riguroso de incoación, salvo que, en 
supuestos de especial vulnerabilidad o en el caso de que el lanzamiento sea inminen-
te, se dicte resolución motivada de la que quedará constancia, estableciendo una 
preferencia distinta. Se entiende que concurren supuestos de especial vulnerabilidad 
en aquellos casos en los que el lanzamiento afecte a viviendas en las que habiten 
familias que incluyan entre sus miembros a menores de edad, mayores dependientes, 
personas con discapacidad, víctimas de violencia de género o personas desempleadas 
sin derecho a prestación.

Analizado el cumplimiento efectivo de los requisitos para ostentar la condición de benefi-
ciario, se dictará resolución por el Director General con competencias en materia de 
vivienda, que declarará lo procedente.

En caso de ser declarada concurrente la condición de beneficiario respecto de la concreta 
solicitud, el procedimiento expropiatorio continuará por los trámites previstos en el artí-
culo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa.

12. La imposibilidad de llevar a cabo la ejecución de la ocupación de la vivienda por causas 
relacionadas con el procedimiento de desahucio, así como por otras causas no imputa-
bles a la Administración, no implica el reconocimiento de derecho alguno a la persona 
beneficiaria de la expropiación.

13. La valoración del justiprecio del derecho de usufructo temporal se realizará atendien-
do, como criterios de valoración para su cálculo, al valor que tenga el inmueble 
cuando se haya provisionado o se vaya a provisionar en el balance de la entidad 
bancaria; o, en su caso, el precio aplicado al traspaso de los activos a la sociedad de 
gestión de activos procedentes de la reestructuración bancaria, creada en el marco 
de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, como parte del proceso de reestructuración y 
saneamiento del sistema financiero español, de conformidad con los criterios esta-
blecidos por el Real Decreto Ley 2/2012, de 3 de febrero, sobre saneamiento del 
sector financiero.

Para el cálculo del valor del usufructo, éste se determinará a razón del 2 % del valor total 
del bien (en pleno dominio) por cada periodo de un año, de conformidad con lo estableci-
do en la normativa estatal de aplicación.
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Artículo 3. Suspensión temporal de los procedimientos administrativos de desahu-
cio de viviendas de promoción pública.

1. Los procedimientos administrativos de desahucio por impago de la renta del alquiler inicia-
dos respecto de viviendas de promoción pública de la titularidad de la Junta de Extrema-
dura o de sus empresas quedarán en suspenso, en cualquiera de sus fases, incluida la 
ejecutiva, por un periodo de dos años contados a partir de la entrada en vigor de la 
presente ley, siempre que en los cuatro años anteriores al momento a la entrada en vigor 
de esta ley la unidad familiar haya sufrido una alteración significativa de sus circunstan-
cias económicas.

Se entiende que se ha producido una alteración significativa en los ingresos de la unidad 
familiar cuando el esfuerzo que represente el pago del importe del alquiler sobre la renta 
de la unidad familiar se haya multiplicado por el 1,5.

2. El plazo de suspensión de los procedimientos administrativos de desahucio podrá ser 
ampliado por periodos sucesivos de un año mediante acuerdo del Consejo de Gobierno. En 
tal caso, la alteración significativa de las circunstancias económicas mencionadas en el 
apartado anterior deberá haberse producido en los cuatro años anteriores a dicho acuerdo 
de ampliación.

Artículo 4. Medidas para aliviar el endeudamiento derivado del impago de rentas de 
alquiler de viviendas de promoción pública.

La Consejería competente en materia de vivienda promoverá medidas tendentes a facilitar el 
pago de deudas atrasadas en concepto de rentas de alquiler de viviendas de promoción 
pública, tales como aplazamientos, fraccionamientos y aminoraciones de renta, así como 
pagos en especie y cualesquiera otras medidas que permitan aliviar la situación de endeuda-
miento en que se encuentren los inquilinos de dichas viviendas protegidas. 

Mediante un reglamento adoptado a iniciativa conjunta de las Consejerías competentes en 
materia de hacienda y vivienda se regulará el alcance de las medidas referidas en el aparta-
do anterior, así como los requisitos exigidos y el procedimiento que deba observarse para su 
efectiva aplicación. 

Disposición adicional primera. Actuaciones de comprobación.

1. El órgano directivo con competencias en materia de vivienda, a los exclusivos efectos 
del cumplimiento de las funciones que tiene encomendadas, podrá recabar de cual-
quier Administración pública y tratar datos de carácter personal, sin la previa autori-
zación de persona afectada, en aquellos supuestos y categorías de datos que resulten 
necesarios para determinar si una vivienda o grupo de viviendas se hallan desocupa-
das, así como para la comprobación del cumplimiento de las obligaciones relaciona-
das con la exigencia y depósito de las fianzas correspondientes a los contratos de 
arrendamiento.
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2. El órgano directivo con competencias en materia de vivienda creará y mantendrá, con 
pleno respeto a las garantías y derechos establecidos en la normativa de protección de 
datos de carácter personal, los ficheros que resulten necesarios para el ejercicio de las 
funciones referidas en el apartado anterior, así como los que se precisen para su adecuada 
gestión.

Disposición adicional segunda. Inventario de bienes del parque público de vivien-
das de la Junta de Extremadura.

El Observatorio de la Vivienda de Extremadura realizará un inventario de bienes del parque 
público de viviendas de la Junta de Extremadura y deberá remitir copia actualizada, con 
carácter anual, a la Asamblea de Extremadura.

El inventario de bienes del parque público de vivienda de la Junta de Extremadura contendrá 
todas las viviendas de promoción pública, así como las que adquiera por cualquier título y 
cuya finalidad sea atender a las necesidades de vivienda de las personas que cumplan con 
los requisitos fijados reglamentariamente, por municipios, con indicación de la ocupación y 
estado de las viviendas.

Disposición adicional tercera. Exención de reintegro de ayudas en supuestos de 
dación en pago.

A los beneficiarios de ayudas autonómicas para la adquisición de viviendas protegidas no se 
les exigirá el reintegro de las ayudas recibidas cuando la vivienda protegida sea objeto de 
dación en pago al acreedor o a cualquier sociedad de su grupo o de transmisión mediante 
procedimiento de ejecución hipotecaria o venta extrajudicial.

La previsión contenida en esta disposición adicional no implicará la modificación del régimen 
jurídico de calificación de la vivienda ni el resto de condiciones aplicables a ésta. 

Disposición adicional cuarta. Deudas y cargas sobre la vivienda habitual.

La Junta de Extremadura, a través de la Consejería que detente las competencias en vivien-
da, renunciará a los derechos de tanteo y retracto en las viviendas de protección oficial, 
expidiendo al solicitante un certificado que acredite que el inmueble se encuentra libre de 
dicha carga por el deudor para proceder a la dación en pago si el inmueble constituye su 
vivienda habitual. 

Disposición adicional quinta. Tipo de gravamen reducido del impuesto sobre las 
transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados para las escrituras 
públicas que documenten reestructuraciones hipotecarias sobre vivienda habitual 
según lo dispuesto en el Código de Buenas Prácticas.

Se modifica el Decreto Legislativo 1/2013, de 21 de mayo, por el que se aprueba el texto 
refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de Extremadura en 
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materia de tributos cedidos por el Estado, introduciendo el nuevo artículo 43 bis, con la 
siguiente redacción: 

“Artículo 43 bis. Exención en el tramo autonómico para las escrituras públicas que documen-
ten reestructuraciones hipotecarias sobre vivienda habitual según lo dispuesto en el Código 
de Buenas Prácticas anexo al Real Decreto Ley 6/2012 y su aplicación. 

Se aplicará la exención en el tramo autonómico de este impuesto a las escrituras públicas 
que documenten la reestructuración de deuda hipotecaria por inmuebles destinados a la 
vivienda habitual del sujeto pasivo, así como ampliaciones u otras operaciones destinadas al 
mismo fin, siempre y cuando se cumplan los requisitos previstos para la aplicación de las 
medidas contenidas en el Código de Buenas Prácticas anexo al Real Decreto Ley 6/2012, de 
9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, para 
las entidades adheridas a dicho Código de Buenas Prácticas. 

El impuesto se aplicará únicamente sobre la cantidad que constituya el principal de la 
ampliación a escriturar”. 

Disposición adicional sexta. Medidas para el sobreendeudamiento con las comuni-
dades de vecinos, administraciones públicas y organismos.

Los poderes públicos extremeños promoverán la suscripción de convenios extrajudiciales 
para la liquidación progresiva de la deuda de las comunidades de vecinos constituidas en 
aquellas promociones de viviendas de promoción pública en las que existan viviendas de 
propiedad pública, con el fin de alcanzar deuda cero. 

Disposición transitoria primera. Aplicación a los procesos judiciales o extrajudicia-
les de ejecución hipotecaria que se hubiesen iniciado antes de la entrada en vigor 
de la presente ley.

Lo establecido en el artículo 2 de la presente ley será de aplicación a los procesos judiciales o 
extrajudiciales de ejecución hipotecaria que se hubiesen iniciado antes de la entrada en vigor 
de la presente ley en los que no se hubiera ejecutado lanzamiento o en aquellos otros en los 
que, a la entrada en vigor de la misma, se hubiese producido el lanzamiento permaneciendo 
la vivienda desocupada y no transmitida a tercera persona, salvo que ésta lo sea igualmente 
una entidad financiera o sus filiales inmobiliarias o entidades de gestión de activos.

Disposición transitoria segunda. Colaboración entre la Junta de Extremadura y las 
administraciones locales. Tramitación ante las administraciones locales y plazo 
para los mecanismos de garantía del realojamiento adecuado. Colaboración entre la 
Junta de Extremadura y las administraciones locales en un Plan de Dinamización de 
Barrios.

La Junta de Extremadura y las Administraciones locales establecerán mecanismos de coordi-
nación en el intercambio de información sobre el estado del parque público de viviendas, así 



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4498

NÚMERO 37

como los mecanismos de coordinación para abordar de manera efectiva las situaciones de 
riesgo habitacional, la declaración de hogar vulnerable, con el objetivo de dar cobertura a las 
necesidades de la población, así como a la rehabilitación de barrios y a la integración social 
en materia de vivienda. 

Disposición transitoria tercera. Nueva regulación en materia de vivienda.

1. Se elaborará una nueva Ley de Calidad, Promoción y Acceso a la Vivienda de Extremadura 
en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta ley.

2. Asimismo, la Junta de Extremadura iniciará, en el plazo de cuatro meses, la modificación 
del Decreto 115/2006, de 27 de junio, por el que se regula el procedimiento de adjudica-
ción de viviendas de promoción pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Disposición final primera. Habilitación reglamentaria. 

Se habilita a la Junta de Extremadura para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el 
desarrollo de la presente ley.

Disposición final segunda. Ayudas de la Junta de Extremadura.

La Junta de Extremadura desarrollará un nuevo Plan de Ayudas al Alquiler de Vivienda Libre, 
dotado con una cuantía destinada a tal efecto que será creciente y nunca inferior a los cinco 
millones de euros, adaptado a los estudios de exclusión social y pobreza, priorizando las 
circunstancias de los desahucios de su vivienda habitual con medidas para incentivar el 
mercado de alquiler con garantía entre particulares por parte de la Junta. Se reservará hasta 
un 15 % de estas para jóvenes con voluntad de emanciparse del hogar familiar y hasta un 
10 % de las mismas para mujeres víctimas de violencia de género, asegurando que las adju-
dicatarias reciben las mismas con criterios de dispersión territorial a fin de minimizar el ries-
go de encuentro fortuito con sus maltratadores. 

Disposición final tercera. Canon de vivienda deshabitada.

1. Al objeto de fomentar el cumplimiento de la función social de la propiedad de la vivienda, 
se establece un canon sobre la vivienda deshabitada. Su imposición, de carácter extrafis-
cal, a cargo de los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Extremadura gravará las 
viviendas declaradas deshabitadas y los ingresos por este concepto dotarán el patrimonio 
municipal de suelo.

2. La imposición del canon recaerá sobre las personas jurídicas, así como sobre las herencias 
yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, aun carentes de personalidad 
jurídica, constituyan una unidad económica o un patrimonio separado, susceptible de 
imposición, y sean titulares del derecho de propiedad de la vivienda deshabitada, siempre 
que estén también en posesión del derecho de uso de la vivienda.
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3. En caso de que el derecho real de goce o disfrute sobre las viviendas deshabitadas no 
corresponda al propietario, el canon recaerá sobre los titulares del citado derecho real.

4. El canon se liquidará anualmente y a partir de que la declaración de vivienda deshabitada 
constituya un acto definitivo en vía administrativa. El gravamen se fija en un importe de 
diez euros por cada metro cuadrado útil y año, que se incrementará un 10 % por año que 
permanezca en dicha situación, sin que pueda superar tres veces el importe inicial. 

Disposición final cuarta. Garantías de habitabilidad.

La Junta de Extremadura garantizará que las viviendas de promoción pública y de protección 
oficial en su propiedad cumplan los requisitos óptimos de habitabilidad en términos análogos 
a los previstos en el artículo 21 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, entregándolas con 
contadores de suministros individuales y actualizados con respecto a deudas previas contraí-
das por habitantes anteriores. 

Disposición final quinta. Bolsa de viviendas para el alquiler social.

La Junta de Extremadura creará una bolsa de viviendas destinadas al alquiler social y asequi-
ble, priorizando las circunstancias de los desahuciados de su vivienda habitual y personas y 
unidades en situación de riesgo de exclusión residencial, en los términos, garantías y prerro-
gativas previstas en la presente ley. Se reservará hasta un máximo de un 15 % de las 
viviendas de la citada bolsa para jóvenes con voluntad de emanciparse del hogar familiar y 
hasta un máximo de 10 % para mujeres víctimas de violencia de género, asegurando que las 
adjudicatarias reciben las mismas con criterios de dispersión territorial a fin de minimizar el 
riesgo de encuentro fortuito con sus maltratadores. 

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 7/2016 de 21 de junio, de medidas 
extraordinarias contra la exclusión social.

Se introduce un artículo 17 bis a la Ley 7/2016, de 21 de junio, de Medidas Extraordinarias 
contra la Exclusión Social.

“Artículo 17 bis. Ayudas para familias afectadas por ejecuciones inmobiliarias no hipotecarias.

 1. En régimen de concesión directa se articulará una línea de ayudas para familias afec-
tas por ejecuciones inmobiliarias no hipotecarias que puedan acceder a una vivienda 
de promoción pública mediante adjudicación directa por cumplir los requisitos 
contemplados en el Decreto 97/2013, de 10 de junio, por el que se establecen los 
requisitos y el procedimiento para acceder a una vivienda de promoción pública por 
parte de aquellos solicitantes afectados por ejecuciones inmobiliarias no hipotecarias 
en la Comunidad Autónoma de Extremadura, que las posibilite hacer frente al pago 
del alquiler de una vivienda en el mercado libre hasta que se resuelve la adjudicación 
y entrega de una vivienda de promoción pública, tal y como refiere el artículo 18 de 
la citada ley.
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 2.  La Junta de Extremadura preverá en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura una cuantía destinada a tal efecto que será creciente y nunca 
inferior a un millón de euros, adaptado a los estudios de exclusión social y pobreza”. 

Disposición final séptima. Comisión de Seguimiento de la Vivienda.

Se modificará el Decreto 157/2001, de 9 de octubre, por el que se regula la Comisión Regio-
nal  de Vivienda, en el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta ley, que 
recoja funciones de seguimiento de lo contenido en ella, así como la garantía de los precep-
tos que se determinen reglamentariamente. 

Disposición final octava. Entrada en vigor. 

La presente ley entrará en vigor transcurridos veinte días naturales contados a partir de su 
publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos, que sea de aplicación esta ley, que cooperen a su 
cumplimiento y a los Tribunales y Autoridades que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 17 de febrero de 2017.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4501

NÚMERO 37

  II AUTORIDADES Y PERSONAL

1.— NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

DECRETO 18/2017, de 21 de febrero, por el que se dispone el cese de don 
Francisco Gómez Mayorga como Secretario General de Administración 
Pública de la Consejería de Hacienda y Administración Pública. (2017040022)

A propuesta de la Consejera de Hacienda y Administración Pública, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23.o) y 36.g) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su sesión de 21 de febrero de 2017,

D I S P O N G O :

El cese de don Francisco Gómez Mayorga como Secretario General de Administración 
Pública de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, agradeciéndole los servi-
cios prestados.

Dicho cese surtirá efectos desde el día de la publicación del presente decreto en el Diario 
Oficial de Extremadura.

Mérida, 21 de febrero de 2017.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

 La Consejera de Hacienda      
 y Administración Pública,

 PILAR BLANCO-MORALES LIMONES

• • •
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DECRETO 19/2017, de 21 de febrero, por el que se dispone el cese de don 
Gustavo Barbero Loro como Director General de Administración Electrónica 
y Tecnologías de la Información de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública. (2017040023)

A propuesta de la Consejera de Hacienda y Administración Pública, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23.o) y 36.g) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su sesión de 21 de febrero de 2017,

D I S P O N G O :

El cese de don Gustavo Barbero Loro como Director General de Administración Electrónica y 
Tecnologías de la Información de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, agrade-
ciéndole los servicios prestados.

Dicho cese surtirá efectos desde el día de la publicación del presente decreto en el Diario 
Oficial de Extremadura.

Mérida, 21 de febrero de 2017.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

 La Consejera de Hacienda      
 y Administración Pública,

 PILAR BLANCO-MORALES LIMONES

• • •
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DECRETO 20/2017, de 21 de febrero, por el que se dispone el 
nombramiento como Secretario General de Administración Pública de la 
Consejería de Hacienda y Administración Pública de don Ignacio García 
Peredo. (2017040024)

A propuesta de la Consejera de Hacienda y Administración Pública, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23.o) y 36.g) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su sesión de 21 de febrero de 2017,

D I S P O N G O :

El nombramiento como Secretario General de Administración Pública de la Consejería de 
Hacienda y Administración Pública de don Ignacio García Peredo.

Mérida, 21 de febrero de 2017.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

 La Consejera de Hacienda      
 y Administración Pública,

 PILAR BLANCO-MORALES LIMONES
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CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN Y EMPLEO

RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2017, de la Dirección General de Personal 
Docente, por la que se modifica la Resolución de 4 de octubre de 2016, por 
la que se procede al nombramiento como funcionarios en prácticas del 
Cuerpo de Maestros a los aspirantes seleccionados en el procedimiento 
selectivo convocado por Resolución de 27 de abril de 2016. (2017060227)

Por Resolución de 27 de abril de 2016 de la Dirección General de Personal Docente (Diario 
Oficial de Extremadura número 82, de 29 de abril) se convocó procedimiento selectivo para 
el Cuerpo de Maestros, y para la adquisición de nuevas especialidades por los funcionarios 
del mencionado cuerpo.

De conformidad con lo previsto en su base XII, mediante Resolución de 4 de octubre de 
2016, publicada en el Diario Oficial de Extremadura número 205, de 25 de octubre, se proce-
dió al nombramiento como funcionarios en prácticas del Cuerpo de Maestros a los aspirantes 
seleccionados en dicho procedimiento.

Una vez resueltos todos los recursos administrativos interpuestos procede realizar las corres-
pondientes modificaciones en las puntuaciones y el orden de los aspirantes seleccionados. 

En atención a lo expuesto, esta Dirección General de Personal Docente,

H A  R E S U E L T O :

Primero. Incluir en las listas de aspirantes seleccionados por la especialidad de Educación 
Primaria del Cuerpo de Maestros (0597), Acceso 1 y 2, a la aspirante relacionada a continua-
ción, así como proceder a la reordenación que de ello se deriva del número de orden otorga-
do en las mencionadas listas al resto de aspirantes seleccionados.

ESPECIALIDAD: EDUCACIÓN PRIMARIA

APELLIDOS Y NOMBRE DNI PUNTUACIÓN TOTAL ORDEN

ROSADO SIERRA, EVA MARÍA 7255358 8,6238 49

Segundo. Nombrar funcionaria en prácticas a la citada seleccionada, con efectos administrati-
vos y económicos de 1 de septiembre de 2016, estando obligada, de conformidad con lo 
dispuesto en la base XIV de la convocatoria a obtener su primer destino definitivo en el ámbi-
to de gestión de la Consejería de Educación y Empleo de la Junta de Extremadura, participan-
do con carácter forzoso en el concurso de traslados que se convoque por esta Administración.

Tercero. Modificar la puntuación global otorgada a los aspirantes seleccionados que se rela-
cionan a continuación.
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ESPECIALIDAD: MÚSICA

APELLIDOS Y NOMBRE DNI PUNTUACIÓN TOTAL ORDEN

CASTRO VILLAR, MÁXIMO ENRIQUE 12405967 8,2922 18

ESPECIALIDAD: EDUCACIÓN INFANTIL

APELLIDOS Y NOMBRE DNI PUNTUACIÓN TOTAL ORDEN

HERNÁNDEZ PAREDES, INMACULADA 09196272 9,1000 17

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer potes-
tativamente recurso de reposición en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente 
a la fecha de su publicación, ante el órgano que la ha dictado, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, del 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y los artículos 102 y 103 de la Ley 
1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, o directamente recurso contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses 
a contar desde el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de Extremadura, 
ante el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Mérida, 2 de febrero de 2017.

  La Directora General de Personal Docente,

  HELIODORA BURGOS PALOMINO
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  III OTRAS RESOLUCIONES

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

RESOLUCIÓN de 8 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la que 
se da publicidad al Convenio entre la Consejería de Medio Ambiente y Rural, 
Políticas Agrarias y Territorio y el Ayuntamiento de Acehúche para 
subvencionar la asistencia técnica y colaborar en la tramitación del Plan 
General Municipal. Expediente n.º: 161271SPJ001. (2017060205)

Habiéndose firmado el día 24 de octubre de 2016, el Convenio entre la Consejería de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio y el Ayuntamiento de Acehúche para subven-
cionar la asistencia técnica y colaborar en la tramitación del Plan General Municipal. Expe-
diente n.º: 161271SPJ001, de conformidad con lo previsto en el artículo 8.º del Decreto 
217/2013, de 19 de noviembre, por el que se regula el Registro General de Convenios de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura,

R E S U E L V O :

La publicación en el Diario Oficial de Extremadura del Convenio que figura como Anexo de la 
presente resolución.

Mérida, 8 de febrero de 2017.

  La Secretaria General,    
  PD La Jefa de Servicio de Legislación   
  y Documentación    
  (Resolución de 11/09/2015,   
  DOE n.º 180, de 17 de septiembre),

  M.ª MERCEDES ARGUETA MILLÁN
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CONVENIO ENTRE LA CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE Y 
RURAL, POLÍTICAS AGRARIAS Y TERRITORIO Y EL AYUNTA-

MIENTO DE ACEHÚCHE PARA SUBVENCIONAR LA ASISTENCIA 
TÉCNICA Y COLABORAR EN LA TRAMITACIÓN DEL PLAN 

GENERAL MUNICIPAL

EXPEDIENTE N.º: 161271SPJ001

En Acehúche, a 24 de octubre de 2016.

REUNIDOS

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Begoña García Bernal en su calidad de Consejera de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, en virtud de su nombramiento por Decreto 
del Presidente 36/2015, de 14 de septiembre, con facultades de intervención en este acto en 
virtud de la competencia que le confiere el artículo 36 a) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

Y de otra, D.ª Obdulia Bueso Salgado, Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de Acehúche, 
autorizada para suscribir el presente Convenio por Decreto de Alcaldía n.º 33, de 5 de julio 
de 2016 del Ayuntamiento de Acehúche.

Las partes intervinientes se reconocen capacidad, representación y legitimación para suscri-
bir este Convenio y asumir los cargos, obligaciones y derechos derivados del mismo y, en su 
virtud,

MANIFIESTAN

1. Por Decreto 263/2015 de 7 de agosto, se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio (DOE extraordi-
nario n.º 5, de 8 de agosto de 2015) y se le atribuyen las competencias asumidas 
como exclusivas de la Comunidad Autónoma en los artículos 9.31 y 9.32 de la Ley 
Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía de Extremadura, según 
redacción de la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de Reforma del Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en materia de urbanismo y 
ordenación del territorio.

2. La competencia genérica en materia urbanística corresponde al Municipio, según se deter-
mina en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, que 
concretamente en su artículo 25.2 a) establece:

El Municipio ejercerá en todo caso, competencias, en los términos de la legislación del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y 
gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección 
pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la 
edificación.
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3. El Municipio de Acehúche se encuentra regulado actualmente por un Proyecto de Deli-
mitación de Suelo Urbano, Aprobado Definitivamente el 15 de febrero de 1985 (aproba-
ción publicada en el BOP de 6 de marzo de 1985). Si bien este instrumento ha demos-
trado su utilidad, propiciando un adecuado equilibrio entre desarrollo urbanístico y 
ocupación del territorio, la ejecución de sus previsiones, el simple trascurso del tiempo, 
así como la inevitable necesidad de actualización a un marco legal generado con poste-
rioridad, imponen la necesidad de proceder a una revisión del citado instrumento (indi-
car, sólo a modo de ejemplo de esto último, la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del 
Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura, modificada por las Leyes 9/2010, 
9/2011 y 10/2015).

4. Acehúche ya cuenta con una propuesta de Plan General Municipal, Aprobado Inicialmente 
por el Pleno del Ayuntamiento el 28 de abril de 2015 (publicado en DOE de 23 de junio de 
2015). Sin embargo, como muchos otros municipios de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura, carece de los suficientes medios económicos y técnicos para afrontar en solitario 
el esfuerzo que supone la redacción de su planeamiento, y la tramitación del Plan General 
Municipal se encuentra actualmente detenida debido a la ausencia de fondos municipales 
suficientes para dotarse de la debida asistencia técnica.

5. Por ello es de aplicación lo establecido en los objetivos de la Ley 15/2001, de 14 de 
diciembre, que contempla, cuando el Municipio adolezca de la debida capacidad de 
gest ión, la necesidad de arbitrar la debida “cooperación técnica” sobre bases solidarias 
de colaboración interadministrativa. Debido a esto, y atendiendo a las obligaciones de 
los poderes públicos, es interés tanto de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Polí-
ticas Agrarias y Territorio, como del Excmo. Ayuntamiento de Acehúche, el asegurar la 
debida Asistencia Técnica a la tramitación del Plan General Municipal (PGM) de este 
municipio.

6. Para que las tareas asociadas a la tramitación del Plan General Municipal culminen con la 
Publicación en DOE de su Aprobación Definitiva, es necesaria la asistencia de un Servicio 
Técnico de gran especialización, con acreditada experiencia en la materia, que elabore 
dicho documento y que asesore a la Corporación en todos los aspectos de esta acción 
urbanística.

7. Es voluntad de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
apoyar todas las iniciativas que, desde la Administración Local, en adecuación a la Ley, 
redunden en una mejor proyección territorial y urbanística de la región.

8. En consecuencia, a fin de conseguir los objetivos señalados, de conformidad con el artí-
culo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común y el artículo 57 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y concordantes del 
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refun-
dido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, así como el 
artículo 23 i) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, 
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Políticas Agrarias y Territorio, y el Ayuntamiento de Acehúche, acuerdan formalizar el 
presente Convenio, con arreglo a las siguientes

ESTIPULACIONES

1.ª Objeto del convenio.

Es objeto del presente Convenio la subvención de la Asistencia Técnica, y la regulación de los 
mecanismos de colaboración entre las Administraciones firmantes, para la realización de los 
trabajos asociados a la tramitación del Plan General Municipal, a desarrollar en los ejercicios 
2016, 2017 y 2018.

2.ª Compromisos.

El Ayuntamiento de Acehúche se compromete por el presente convenio a:

— Dotarse de la Asistencia Técnica necesaria para completar la tramitación del Plan General 
Municipal de dicha localidad.

— Colaborar, en el ámbito de sus competencias, con el Equipo Redactor del Plan General 
Municipal mostrando la máxima diligencia a fin de facilitar el cumplimiento de los plazos 
de ejecución establecidos en el presente Convenio.

— Promover e incentivar la participación ciudadana durante su redacción y tramitación.

— Convocar la Comisión de Seguimiento según las condiciones establecidas al efecto en la 
estipulación 10.ª

— Adoptar las medidas de identificación, información y publicidad conforme al Decreto 
50/2001 de 3 de abril sobre medidas adicionales de gestión de inversiones financiadas con 
ayudas de la Junta de Extremadura (DOE n.º 42, de 10 de abril de 2001).

Por su parte, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, se 
compromete a:

— Hacer efectivo el abono de los gastos justificados por el Ayuntamiento conforme al desa-
rrollo por anualidades que se desglosan.

— Prestar labores de asesoría, bien a instancias del Ayuntamiento, bien de la Oficina de 
Gestión Urbanística vinculada al mismo, en relación a la adecuación de los trabajos a las 
determinaciones de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y del Regla-
mento de Planeamiento del mismo.

— A fin de facilitar la participación ciudadana en las Fases en las que legalmente proceda, 
publicar gratuitamente en el Sistema de Información Territorial de Extremadura (SITEX) 
los documentos correspondientes a las distintas Fases de Aprobación del Plan General 
Municipal.
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Ambas partes se comprometen a suministrarse regularmente la información de interés 
mutuo sobre el desarrollo del objeto del Convenio.

3.ª Desarrollo del Convenio.

El presente convenio tiene como objetivo la continuación de la tramitación del Plan General 
Municipal, hasta su conclusión, señalada mediante la publicación de la obtención de la Apro-
bación Definitiva en el Diario Oficial de Extremadura (DOE).

Su desarrollo se articulará atendiendo a las siguientes Fases:

a) Primera Fase. 

Correspondiente a la Aprobación Provisional por el Pleno del Ayuntamiento del Plan Gene-
ral Municipal. 

Tiempo de ejecución: doce (12) meses desde la firma del Convenio.

b) Segunda Fase.

Correspondiente a la Publicación en el Diario Oficial de Extremadura de la Aprobación 
Definitiva del Plan General Municipal en los términos previstos en el apartado 2.º del artí-
culo 79 LSOTEX “Efectos de la aprobación de los planes de ordenación urbanística o, en su 
caso, de la resolución que ponga fin al correspondiente procedimiento; publicación y 
vigencia”.

Tiempo de ejecución: veintiún (21) meses desde la firma del Convenio.

4.ª Previsión económica.

El presupuesto total de los trabajos previstos queda establecido en ocho mil euros (8.000’00 
€) IVA incluido, contemplándose en el presente Convenio el pago del 100 % de dicha canti-
dad por parte de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio. Los 
pagos y gastos que excedan de dicha cuantía correrán exclusivamente por cuenta del Ayun-
tamiento de Acehúche.

5.ª Abonos y formas de pago.

El abono de los trabajos será realizado atendiendo a la siguiente programación:

a) Primer pago.

Valorado en cuatro mil euros (4.000’00 €), realizado de manera anticipada a la firma del 
Convenio. Esta cantidad se corresponde con el 50 % del importe total a aportar en virtud 
del presente Convenio por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio de la Junta de Extremadura.
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b) Segundo pago.

Valorado en dos mil euros (2.000’00 €), cuando se hayan justificado pagos y gastos por 
importe de cuatro mil euros (4.000’00 €), previa presentación del documento completo 
del Plan General Municipal aprobado provisionalmente por el Pleno del Ayuntamiento de 
Acehúche. 

c) Tercer pago.

Valorado en dos mil euros (2.000’00 €), cuando se hayan justificado pagos y gastos por 
importe de cuatro mil euros (4.000’00 €) adicionales a los empleados para justificar el 
Segundo Pago, y una vez se proceda a la publicación en el Diario Oficial de Extremadura 
de la Aprobación Definitiva del Plan General Municipal por la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación Territorial de Extremadura.

La suma del importe de los gastos justificados para la realización de los pagos Segundo y 
Tercero se corresponde con el 100 % del coste estimado de los trabajos, incluido en la esti-
pulación 4.ª.

En el caso de que el gasto total ejecutado fuera inferior al previsto en el Convenio, la aporta-
ción de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio se minorará 
en la cuantía correspondiente, de acuerdo con la justificación de gasto aportada.

Las aportaciones de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
se afectarán a los fines establecidos en este Convenio y se registrarán en la contabilidad del 
Ayuntamiento de Acehúche.

6.ª Justificación del gasto.

Las justificaciones de gastos y pagos se efectuará mediante presentación de Certificación 
emitida por el Secretario/Interventor del Ayuntamiento de Acehúche en la que se haga cons-
tar la acción realizada y su coste, así como que se refiere exclusivamente a gastos previstos 
en el Convenio, efectivamente realizados, y acreditados mediante facturas o documentos 
contables de valor probatorio equivalente.

En todas las Fases, deberá entregarse copia a la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Polí-
ticas Agrarias y Territorio del Documento Técnico generado por el Equipo Redactor contrata-
do, tanto en soporte papel (debidamente diligenciado), como digital (entrega tanto de fiche-
ros editables como en formato *.pdf), así como Memoria detallada de los procesos de 
participación pública llevados a cabo.

En cualquier caso la Junta de Extremadura quedará eximida del abono de cualquier cantidad 
que no haya sido justificada por el Ayuntamiento en la forma antes señalada.

En ningún caso se deducirá relación laboral alguna del personal adscrito a los trabajos deri-
vados del presente Convenio con la Junta de Extremadura.
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El Ayuntamiento queda exento de la de la obligación de prestar garantía por el pago anti-
cipado, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta, apartado b), de la 
Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura y conforme al 
artículo 21.1 a) de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

7.ª Gastos subvencionables y no subvencionables.

Se entenderán incluidos en el presente Convenio, y serán por tanto subvencionables, todos 
aquellos gastos originados por la Redacción de los Documentos y la realización de los Trámi-
tes necesarios para dar cumplimiento a lo previsto tanto a nivel Legal (artículos 70, 75 y 77 
de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y concordantes) como Regla-
mentario (artículos 40 a 51 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura y concordan-
tes), en los que se establecen las funciones, el contenido mínimo del PGM, así como el proce-
dimiento a seguir para la tramitación del mismo, con independencia de la fecha de su 
realización, siempre que se justifique su vinculación exclusiva con el objeto del presente 
Convenio. Atendiendo a la relevancia que en estos procesos tiene la participación pública, se 
entenderán además incluidas todas aquellas actuaciones que, aun excediendo lo anterior-
mente señalado, se realicen a fin de fomentar y promover la misma durante el procedimiento 
de Aprobación del Plan. 

Quedan expresamente excluidos del presente Convenio, teniendo la consideración de no 
subvencionables, aquellos gastos y/o sobrecostes que, pese a que se puedan considerar 
amparados por el apartado anterior, se deban a la solicitud por parte del Ayuntamiento de la 
realización de cambios en la Ordenación del Plan General Municipal aprobado inicialmente, y 
no se encuentren motivados por el procedimiento de Exposición Pública (alegaciones, infor-
mes sectoriales…) o por la Evaluación Ambiental del mismo. Estos pagos deberán ser afron-
tados de manera exclusiva por el Ayuntamiento de Acehúche, quedando su consideración 
fuera del presente Convenio.

8.ª Vigencia del convenio. Prórrogas.

El plazo de vigencia del Convenio será de 21 meses desde el momento de su firma, coinci-
dente con el plazo de ejecución de las actuaciones según queda establecido en la estipula-
ción 3.ª.

En caso de necesidad, antes de la expiración del plazo de vigencia de cada Fase, a los solos 
efectos de ampliar los plazos de ejecución, y sin afectar al montante total de la subvención, 
el Ayuntamiento de Acehúche podrá solicitar la prórroga del convenio, que podrá ser acorda-
da por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, previo informe 
de la Comisión de Seguimiento del Plan, que deberá reunirse para analizar el estado de los 
trabajos. De concederse, no podrá suponer, en ningún caso, un aumento del plazo de ejecu-
ción superior al 50 % del tiempo trascurrido desde la firma del Convenio, bien considerada 
de forma individual, bien de manera agregada a prórrogas anteriores.



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4513

NÚMERO 37

9.ª Incumplimiento, extinción y resolución del convenio.

El incumplimiento de alguna de las estipulaciones o condiciones del presente Convenio se 
ajustará a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y en el artículo 43 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, sobre reintegro de subvenciones.

Son causas de extinción del Convenio: el cumplimiento del mismo, su resolución de mutuo 
acuerdo, así como el incumplimiento de sus estipulaciones.

a) El Convenio se entenderá cumplido cuando se haya realizado, de acuerdo con los términos 
del mismo y a satisfacción de ambas partes, la totalidad de su objeto.

b) En el caso de resolución por mutuo acuerdo entre las Administraciones intervinientes, el 
Ayuntamiento de Acehúche quedará obligado al reintegro de las cuantías abonadas por la 
Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, preferentemente por 
compensación con otros créditos.

c) El incumplimiento de sus cláusulas, del plazo de ejecución de sus Fases, o del destino 
de los fondos, será causa de extinción del presente convenio. Al igual que en el caso 
anterior, el Ayuntamiento de Acehúche quedará obligado a la devolución de las cuantías 
abonadas por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio. 
De manera adicional, y durante un plazo de dos años, renunciará a la solicitud de 
nuevas ayudas por parte de la Consejería para el mismo fin del Convenio, y, en todo 
caso, nunca antes de haber procedido a la efectiva devolución de los fondos aportados 
por la misma.

En todo caso, los efectos del convenio sobre las actuaciones promovidas y solicitadas al 
amparo del mismo y durante su vigencia, permanecerán con independencia de la extinción 
del propio convenio.

10.ª Comisión de seguimiento.

Como medio de hacer efectiva la colaboración que se propone en este Convenio y, en su caso, 
formular las propuestas de adaptación del mismo se creará una Comisión de Seguimiento.

Dicha comisión se integrará inicialmente por los siguientes miembros:

— Presidente: El Alcalde del Ayuntamiento de Acehúche o persona en quien delegue.

— Secretario: El Secretario del Ayuntamiento o funcionario en quien delegue, con voz pero 
sin voto.

— Vocales: 

La Directora General de Urbanismo y Ordenación del Territorio de la Consejería de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la Junta de Extremadura, o persona en 
quien delegue.
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El Técnico Municipal, el Arquitecto Director de la Oficina de Gestión Urbanística que preste 
servicio al municipio, o persona en quien deleguen.

Un representante del Ayuntamiento de Acehúche.

El Equipo Redactor encargado de la realización de las labores de continuación de la trami-
tación del Plan General Municipal, con voz pero sin voto.

Constituida por el Ayuntamiento la referida Comisión de Seguimiento, en el seno de la misma 
y de forma consensuada se determinará su definitiva composición y normas de funciona-
miento, rigiéndose por lo dispuesto en los artículos 63 y 64 de la Ley 1/2002, de 28 de 
febrero del Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Sin perjuicio de lo que determinen las reglas de funcionamiento de la Comisión de Segui-
miento a que se alude en el párrafo precedente, la misma tendrá como competencias el 
seguimiento y evaluación del cumplimiento del Convenio.

La Comisión de Seguimiento deberá reunirse previa convocatoria realizada por su Presidente, 
bien por iniciativa propia o a petición de cualquier otro miembro, con una antelación mínima 
de un mes, y, en todo caso, cuando haya de informar sobre una solicitud de Prórroga confor-
me a lo previsto en la estipulación 8.ª del presente Convenio. Las reuniones se desarrollarán 
en las instalaciones que el Ayuntamiento asigne al efecto.

11.ª Naturaleza de la subvención.

La aportación a la que se compromete la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas 
Agrarias y Territorio a través del presente Convenio, encuentra su apoyo legal en la Ley 
6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

El artículo 22.4 c) de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, prevé: 

Podrán concederse de forma directa, sin convocatoria previa, las siguientes subvenciones:

[…]

c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones de 
interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que 
dificulten su convocatoria pública.

El artículo 32.1 b) de la misma ley, considera, entre los supuestos excepcionales de conce-
sión directa a los efectos del artículo 22.4 c), el siguiente: 

b) Cuando el perceptor sea una entidad pública territorial de Extremadura y los fondos 
presupuestarios señalen genéricamente una finalidad cuya competencia esté atribuida a 
las Corporaciones Locales y a la Comunidad Autónoma.

La subvención que se articula mediante el presente Convenio y que ha de destinarse exclusi-
vamente a financiar los gastos asociados a la realización de los trabajos necesarios para 
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continuar con la Tramitación del Plan General Municipal, se justifica en el interés coincidente 
de ambas administraciones de contar con un servicio técnico externo cualificado para dotar a 
este municipio de dicho instrumento de planeamiento, objetivo que obliga al procedimiento 
de concesión directa y que encuentra cobertura legal en el Artículo 32.2 de la Ley 6/2011, de 
23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

12.ª Aplicación presupuestaria.

Las aportaciones de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
se verificarán con arreglo a las aplicaciones presupuestarias y anualidades que se indican:

a) En la anualidad 2016, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará cuatro mil euros (4.000’00 €), con cargo a la aplicación presupuestaria 
1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

b) En la anualidad 2017, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará dos mil euros (2000’00 €), con cargo a la aplicación presupuestaria 
1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

c) En la anualidad 2018, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará dos mil euros (2.000’00 €), con cargo a la aplicación presupuestaria 
1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

Las cuantías antes señaladas se ajustarán atendiendo a lo previsto en la estipulación 5.ª 
“Abonos y formas de pago”.

13.ª Publicidad de la subvención.

Conforme al artículo 50 de la Ley 3/2016, de 7 de abril, de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura para 2016, en los convenios de colaboración, ayudas 
y subvenciones han de regir los principios de publicidad y transparencia. Por ello, la subven-
ción que se concede, conforme a los artículos 17 y 20 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, se publicará en el Diario Oficial 
de Extremadura y en el Portal de Subvenciones de la Comunidad Autónoma, se anotará en la 
Base de Datos de Subvenciones de la Comunidad Autónoma y se remitirá, para su publica-
ción en la página web de la Intervención General del Estado, a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones.

Así mismo y de acuerdo con el artículo 11.1 de la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno 
Abierto de Extremadura, deberá publicarse en el Portal Electrónico de la Transparencia y la 
Participación Ciudadana.

14.ª Disposiciones finales. 

El presente Convenio de colaboración tiene naturaleza administrativa y obligará a las partes 
intervinientes desde el momento de su firma.
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Las cuestiones litigiosas que pudieran surgir en la interpretación y cumplimiento del 
Convenio serán del conocimiento y competencia del orden jurisdiccional Contencioso-
Administrativo. 

Y en prueba de conformidad, se suscribe el presente Convenio por triplicado ejemplar y a un 
solo efecto en el lugar y fecha indicados en el encabezamiento, quedando un ejemplar en 
poder del Ayuntamiento y dos en poder de la Dirección General de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la 
Junta de Extremadura.

LA CONSEJERA DE MEDIO AMBIENTE
Y RURAL, POLÍTICAS AGRARIAS

Y TERRITORIO,

Fdo.: D.ª Begoña García Bernal.

LA ALCALDESA-PRESIDENTA 
DEL AYUNTAMIENTO

DE ACEHÚCHE,

 Fdo.: D.ª Obdulia Bueso Salgado.

• • •
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RESOLUCIÓN de 14 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la 
que se da publicidad al Convenio entre la Consejería de Medio Ambiente y 
Rural, Políticas Agrarias y Territorio y el Ayuntamiento de Robledollano para 
subvencionar la asistencia técnica y colaborar en la tramitación del Plan 
General Municipal. Expediente n.º: 161271SPJ038. (2017060245)

Habiéndose firmado el día 28 de octubre de 2016, el Convenio entre la Consejería de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio y el Ayuntamiento de Robledollano para 
subvencionar la asistencia técnica y colaborar en la tramitación del Plan General Municipal. 
Expediente n.º: 161271SPJ038, de conformidad con lo previsto en el artículo 8.º del Decreto 
217/2013, de 19 de noviembre, por el que se regula el Registro General de Convenios de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura,

R E S U E L V O :

La publicación en el Diario Oficial de Extremadura del Convenio que figura como Anexo de la 
presente resolución.

Mérida, 14 de febrero de 2017.

  La Secretaria General,    
  PD La Jefa de Servicio de Legislación   
  y Documentación    
  (Resolución de 11/09/2015,   
  DOE n.º 180, de 17 de septiembre)

  M.ª MERCEDES ARGUETA MILLÁN
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CONVENIO ENTRE LA CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE Y 
RURAL, POLÍTICAS AGRARIAS Y TERRITORIO Y EL AYUNTA-
MIENTO DE ROBLEDOLLANO PARA SUBVENCIONAR LA ASIS-
TENCIA TÉCNICA Y COLABORAR EN LA TRAMITACIÓN DEL 

PLAN GENERAL MUNICIPAL

EXPEDIENTE N.º: 161271SPJ038

En Robledollano, a 28 de octubre de 2016.

REUNIDOS

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Begoña García Bernal en su calidad de Consejera de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, en virtud de su nombramiento por Decreto 
del Presidente 36/2015, de 14 de septiembre, con facultades de intervención en este acto en 
virtud de la competencia que le confiere el artículo 36 a) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

Y de otra, D. Antonio Mateos García, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Robledollano, 
autorizado para suscribir el presente Convenio por Resolución de Alcaldía de 5 de agosto de 
2016 del Ayuntamiento de Robledollano.

Las partes intervinientes se reconocen capacidad, representación y legitimación para suscri-
bir este Convenio y asumir los cargos, obligaciones y derechos derivados del mismo y, en su 
virtud,

MANIFIESTAN

1. Por Decreto 263/2015 de 7 de agosto, se establece la estructura orgánica de la Conse-
jería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio (DOE extraordinario n.º 
5, de 8 de agosto de 2015) y se le atribuyen las competencias asumidas c omo exclusi-
vas de la Comunidad Autónoma en los artículos 9.31 y 9.32 de la Ley Orgánica 1/1983, 
de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía de Extremadura, según redacción de la 
Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de Reforma del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, en materia de urbanismo y ordenación del 
territorio.

2. La competencia genérica en materia urbanística corresponde al Municipio, según se deter-
mina en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, que 
concretamente en su artículo 25.2 a) establece:

El Municipio ejercerá en todo caso, competencias, en los términos de la legislación del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión 
del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con 
criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.
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3. El Municipio de Robledollano se encuentra regulado actualmente por un Proyecto de 
Delimitación de Suelo Urbano, Aprobado Definitivamente el 10 de diciembre de 1985 
(aprobación publicada en el BOP de 4 de marzo de 1988). Si bien este instrumento ha 
demostrado su utilidad, propiciando un adecuado equilibrio entre desarrollo urbanístico 
y ocupación del territorio, la ejecución de sus previsiones, el simple trascurso del tiem-
po, así como la inevitable necesidad de actualización a un marco legal generado con 
posterioridad, imponen la necesidad de proceder a una revisión del citado instrumento 
(indicar, sólo a modo de ejemplo de esto último, la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, 
del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura, modificada por las Leyes 9/2010, 
9/2011 y 10/2015).

4. Robledollano ya cuenta con una propuesta de Plan General Municipal, Aprobado Inicial-
mente por el Pleno del Ayuntamiento el 22 de julio de 2014 (publicado en DOE de 7 de 
agosto de 2014) y cuya Aprobación Provisional se encuentra ya prevista. Sin embargo, 
como muchos otros municipios de la Comunidad Autónoma de Extremadura, carece de los 
suficientes medios económicos y técnicos para afrontar en solitario el esfuerzo que supone 
la redacción de su planeamiento, y no es posible garantizar la tramitación del Plan General 
Municipal hasta su aprobación Definitiva debido a la ausencia de fondos municipales sufi-
cientes para dotarse de la debida asistencia técnica.

5. Por ello es de aplicación lo establecido en los objetivos de la Ley 15/2001, de 14 de 
diciembre, que contempla, cuando el Municipio adolezca de la debida capacidad de 
gestión, la necesidad de arbitrar la debida “cooperación técnica” sobre bases solidarias 
de colaboración interadministrativa. Debido a esto, y atendiendo a las obligaciones de 
los poderes públicos, es interés tanto de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Polí-
ticas Agrarias y Territorio, como del Excmo. Ayuntamiento de Robledollano, el asegurar 
la debida Asistencia Técnica a la tramitación del Plan General Municipal (PGM) de este 
municipio.

6. Para que las tareas asociadas a la tramitación del Plan General Municipal culminen con la 
Publicación en DOE de su Aprobación Definitiva, es necesaria la asistencia de un Servicio 
Técnico de gran especialización, con acreditada experiencia en la materia, que elabore 
dicho documento y que asesore a la Corporación en todos los aspectos de esta acción 
urbanística.

7. Es voluntad de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
apoyar todas las iniciativas que, desde la Administración Local, en adecuación a la Ley, 
redunden en una mejor proyección territorial y urbanística de la región.

8. En consecuencia, a fin de conseguir los objetivos señalados, de conformidad con el artículo 
6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y Procedimiento Administrativo Común y el artículo 57 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y concordantes del Real Decreto Legisla-
tivo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposicio-
nes legales vigentes en materia de Régimen Local, así como el artículo 23 i) de la Ley 
1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma 
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de Extremadura, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, y 
el Ayuntamiento de Robledollano, acuerdan formalizar el presente Convenio, con arreglo a 
las siguientes

ESTIPULACIONES

1.ª Objeto del convenio.

Es objeto del presente Convenio la subvención de la Asistencia Técnica, y la regulación de los 
mecanismos de colaboración entre las Administraciones firmantes, para la realización de los 
trabajos asociados a la tramitación del Plan General Municipal, a desarrollar en los ejercicios 
2016 y 2017.

2.ª Compromisos.

El Ayuntamiento de Robledollano se compromete por el presente convenio a:

— Dotarse de la Asistencia Técnica necesaria para completar la tramitación del Plan General 
Municipal de dicha localidad.

— Colaborar, en el ámbito de sus competencias, con el Equipo Redactor del Plan General 
Municipal mostrando la máxima diligencia a fin de facilitar el cumplimiento de los plazos 
de ejecución establecidos en el presente Convenio.

— Promover e incentivar la participación ciudadana durante su redacción y tramitación.

— Convocar la Comisión de Seguimiento según las condiciones establecidas al efecto en la 
estipulación 10.ª.

— Adoptar las medidas de identificación, información y publicidad conforme al Decreto 
50/2001 de 3 de abril sobre medidas adicionales de gestión de inversiones financiadas con 
ayudas de la Junta de Extremadura (DOE n.º 42, de 10 de abril de 2001).

Por su parte, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, se 
compromete a:

— Hacer efectivo el abono de los gastos justificados por el Ayuntamiento conforme al desa-
rrollo por anualidades que se desglosa.

— Prestar labores de asesoría, bien a instancias del Ayuntamiento, bien de la Oficina de 
Gestión Urbanística vinculada al mismo, en relación a la adecuación de los trabajos a las 
determinaciones de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y del Regla-
mento de Planeamiento del mismo.

— A fin de facilitar la participación ciudadana en las Fases en las que legalmente proceda, 
publicar gratuitamente en el Sistema de Información Territorial de Extremadura (SITEX) 
los documentos correspondientes a las distintas Fases de Aprobación del Plan General 
Municipal.
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Ambas partes se comprometen a suministrarse regularmente la información de interés 
mutuo sobre el desarrollo del objeto del Convenio.

3.ª Desarrollo del convenio.

El presente convenio tiene como objetivo la continuación de la tramitación del Plan General 
Municipal, hasta su conclusión, señalada mediante la publicación de la obtención de la Apro-
bación Definitiva en el Diario Oficial de Extremadura (DOE).

Su desarrollo se articulará atendiendo a un único hito, correspondiente a la Publicación en el 
Diario Oficial de Extremadura de la Aprobación Definitiva del Plan General Municipal en los 
términos previstos en el apartado 2.º del artículo 79 LSOTEX “Efectos de la aprobación de los 
planes de ordenación urbanística o, en su caso, de la resolución que ponga fin al correspon-
diente procedimiento; publicación y vigencia”.

Tiempo de ejecución: doce (12) meses desde la firma del Convenio.

4.ª Previsión económica.

El presupuesto total de los trabajos previstos queda establecido en cuatro mil euros 
(4.000’00 €) IVA incluido, contemplándose en el presente Convenio el pago del 100 % de 
dicha cantidad por parte de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio. Los pagos y gastos que excedan de dicha cuantía correrán exclusivamente por 
cuenta del Ayuntamiento de Robledollano.

5.ª Abonos y formas de pago.

El abono de los trabajos será realizado atendiendo a la siguiente programación:

a) Primer pago.

Valorado en dos mil euros (2.000’00 €), realizado de manera anticipada a la firma del 
Convenio. Esta cantidad se corresponde con el 50 % del importe total a aportar en virtud 
del presente Convenio por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio de la Junta de Extremadura.

b) Segundo pago.

Valorado en dos mil euros (2.000’00 €), cuando se hayan justificado pagos y gastos por 
importe de cuatro mil euros (4.000’00 €), y una vez se proceda a la publicación en el 
Diario Oficial de Extremadura de la Aprobación Definitiva del Plan General Municipal por la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación Territorial de Extremadura.

La suma del importe de los gastos justificados para la realización del Segundo pago se 
corresponde con el 100 % del coste estimado de los trabajos, incluido en la estipula-
ción 4.ª. 
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En el caso de que el gasto total ejecutado fuera inferior al previsto en el Convenio, la aporta-
ción de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio se minorará 
en la cuantía correspondiente, de acuerdo con la justificación de gasto aportada.

Las aportaciones de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
se afectarán a los fines establecidos en este Convenio y se registrarán en la contabilidad del 
Ayuntamiento de Robledollano.

6.ª Justificación del gasto.

Las justificaciones de gastos y pagos se efectuará mediante presentación de Certificación 
emitida por el Secretario/Interventor del Ayuntamiento de Robledollano en la que se haga 
constar la acción realizada y su coste, así como que se refiere exclusivamente a gastos 
previstos en el Convenio, efectivamente realizados, y acreditados mediante facturas o docu-
mentos contables de valor probatorio equivalente.

Deberá entregarse copia a la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio del Documento Técnico generado por el Equipo Redactor contratado, tanto en 
soporte papel (debidamente diligenciado), como digital (entrega tanto de ficheros editables 
como en formato *.pdf), así como Memoria detallada de los procesos de participación pública 
llevados a cabo.

En cualquier caso la Junta de Extremadura quedará eximida del abono de cualquier cantidad 
que no haya sido justificada por el Ayuntamiento en la forma antes señalada.

En ningún caso se deducirá relación laboral alguna del personal adscrito a los trabajos deri-
vados del presente Convenio con la Junta de Extremadura.

El Ayuntamiento queda exento de la de la obligación de prestar garantía de acuerdo 
con lo establecido en la disposición adicional cuarta, apartado b), de la Ley 5/2007, de 
19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura y conforme al artículo 21.1 a) 
de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura.

7.ª Gastos subvencionables y no subvencionables.

Se entenderán incluidos en el presente Convenio, y serán por tanto subvencionables, 
todos aquellos gastos originados por la Redacción de los Documentos y la realización de 
los Trámites necesarios para dar cumplimiento a lo previsto tanto a nivel Legal (artículos 
70, 75 y 77 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y concordantes) 
como Reglamentario (artículos 40 a 51 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura 
y concordantes), en los que se establecen las funciones, el contenido mínimo del PGM, así 
como el procedimiento a seguir para la tramitación del mismo, con independencia de la 
fecha de su realización, siempre que se justifique su vinculación exclusiva con el objeto 
del presente Convenio. Atendiendo a la relevancia que en estos procesos tiene la partici-
pación pública, se entenderán además incluidas todas aquellas actuaciones que, aun 
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excediendo lo anteriormente señalado, se realicen a fin de fomentar y promover la misma 
durante el procedimiento de Aprobación del Plan. 

Quedan expresamente excluidos del presente Convenio, teniendo la consideración de no 
subvencionables, aquellos gastos y/o sobrecostes que, pese a que se puedan considerar 
amparados por el apartado anterior, se deban a la solicitud por parte del Ayuntamiento de la 
realización de cambios en la Ordenación del Plan General Municipal aprobado provisional-
mente, y no se encuentren motivados por el procedimiento de Exposición Pública (alegacio-
nes, informes sectoriales…) o por la Evaluación Ambiental del mismo. Estos pagos deberán 
ser afrontados de manera exclusiva por el Ayuntamiento de Robledollano, quedando su 
consideración fuera del presente Convenio.

8.ª Vigencia del convenio. Prórrogas.

El plazo de vigencia del Convenio será de 12 meses desde el momento de su firma, coinci-
dente con el plazo de ejecución de las actuaciones según queda establecido en la estipula-
ción 3.ª.

En caso de necesidad, antes de la expiración del plazo de vigencia del Convenio, a los solos 
efectos de ampliar el plazo de ejecución, y sin afectar al montante total de la subvención, el 
Ayuntamiento de Robledollano podrá solicitar la prórroga del convenio, que podrá ser acorda-
da por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, previo informe 
de la Comisión de Seguimiento del Plan, que deberá reunirse para analizar el estado de los 
trabajos. De concederse, no podrá suponer, en ningún caso, un aumento del plazo de ejecu-
ción superior al 50 % del tiempo trascurrido desde la firma del Convenio.

9.ª Incumplimiento, extinción y resolución del convenio.

El incumplimiento de alguna de las estipulaciones o condiciones del presente Convenio se 
ajustará a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y en el artículo 43 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, sobre reintegro de subvenciones.

Son causas de extinción del Convenio: el cumplimiento del mismo, su resolución de mutuo 
acuerdo, así como el incumplimiento de sus estipulaciones.

a) El Convenio se entenderá cumplido cuando se haya realizado, de acuerdo con los términos 
del mismo y a satisfacción de ambas partes, la totalidad de su objeto.

b) En el caso de resolución por mutuo acuerdo entre las Administraciones intervinientes, el 
Ayuntamiento de Robledollano quedará obligado al reintegro de las cuantías abonadas por 
la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, preferentemente 
por compensación con otros créditos.

c) El incumplimiento de sus cláusulas, del plazo de ejecución de sus Fases, o del destino 
de los fondos, será causa de extinción del presente convenio. Al igual que en el caso 
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anterior, el Ayuntamiento de Robledollano quedará obligado a la devolución de las 
cuantías abonadas por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio. De manera adicional, y durante un plazo de dos años, renunciará a la solici-
tud de nuevas ayudas por parte de la Consejería para el mismo fin del Convenio, y, en 
todo caso, nunca antes de haber procedido a la efectiva devolución de los fondos apor-
tados por la misma.

En todo caso, los efectos del convenio sobre las actuaciones promovidas y solicitadas al 
amparo del mismo y durante su vigencia, permanecerán con independencia de la extinción 
del propio convenio.

10.ª Comisión de seguimiento.

Como medio de hacer efectiva la colaboración que se propone en este Convenio y, en su caso, 
formular las propuestas de adaptación del mismo se creará una Comisión de Seguimiento.

Dicha comisión se integrará inicialmente por los siguientes miembros:

— Presidente: El Alcalde del Ayuntamiento de Robledollano o persona en quien delegue.

— Secretario: El Secretario del Ayuntamiento o funcionario en quien delegue, con voz pero 
sin voto.

— Vocales:

La Directora General de Urbanismo y Ordenación del Territorio de la Consejería de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la Junta de Extremadura, o persona en 
quien delegue.

El Técnico Municipal, el Arquitecto Director de la Oficina de Gestión Urbanística que preste 
servicio al municipio, o persona en quien deleguen.

Un representante del Ayuntamiento de Robledollano.

El Equipo Redactor encargado de la realización de las labores de continuación de la trami-
tación del Plan General Municipal, con voz pero sin voto.

Constituida por el Ayuntamiento la referida Comisión de Seguimiento, en el seno de la misma 
y de forma consensuada se determinará su definitiva composición y normas de funciona-
miento, rigiéndose por lo dispuesto en los artículos 63 y 64 de la Ley 1/2002, de 28 de 
febrero del Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Sin perjuicio de lo que determinen las reglas de funcionamiento de la Comisión de Segui-
miento a que se alude en el párrafo precedente, la misma tendrá como competencias el 
seguimiento y evaluación del cumplimiento del Convenio.

La Comisión de Seguimiento deberá reunirse previa convocatoria realizada por su Presidente, 
bien por iniciativa propia o a petición de cualquier otro miembro, con una antelación mínima 
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de un mes, y, en todo caso, cuando haya de informar sobre una solicitud de Prórroga confor-
me a lo previsto en la estipulación 8.ª del presente Convenio. Las reuniones se desarrollarán 
en las instalaciones que el Ayuntamiento asigne al efecto.

11.ª Naturaleza de la subvención.

La aportación a la que se compromete la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas 
Agrarias y Territorio a través del presente Convenio, encuentra su apoyo legal en la Ley 
6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

El artículo 22.4 c) de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, prevé: 

Podrán concederse de forma directa, sin convocatoria previa, las siguientes subvenciones:

[…]

c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones de 
interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que 
dificulten su convocatoria pública.

El artículo 32.1 b) de la misma ley, considera, entre los supuestos excepcionales de conce-
sión directa a los efectos del artículo 22.4 c), el siguiente:

b) Cuando el perceptor sea una entidad pública territorial de Extremadura y los fondos 
presupuestarios señalen genéricamente una finalidad cuya competencia esté atribuida a 
las Corporaciones Locales y a la Comunidad Autónoma.

La subvención que se articula mediante el presente Convenio y que ha de destinarse 
exclusivamente a financiar los gastos asociados a la realización de los trabajos necesa-
rios para continuar con la Tramitación del Plan General Municipal, se justifica en el inte-
rés coincidente de ambas administraciones de contar con un servicio técnico externo 
cualificado para dotar a este municipio de dicho instrumento de planeamiento, objetivo 
que obliga al procedimiento de concesión directa y que encuentra cobertura legal en el 
Artículo 32.2 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura.

12.ª Aplicación presupuestaria.

Las aportaciones de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territo-
rio se verificarán con arreglo a las aplicaciones presupuestarias y anualidades que se 
indican:

a) En la anualidad 2016, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará dos mil euros (2.000’00 €), con cargo a la aplicación presupuestaria 
1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.
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b) En la anualidad 2017, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará dos mil euros (2.000’00 €), con cargo a la aplicación presupuestaria 
1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

Las cuantías antes señaladas se ajustarán atendiendo a lo previsto en la estipulación 5.ª 
“Abonos y formas de pago”.

13.ª Publicidad de la subvención.

Conforme al artículo 50 de la Ley 3/2016, de 7 de abril, de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura para 2016, en los convenios de colaboración, ayudas 
y subvenciones han de regir los principios de publicidad y transparencia. Por ello, la subven-
ción que se concede, conforme a los artículos 17 y 20 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, se publicará en el Diario Oficial 
de Extremadura y en el Portal de Subvenciones de la Comunidad Autónoma, se anotará en la 
Base de Datos de Subvenciones de la Comunidad Autónoma y se remitirá, para su publica-
ción en la página web de la Intervención General del Estado, a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones.

Asimismo, y de acuerdo con el artículo 11.1 de la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno 
Abierto de Extremadura, deberá publicarse en el Portal Electrónico de la Transparencia y la 
Participación Ciudadana.

14.ª Disposiciones finales. 

El presente Convenio de colaboración tiene naturaleza administrativa y obligará a las partes 
intervinientes desde el momento de su firma.

Las cuestiones litigiosas que pudieran surgir en la interpretación y cumplimiento del Convenio 
serán del conocimiento y competencia del orden jurisdiccional Contencioso-Administrativo. 

Y en prueba de conformidad, se suscribe el presente Convenio por triplicado ejemplar y a un 
solo efecto en el lugar y fecha indicados en el encabezamiento, quedando un ejemplar en 
poder del Ayuntamiento y dos en poder de la Dirección General de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la 
Junta de Extremadura.

LA CONSEJERA DE MEDIO AMBIENTE 
Y RURAL, POLÍTICAS AGRARIAS

Y TERRITORIO,

Fdo.: D.ª Begoña García Bernal.

EL ALCALDE-PRESIDENTE 
DEL AYUNTAMIENTO 
DE ROBLEDOLLANO,

Fdo.: D. Antonio Mateos García.

• • •
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RESOLUCIÓN de 14 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la 
que se da publicidad al Convenio entre la Consejería de Medio Ambiente y 
Rural, Políticas Agrarias y Territorio, y el Ayuntamiento de Solana de los 
Barros, para subvencionar la asistencia técnica y colaborar en la redacción 
y tramitación del Plan General Municipal. N.º expediente: 161271SPJ015. 
(2017060246)

Habiéndose firmado el día 28 de octubre de 2016, el Convenio entre la Consejería de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, y el Ayuntamiento de Solana de los Barros, 
para subvencionar la asistencia técnica y colaborar en la redacción y tramitación del Plan 
General Municipal. N.º expediente: 161271SPJ015, de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 8.º del Decreto 217/2013, de 19 de noviembre, por el que se regula el Registro General 
de Convenios de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura,

R E S U E L V O :

La publicación en el Diario Oficial de Extremadura del Convenio que figura como Anexo de la 
presente resolución.

Mérida, 14 de febrero de 2017.

  La Secretaria General,    
  PD La Jefa de Servicio de Legislación   
  y Documentación    
  (Resolución de 11/09/2015,   
  DOE n.º 180, de 17 de septiembre),

  M.ª MERCEDES ARGUETA MILLÁN
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CONVENIO ENTRE LA CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE Y 
RURAL, POLÍTICAS AGRARIAS Y TERRITORIO, Y EL AYUNTA-
MIENTO DE SOLANA DE LOS BARROS, PARA SUBVENCIONAR 
LA ASISTENCIA TÉCNICA Y COLABORAR EN LA REDACCIÓN Y 

TRAMITACIÓN DEL PLAN GENERAL MUNICIPAL

N.º EXPEDIENTE: 161271SPJ015

En Solana de los Barros, a 28 de octubre de 2016.

REUNIDOS

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Begoña García Bernal en su calidad de Consejera de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, en virtud de su nombramiento por Decreto 
del Presidente 36/2015, de 14 de septiembre, con facultades de intervención en este acto en 
virtud de la competencia que le confiere el artículo 36 a) de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

Y de otra, D.ª M.ª Dolores Gómez Vaquero, Alcaldesa-Presidenta del Ayuntamiento de Solana 
de los Barros, autorizada para suscribir el presente Convenio por Sesión Extraordinaria 
Plenaria de 10 de mayo de 2016 del Ayuntamiento de Solana de los Barros.

Las partes intervinientes se reconocen capacidad, representación y legitimación para suscri-
bir este Convenio y asumir los cargos, obligaciones y derechos derivados del mismo y, en su 
virtud,

MANIFIESTAN

1. Por Decreto 263/2015 de 7 de agosto, se establece la estructura orgánica de la Consejería 
de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio (DOE extraordinario n.º 5, de 8 
de agosto de 2015) y se le atribuyen las competencias asumidas como exclusivas de la 
Comunidad Autónoma en los artículos 9.31 y 9.32 de la Ley Orgánica 1/1983, de 25 de 
febrero, del Estatuto de Autonomía de Extremadura, según redacción de la Ley Orgánica 
1/2011, de 28 de enero, de Reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autóno-
ma de Extremadura, en materia de urbanismo y ordenación del territorio.

2. La competencia genérica en materia urbanística corresponde al Municipio, según se deter-
mina en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, que 
concretamente en su artículo 25.2 a) establece:

El Municipio ejercerá en todo caso, competencias, en los términos de la legislación del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y 
gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección 
pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la 
edificación.
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3. El Municipio de Solana de los Barros se encuentra regulado actualmente por la Revisión de 
las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal, Aprobadas Definitivamente el 29 de 
octubre de 2003 (aprobación publicada en el DOE de 29 de enero de 2004). Si bien este 
instrumento ha demostrado su utilidad, propiciando un adecuado equilibrio entre desarro-
llo urbanístico y ocupación del territorio, la ejecución de sus previsiones, el simple trascur-
so del tiempo, así como la inevitable necesidad de actualización a un marco legal genera-
do con posterioridad, imponen la necesidad de proceder a una revisión del citado 
instrumento (indicar, sólo a modo de ejemplo de esto último, la Ley 15/2001, de 14 de 
diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura, modificada por las Leyes 
9/2010, 9/2011 y 10/2015).

4. Solana de los Barros ya cuenta con un documento de Avance del Plan General Munici-
pal, Aprobado por el Pleno del Ayuntamiento el 30 de junio de 2015 (publicado en 
DOE de 21 de agosto de 2015). Sin embargo, como muchos otros municipios de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, carece de los suficientes medios económicos y 
técnicos para afrontar en solitario el esfuerzo que supone la redacción de su planea-
miento, y la tramitación del Plan General Municipal se encuentra actualmente detenida 
debido a la ausencia de fondos municipales suficientes para dotarse de la debida asis-
tencia técnica.

5. Por ello es de aplicación lo establecido en los objetivos de la Ley 15/2001, de 14 de 
diciembre, que contempla, cuando el Municipio adolezca de la debida capacidad de 
gestión, la necesidad de arbitrar la debida “cooperación técnica” sobre bases solida-
rias de colaboración interadministrativa. Debido a esto, y atendiendo a las obligacio-
nes de los poderes públicos, es interés tanto de la Consejería de Medio Ambiente y 
Rural, Políticas Agrarias y Territorio, como del Excmo. Ayuntamiento de Solana de los 
Barros, el promover la redacción del documento de Aprobación Inicial del Plan Gene-
ral Municipal (PGM), así como asegurar la debida Asistencia Técnica durante su 
tramitación.

6. Para que las tareas de redacción y asistencia a la tramitación del Plan General Municipal 
culminen con la Publicación en DOE de su Aprobación Definitiva, es necesaria la asistencia 
de un Servicio Técnico de gran especialización, con acreditada experiencia en la materia, 
que elabore dicho documento y que asesore a la Corporación en todos los aspectos de 
esta acción urbanística.

7. Es voluntad de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
apoyar todas las iniciativas que, desde la Administración Local, en adecuación a la Ley, 
redunden en una mejor proyección territorial y urbanística de la región.

8. En consecuencia, a fin de conseguir los objetivos señalados, de conformidad con el artículo 
6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y Procedimiento Administrativo Común y el artículo 57 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y concordantes del Real Decreto Legisla-
tivo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposicio-
nes legales vigentes en materia de Régimen Local, así como el artículo 23 i) de la Ley 
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1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, y 
el Ayuntamiento de Solana de los Barros, acuerdan formalizar el presente Convenio, con 
arreglo a las siguientes

ESTIPULACIONES

1.ª Objeto del convenio.

Es objeto del presente Convenio la cofinanciación de la Asistencia Técnica, y la regulación de 
los mecanismos de colaboración entre las Administraciones firmantes, para la realización de 
los trabajos asociados a la redacción del documento de Aprobación Inicial del Plan General 
Municipal, y al seguimiento de su tramitación, a desarrollar en los ejercicios 2016, 2017, 
2018 y 2019.

2.ª Compromisos.

El Ayuntamiento de Solana de los Barros se compromete por el presente convenio a:

— Dotarse de la Asistencia Técnica necesaria para continuar la elaboración del Plan General 
Municipal de dicha localidad.

— Realizar el abono correspondiente al gasto asignado según el desglose por anualidades 
que se desarrolla en el Convenio.

— Colaborar, en el ámbito de sus competencias, con el Equipo Redactor del Plan General 
Municipal mostrando la máxima diligencia a fin de facilitar el cumplimiento de los plazos 
de ejecución establecidos en el presente Convenio.

— Promover e incentivar la participación ciudadana durante su redacción y tramitación.

— Convocar la Comisión de Seguimiento según las condiciones establecidas al efecto en la 
estipulación 10.ª.

— Adoptar las medidas de identificación, información y publicidad conforme al Decreto 
50/2001 de 3 de abril sobre medidas adicionales de gestión de inversiones financiadas con 
ayudas de la Junta de Extremadura (DOE n.º 42, de 10 de abril de 2001).

Por su parte, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, se 
compromete a:

— Hacer efectiva la cofinanciación de los gastos justificados por el Ayuntamiento conforme al 
desarrollo por anualidades que se desglosan.

— Prestar labores de asesoría, bien a instancias del Ayuntamiento, bien de la Oficina de 
Gestión Urbanística vinculada al mismo, en relación a la adecuación de los trabajos a las 
determinaciones de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y del Regla-
mento de Planeamiento del mismo.
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— A fin de facilitar la participación ciudadana en las Fases en las que legalmente proceda, 
publicar gratuitamente en el Sistema de Información Territorial de Extremadura (SITEX) 
los documentos correspondientes a las distintas Fases de Aprobación del Plan General 
Municipal.

Ambas partes se comprometen a suministrarse regularmente la información de interés 
mutuo sobre el desarrollo del objeto del Convenio.

3.ª Desarrollo del convenio.

El presente convenio tiene como objetivo la continuación de los trabajos de redacción del 
Plan General Municipal, y el seguimiento de su tramitación hasta la conclusión, señalada 
mediante la publicación de la obtención de la Aprobación Definitiva en el Diario Oficial de 
Extremadura (DOE).

Su desarrollo se articulará atendiendo a las siguientes Fases:

a) Primera Fase.

Correspondiente a la Aprobación Inicial por el Pleno del Ayuntamiento del Plan General 
Municipal.

Tiempo de ejecución: nueve (9) meses desde la firma del Convenio.

b) Segunda Fase. 

Correspondiente a la Aprobación Provisional por el Pleno del Ayuntamiento del Plan Gene-
ral Municipal. 

Tiempo de ejecución: veintiún (21) meses desde la firma del Convenio.

c) Tercera Fase.

Correspondiente a la Publicación en el Diario Oficial de Extremadura de la Aprobación 
Definitiva del Plan General Municipal en los términos previstos en el apartado 2.º del artí-
culo 79 LSOTEX “Efectos de la aprobación de los planes de ordenación urbanística o, en su 
caso, de la resolución que ponga fin al correspondiente procedimiento; publicación y 
vigencia”.

Tiempo de ejecución: treinta (30) meses desde la firma del Convenio.

4.ª Previsión económica.

El presupuesto total de los trabajos previstos queda establecido en veintinueve mil noventa y 
seis euros (29.096’00 €) IVA incluido, contemplándose en el presente Convenio el pago de 
hasta el 50 % de dicha cantidad (14.548’00 € como máximo) por parte de la Consejería de 
Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, siendo el monto restante asumido por 
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el Ayuntamiento de Solana de los Barros. Los pagos y gastos que excedan de dicha cuantía 
correrán exclusivamente por cuenta del Ayuntamiento de Solana de los Barros.

5.ª Abonos y formas de pago.

El abono de los trabajos será realizado atendiendo a la siguiente programación:

a) Primer pago.

Valorado en siete mil doscientos setenta y cuatro euros (7.274’00 €), realizado de manera 
anticipada a la firma del Convenio. Esta cantidad se corresponde con el 50 % del importe 
total a aportar en virtud del presente Convenio por la Consejería de Medio Ambiente y 
Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la Junta de Extremadura.

b) Segundo pago.

Valorado en cuatro mil trescientos noventa y cuatro euros (4.394’00 €), cuando se 
hayan justificado pagos y gastos por importe de catorce mil quinientos cuarenta y 
ocho euros (14.548’00 €), previa presentación del documento completo del Plan 
General Municipal aprobado inicialmente por el Pleno del Ayuntamiento de Solana de 
los Barros. 

c) Tercer pago.

Valorado en mil cuatrocientos cuarenta euros (1.440’00 €), cuando se hayan justificado 
pagos y gastos por importe de ocho mil setecientos ochenta y ocho euros (8.788’00 €), 
adicionales a los empleados para justificar el segundo pago, y previa presentación del 
documento completo del Plan General Municipal aprobado provisionalmente por el Pleno 
del Ayuntamiento de Solana de los Barros. 

d) Cuarto pago.

Valorado en mil cuatrocientos cuarenta euros (1.440’00 €), cuando se hayan justifica-
do pagos y gastos por importe de cinco mil setecientos sesenta euros (5.760’00 €) 
adicionales a los empleados para justificar el segundo y el tercer pago, y una vez se 
proceda a la publicación en el Diario Oficial de Extremadura de la Aprobación Definitiva 
del Plan General Municipal por la Comisión de Urbanismo y Ordenación Territorial de 
Extremadura.

La suma del importe de los gastos justificados para la realización de los pagos Segundo, 
Tercero y Cuarto se corresponde con el 100 % del coste estimado de los trabajos, incluido en 
la estipulación 4.ª. 

En el caso de que el gasto total ejecutado fuera inferior al previsto en el Convenio, la aporta-
ción de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio se minorará 
en la cuantía correspondiente, de acuerdo con la justificación de gasto aportada, y de mane-
ra que en ningún caso se supere el % de cofinanciación previsto.
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Las aportaciones de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
se afectarán a los fines establecidos en este Convenio y se registrarán en la contabilidad del 
Ayuntamiento de Solana de los Barros.

6.ª Justificación del gasto.

Las justificaciones de gastos y pagos se efectuará mediante presentación de Certificación 
emitida por el Secretario/Interventor del Ayuntamiento de Solana de los Barros en la que se 
haga constar la acción realizada y su coste, así como que se refiere exclusivamente a gastos 
previstos en el Convenio, efectivamente realizados, y acreditados mediante facturas o docu-
mentos contables de valor probatorio equivalente.

En todas las Fases, deberá entregarse copia a la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Polí-
ticas Agrarias y Territorio del Documento Técnico generado por el Equipo Redactor contrata-
do, tanto en soporte papel (debidamente diligenciado), como digital (entrega tanto de fiche-
ros editables como en formato *.pdf), así como Memoria detallada de los procesos de 
participación pública llevados a cabo.

En cualquier caso la Junta de Extremadura quedará eximida del abono de cualquier cantidad 
que no haya sido justificada por el Ayuntamiento en la forma antes señalada.

En ningún caso se deducirá relación laboral alguna del personal adscrito a los trabajos deri-
vados del presente Convenio con la Junta de Extremadura.

El Ayuntamiento queda exento de la de la obligación de prestar garantía de acuerdo 
con lo establecido en la disposición adicional cuarta, apartado b), de la Ley 5/2007, de 
19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura y conforme al artículo 21.1 a) 
de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura.

7.ª Gastos subvencionables y no subvencionables.

Se entenderán incluidos en el presente Convenio, y serán por tanto subvencionables, todos 
aquellos gastos originados por la Redacción de los Documentos y la realización de los Trámi-
tes necesarios para dar cumplimiento a lo previsto tanto a nivel Legal (artículos 70, 75 y 77 
de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y concordantes) como Regla-
mentario (artículos 40 a 51 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura y concordan-
tes), en los que se establecen las funciones, el contenido mínimo del PGM, así como el proce-
dimiento a seguir para la tramitación del mismo, con independencia de la fecha de su 
realización, siempre que se justifique su vinculación exclusiva con el objeto del presente 
Convenio. Atendiendo a la relevancia que en estos procesos tiene la participación pública, se 
entenderán además incluidas todas aquellas actuaciones que, aun excediendo lo anterior-
mente señalado, se realicen a fin de fomentar y promover la misma durante el procedimiento 
de Aprobación del Plan. 
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Quedan expresamente excluidos del presente Convenio, teniendo la consideración de no 
subvencionables, aquellos gastos y/o sobrecostes que, pese a que se puedan considerar 
amparados por el apartado anterior, se encuentren originados por:

— Los posibles gastos vinculados a la necesidad de redacción del Documento de Alcance para 
el inicio del procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica.

— La solicitud, por parte del Ayuntamiento, de la realización de cambios sustanciales 
sobre la ordenación planteada en el Documento de Avance, que no se encuentren 
originados por el procedimiento de Exposición Pública del mismo (sugerencias y 
evaluación ambiental).

— La solicitud por parte del Ayuntamiento de la realización de cambios en el documento de 
Plan General Municipal aprobado inicialmente o provisionalmente, y no se encuentren 
motivados por el procedimiento de Exposición Pública (alegaciones, informes sectoriales…) 
o por la Evaluación Ambiental del mismo.

Estos pagos deberán ser afrontados de manera exclusiva por el Ayuntamiento de Solana de 
los Barros, quedando su consideración fuera del presente Convenio.

8.ª Vigencia del convenio. Prórrogas.

El plazo de vigencia del Convenio será de 30 meses desde el momento de su firma, coinci-
dente con el plazo de ejecución de las actuaciones según queda establecido en la estipula-
ción 3.ª.

En caso de necesidad, antes de la expiración del plazo de vigencia de cada Fase, a los 
solos efectos de ampliar los plazos de ejecución, y sin afectar al montante total de la 
subvención, el Ayuntamiento de Solana de los Barros podrá solicitar la prórroga del conve-
nio, que podrá ser acordada por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agra-
rias y Territorio, previo informe de la Comisión de Seguimiento del Plan, que deberá 
reunirse para analizar el estado de los trabajos. De concederse, no podrá suponer, en 
ningún caso, un aumento del plazo de ejecución superior al 50 % del tiempo trascurrido 
desde la firma del Convenio, bien considerada de forma individual, bien de manera agre-
gada a prórrogas anteriores.

9.ª Incumplimiento, extinción y resolución del convenio.

El incumplimiento de alguna de las estipulaciones o condiciones del presente Convenio se 
ajustará a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y en el artículo 43 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, sobre reintegro de subvenciones.

Son causas de extinción del Convenio: el cumplimiento del mismo, su resolución de mutuo 
acuerdo, así como el incumplimiento de sus estipulaciones.
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a) El Convenio se entenderá cumplido cuando se haya realizado, de acuerdo con los términos 
del mismo y a satisfacción de ambas partes, la totalidad de su objeto.

b) En el caso de resolución por mutuo acuerdo entre las Administraciones intervinientes, el 
Ayuntamiento de Solana de los Barros quedará obligado al reintegro de las cuantías 
abonadas por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, 
preferentemente por compensación con otros créditos.

c) El incumplimiento de sus cláusulas, del plazo de ejecución de sus Fases, o del destino de 
los fondos, será causa de extinción del presente convenio. Al igual que en el caso ante-
rior, el Ayuntamiento de Solana de los Barros quedará obligado a la devolución de las 
cuantías abonadas por la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio. De manera adicional, y durante un plazo de dos años, renunciará a la solicitud 
de nuevas ayudas por parte de la Consejería para el mismo fin del Convenio, y, en todo 
caso, nunca antes de haber procedido a la efectiva devolución de los fondos aportados 
por la misma.

En todo caso, los efectos del convenio sobre las actuaciones promovidas y solicitadas al 
amparo del mismo y durante su vigencia, permanecerán con independencia de la extinción 
del propio convenio.

10.ª Comisión de seguimiento.

Como medio de hacer efectiva la colaboración que se propone en este Convenio y, en su caso, 
formular las propuestas de adaptación del mismo se creará una Comisión de Seguimiento.

Dicha comisión se integrará inicialmente por los siguientes miembros:

— Presidente: El Alcalde del Ayuntamiento de Solana de los Barros o persona en quien 
delegue.

— Secretario: El Secretario del Ayuntamiento o funcionario en quien delegue, con voz pero 
sin voto.

— Vocales:

La Directora General de Urbanismo y Ordenación del Territorio de la Consejería de Medio 
Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la Junta de Extremadura, o persona en 
quien delegue.

El Técnico Municipal, el Arquitecto Director de la Oficina de Gestión Urbanística que preste 
servicio al municipio, o persona en quien deleguen.

Un representante del Ayuntamiento de Solana de los Barros.

El Equipo Redactor encargado de la realización de las labores de redacción y tramitación 
del Plan General Municipal, con voz pero sin voto.
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Constituida por el Ayuntamiento la referida Comisión de Seguimiento, en el seno de la misma 
y de forma consensuada se determinará su definitiva composición y normas de funciona-
miento, rigiéndose por lo dispuesto en los artículos 63 y 64 de la Ley 1/2002, de 28 de 
febrero del Gobierno y Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Sin perjuicio de lo que determinen las reglas de funcionamiento de la Comisión de Segui-
miento a que se alude en el párrafo precedente, la misma tendrá como competencias el 
seguimiento y evaluación del cumplimiento del Convenio.

La Comisión de Seguimiento deberá reunirse previa convocatoria realizada por su Presidente, 
bien por iniciativa propia o a petición de cualquier otro miembro, con una antelación mínima 
de un mes, y, en todo caso, cuando haya de informar sobre una solicitud de Prórroga confor-
me a lo previsto en la estipulación 8.ª del presente Convenio. Las reuniones se desarrollarán 
en las instalaciones que el Ayuntamiento asigne al efecto.

11.ª Naturaleza de la subvención.

La aportación a la que se compromete la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas 
Agrarias y Territorio a través del presente Convenio, encuentra su apoyo legal en la Ley 
6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

El artículo 22.4 c) de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, prevé: 

Podrán concederse de forma directa, sin convocatoria previa, las siguientes subvenciones:

[…]

c) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones de 
interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que 
dificulten su convocatoria pública.

El artículo 32.1 b) de la misma ley, considera, entre los supuestos excepcionales de conce-
sión directa a los efectos del artículo 22.4 c), el siguiente:

b) Cuando el perceptor sea una entidad pública territorial de Extremadura y los fondos 
presupuestarios señalen genéricamente una finalidad cuya competencia esté atribuida a 
las Corporaciones Locales y a la Comunidad Autónoma.

La subvención que se articula mediante el presente Convenio y que ha de destinarse exclusi-
vamente a cofinanciar los gastos asociados a la realización de los trabajos necesarios para la 
Redacción del documento de Aprobación Inicial del Plan General Municipal, así como la Asis-
tencia Técnica durante su Tramitación, se justifica en el interés coincidente de ambas admi-
nistraciones de contar con un servicio técnico externo cualificado para dotar a este municipio 
de dicho instrumento de planeamiento, objetivo que obliga al procedimiento de concesión 
directa y que encuentra cobertura legal en el Artículo 32.2 de la Ley 6/2011, de 23 de 
marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura.
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12.ª Aplicación presupuestaria.

Las aportaciones de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio 
se verificarán con arreglo a las aplicaciones presupuestarias y anualidades que se indican:

a) En la anualidad 2016, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará siete mil doscientos setenta y cuatro euros (7.274’00 €), con cargo a la 
aplicación presupuestaria 1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

b) En la anualidad 2017, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará cuatro mil trescientos noventa y cuatro euros (4.394’00 €), con cargo a la 
aplicación presupuestaria 1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

c) En la anualidad 2018, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará mil cuatrocientos cuarenta euros (1.440’00 €), con cargo a la aplicación 
presupuestaria 1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

d) En la anualidad 2019, la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Terri-
torio aportará mil cuatrocientos cuarenta euros (1.440’00 €), con cargo a la aplicación 
presupuestaria 1207.262A.460.00 código del proyecto 200016.003.0001.00.

Las cuantías antes señaladas se ajustarán atendiendo a lo previsto en la estipulación 5.ª 
“Abonos y formas de pago”.

13.ª Publicidad de la subvención.

Conforme al artículo 50 de la Ley 3/2016, de 7 de abril, de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura para 2016, en los convenios de colaboración, ayudas 
y subvenciones han de regir los principios de publicidad y transparencia. Por ello, la subven-
ción que se concede, conforme a los artículos 17 y 20 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, se publicará en el Diario Oficial 
de Extremadura y en el Portal de Subvenciones de la Comunidad Autónoma, se anotará en la 
Base de Datos de Subvenciones de la Comunidad Autónoma y se remitirá, para su publica-
ción en la página web de la Intervención General del Estado, a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones.

Así mismo y de acuerdo con el artículo 11.1 de la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno 
Abierto de Extremadura, deberá publicarse en el Portal Electrónico de la Transparencia y la 
Participación Ciudadana.

14.ª Disposiciones finales. 

El presente Convenio de colaboración tiene naturaleza administrativa y obligará a las partes 
intervinientes desde el momento de su firma.

Las cuestiones litigiosas que pudieran surgir en la interpretación y cumplimiento del Convenio 
serán del conocimiento y competencia del orden jurisdiccional Contencioso-Administrativo. 
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Y en prueba de conformidad, se suscribe el presente Convenio por triplicado ejemplar y a un 
solo efecto en el lugar y fecha indicados en el encabezamiento, quedando un ejemplar en 
poder del Ayuntamiento y dos en poder de la Dirección General de Urbanismo y Ordenación 
del Territorio de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la 
Junta de Extremadura.

LA CONSEJERA DE MEDIO AMBIENTE 
Y RURAL, POLÍTICAS AGRARIAS 

Y TERRITORIO,

Fdo.: D.ª Begoña García Bernal.

LA ALCALDESA-PRESIDENTA 
DEL AYUNTAMIENTO DE SOLANA 

DE LOS BARROS,

Fdo.: D.ª Dolores Gómez Vaquero
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CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RURAL, POLÍTICAS 
AGRARIAS Y TERRITORIO

RESOLUCIÓN de 1 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la que 
se dispone la ejecución de sentencia n.º 294/2016, dictada por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Extremadura en el recurso contencioso-administrativo n.º 72/2016. 
(2017060218)

Interpuesto recurso contencioso-administrativo número 72/2016, en el que han sido partes, 
como recurrente, GH-15 Sociedad Civil, representada por la Procuradora Sra. Bueso 
Sánchez, representado por el Letrado de su Gabinete Jurídico y como demandada, la Junta 
de Extremadura, representada y asistida de su Letrado, ha recaído sentencia firme dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura 
con fecha 13 de septiembre de 2016, recurso que versa sobre: Resolución de la Consejería 
de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la Junta de Extremadura, de 
fecha 6 de noviembre de 2015. Expediente OL0601262814.

El artículo 9.1 del Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el que se regula la tramitación admi-
nistrativa en la ejecución de resoluciones judiciales, establece que el titular del órgano 
competente dictará la correspondiente resolución en orden al cumplimiento de la sentencia.

Por tanto, y en uso de las atribuciones conferidas por la legislación vigente,

R E S U E L V O :

Proceder a la ejecución del fallo de la sentencia n.º 294/2016, de 13 de septiembre, de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, 
dictada en el procedimiento ordinario 72/2016 llevando a puro y debido efecto el fallo, cuya 
parte dispositiva dice: 

“Que estimamos parcialmente el recurso interpuesto por la Procuradora Sra. Bueso Sánchez 
en representación de D. Francisco José Guerrero Herrero, en representación de GH-15 Socie-
dad Civil frente a la resolución a la que se refiere el primer fundamento que anulamos, 
dejando sin efecto la declaración de desistimiento, debiendo valorarse por el órgano compe-
tente si de los documentos aportados se da la situación normativa para otorgar la ayuda soli-
citada. Ello sin imposición en costas”.

Mérida, 1 de febrero de 2017.

  El Secretario General   
  (PD de la Consejera,    
  Resolución de 16 de septiembre de 2015,  
  DOE n.º 184, de 23 de septiembre),

  FRANCISCO JAVIER GASPAR NIETO
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CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN Y EMPLEO

RESOLUCIÓN de 26 de enero de 2017, de la Dirección General de Trabajo, 
por la que se dispone la publicación del texto del Acta de la Comisión 
Negociadora del Convenio Colectivo de Trabajo “Industrias 
Siderometalúrgicas de la provincia de Badajoz”, en la que se recoge el 
acuerdo relativo al Calendario Laboral para el año 2017, suscrito el 16 de 
noviembre de 2016. (2017060221)

Visto el texto del acta de la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de Trabajo “Indus-
trias siderometalúrgicas de la provincia de Badajoz” (código de convenio 06000505011981)”, 
en la que se recoge el acuerdo relativo al calendario laboral para el año 2017, suscrito el 16 
de noviembre de 2016, de una parte, por ASPREMETAL, en representación de las empresas 
del sector, y de otra, por las centrales sindicales UGT FICA y CC.OO Federación de Industria, 
en representación de los trabajadores afectados.

Y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90, apartados 2 y 3del Real Decreto Legisla-
tivo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatu-
to de los Trabajadores, Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de 
convenios y acuerdos colectivos de trabajo, y Decreto 182/2010, de 27 de agosto, por el que 
se crea el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la Comunidad Autóno-
ma de Extremadura,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero. Ordenar su inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Segundo. Disponer su publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

Mérida, 26 de enero de 2017.

  La Directora General de Trabajo,

  MARÍA SANDRA PACHECO MAYA
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 ACTA DEL CALENDARIO LABORAL 2017 
PARA EL SECTOR SIDEROMETALÚRGICA DE 

LA PROVINCIA DE BADAJOZ

En Badajoz, a 16 de noviembre de 2016, siendo las 18.00 horas, reunidos en la sede de la 
Asociación regional de empresarios del metal de Extremadura (ASPREMETAL), de una parte 
los representantes de Aspremetal y los representantes de las centrales sindicales UGT FICA y 
CCOO Federación de Industria.

Todos ellos miembros de la comisión negociadora del convenio colectivo de Siderometalúrgi-
ca de la provincia de Badajoz.

Asistentes:

Por Aspremetal:

— Don Eladio Buzo Corzo.

— Don Pedro Fernández Lozano.

— Don Carlos Rodríguez Tarrat.

Por UGT FICA:

— Don Miguel Talavera Gilete.

— Don Ángel Luis Villa Ortiz.

Por CCOO Federación de Industria:

— Don Francisco Laguna Sánchez.

— Don Saturnino Lagar Peña.

ORDEN DEL DÍA

Primero y único: Calendario laboral de 2017.

DESARROLLO DE LA SESIÓN

Tras la correspondiente deliberación se aprueba y adjunta al acta, la confección del calenda-
rio laboral de Siderometalúrgica para la provincia de Badajoz, del año 2017. Este calendario 
es con carácter orientativo y no vinculante, según nuestro convenio colectivo.

Sin más asuntos que tratar, se levanta la sesión, y con ella el correspondiente acta, la 
cual una vez leída por las partes y encontrada conforme, la firman ratificando el conteni-
do de la misma.
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Nota: Se autoriza a Don Francisco Laguna Sánchez, con DNI 08863962-S, para proce-
der a la gestión y trámites de registro ante la autoridad laboral y de más organismos 
competentes.

En el lugar y fecha arriba indicado.

 ASPREMETAL UGT FICA CCOO Federación de Industria



• • •
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RESOLUCIÓN de 26 de enero de 2017, de la Consejera, por la que se da 
publicidad a las ayudas concedidas para la participación de equipos de 
entidades deportivas extremeñas en competiciones deportivas de ámbito 
nacional e internacional correspondientes al año 2016. (2017060228)

Con fecha 31 de mayo de 2012 fue publicado, en el DOE número 104, el Decreto 88/2012, 
de 25 de mayo, por el que se establecen las bases reguladoras de las ayudas para la partici-
pación de equipos de entidades deportivas extremeñas en competiciones deportivas de ámbi-
to nacional e internacional, y convocatoria para el año 2012 de las ayudas previstas en el 
Título II.

El Decreto 88/2012 estableció dos procedimientos de concesión:

— En su Título II, un procedimiento de concesión directa de ayudas para aquellas entidades 
que participen en las competiciones que figuran en su Anexo I.

— En su Título III, un procedimiento de concurrencia competitiva para aquellas entidades 
que participen en competiciones de ámbito nacional o internacional que no figuran en su 
Anexo I.

Con fecha 7 de junio de 2016 fue publicada, en el DOE número 108, la Orden de 26 de mayo 
de 2016, por la que se efectúa la convocatoria correspondiente al año 2016 de las ayudas 
previstas en el Titulo II del Decreto 88/2012, de 25 de mayo, modificado por Decreto 
61/2014, de 29 de abril, por el que se establecen las bases reguladoras de las ayudas para la 
participación de equipos de entidades deportivas extremeñas en competiciones deportivas de 
ámbito nacional e internacional.

Las competiciones deportivas objeto de subvención por esta convocatoria son las incluidas en 
el Anexo I del Decreto 88/2012, de 25 de mayo, según la redacción dada a dicho anexo por 
la Resolución de 15 de marzo de 2016, de la Consejera de Educación y Empleo de la Junta de 
Extremadura, de la que se dio publicidad mediante Anuncio de 23 de marzo de 2016, inserto 
en el DOE número 69, de 12 de abril.

Una vez tramitadas y resueltas las solicitudes, procede dar publicidad a la concesión de las 
ayudas en cumplimiento del artículo 13 del Decreto 88/2012, de 25 de mayo, que estable-
ce que las subvenciones concedidas serán publicadas en el DOE y en la sede electrónica 
corporativa de la Junta de Extremadura, dentro del Portal de Subvenciones de la Comuni-
dad Autónoma, con indicación de la convocatoria, programa y crédito presupuestario al 
que se imputa, beneficiarios, cantidades concedidas y finalidades de la subvención, 
conforme a lo dispuesto en artículo 17.1 de la Ley de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

Por todo ello,

R E S U E L V O :

Dar publicidad, mediante Anexo adjunto, a las ayudas que se han concedido, correspondien-
tes a la convocatoria del año 2016 de ayudas para la participación de equipos de entidades 
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deportivas extremeñas en competiciones deportivas de ámbito nacional e internacional 
previstas en el Titulo II del Decreto 88/2012, de 25 de mayo, por importe total de 226.900 
euros, con cargo la aplicación presupuestaria 13.05.274A.489.00, Superproyecto 
2005.17.04.9001, Proyecto 2005.17.04.0004, de los Presupuestos Generales de la Comuni-
dad Autónoma de Extremadura para el año 2016.

Mérida, 26 de enero de 2017.

  La Consejera de Educación y Empleo,

  MARÍA ESTHER GUTIÉRREZ MORÁN
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RESOLUCIÓN de 6 de febrero de 2017, de la Dirección General de Trabajo, 
por la que se publica la puntuación mínima exigida para optar al 
reconocimiento de empresa socialmente responsable. (2017060225)

Mediante Decreto 110/2013, de 2 de julio (DOE n.º 130, de 8 de julio) modificado por Decre-
to 68/2014, de 5 de mayo (DOE n.º 89, de 12 de mayo), se crea el Consejo Autonómico para 
el fomento de la responsabilidad social de Extremadura, la Oficina de Responsabilidad Social 
Empresarial, y se regula el procedimiento para la calificación e inscripción en el Registro de 
empresas socialmente responsables de Extremadura. 

De acuerdo con el artículo 24.1 del citado Decreto 110/2013, de 2 de julio, para obtener la 
calificación de socialmente responsable de la Comunidad Autónoma de Extremadura y su 
inscripción en el Registro de empresas socialmente responsables, las empresas y trabajado-
res autónomos solicitantes deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos de calificación 
establecidos en la Ley 15/2010, de 9 de diciembre, de responsabilidad social empresarial en 
Extremadura, mediante la obtención de la puntuación mínima que anualmente publicará la 
Dirección General de Trabajo.

Por cuanto antecede, con el fin de dar cumplimiento a lo establecido, en el mencionado artí-
culo 24.1, esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Publicar en el Diario Oficial de Extremadura la puntuación mínima necesaria para 
optar a la calificación e inscripción en el Registro de empresas socialmente responsables de 
Extremadura, de acuerdo con el artículo 24.1 del Decreto 110/2013, de 2 de julio, que ha 
quedado fijada en 250 puntos, siempre y cuando las entidades solicitantes hayan superado a 
su vez, una puntuación mínima de 50 puntos en cada uno de los cinco ejes analizados.

Segundo. Esta resolución producirá efectos desde el mismo día de su publicación en el Diario 
Oficial de Extremadura.

Tercero. Se deja sin efecto la Resolución de 26 de febrero de 2016, (DOE n.º 50, de 14 de 
marzo) de la Dirección General de Trabajo, por la que se publica la puntuación mínima exigi-
da para optar al reconocimiento de empresa socialmente responsable.

Mérida, 6 de febrero de 2017.

  La Directora General de Trabajo,

  SANDRA PACHECO MAYA
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SERVICIO EXTREMEÑO DE SALUD

RESOLUCIÓN de 3 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la que 
se acuerda la remisión del expediente administrativo correspondiente al 
recurso contencioso-administrativo tramitado por el procedimiento 
abreviado n.º 242/2016 e interpuesto ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo n.º 1 de Mérida, y se emplaza a los posibles interesados en 
el mismo. (2017060222)

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 1 de Mérida se ha interpuesto recurso 
contencioso-administrativo, tramitado por procedimiento abreviado n.º 242/2016, promovido 
por D.ª Consuelo Victoria Pedrero Gil y otros contra la resolución de 26 de septiembre de 
2016, de la Dirección Gerencia del Servicio Extremeño de Salud por la que se convoca 
concurso de traslado para la provisión de plazas básicas vacantes de Licenciados Especialis-
tas en Ciencias de la Salud en la Categoría de Médico/a de Familia de Equipo de Atención 
Primaria, en las Instituciones Sanitarias del Servicio Extremeño de Salud.

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y dando 
cumplimiento al requerimiento efectuado por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 
1 de Mérida, se acuerda la remisión del expediente administrativo y se emplaza a los posi-
bles interesados en el mismo, para que puedan personarse ante dicho Juzgado, si a su dere-
cho conviniera, en el plazo de nueve días, a contar desde el día siguiente a la publicación de 
la presente resolución.

De personarse fuera del plazo indicado, se les tendrá por parte para los trámites no preclui-
dos, continuando el procedimiento por sus trámites y sin que haya lugar a practicarles notifi-
cación de clase alguna.

Mérida, 3 de febrero de 2017.

  La Secretaria General del Servicio   
  Extremeño de Salud,

  CONCEPCIÓN TORRES LOZANO

• • •
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RESOLUCIÓN de 6 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la que 
se acuerda la remisión del expediente administrativo correspondiente al 
recurso contencioso-administrativo tramitado por el procedimiento 
abreviado n.º 266/2016 e interpuesto ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo n.º 2 de Mérida, y se emplaza a los posibles interesados en 
el mismo. (2017060223)

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 2 de Mérida se ha interpuesto recurso 
contencioso-administrativo, tramitado por procedimiento abreviado n.º 266/2016, promovido 
por D. Luis Manuel Salazar Martín, D.ª Amparo Gómez Espárrago, D.ª María Soledad García 
Lebrijo y D. Miguel Ángel Regodón Redondo frente a las desestimaciones por silencio admi-
nistrativo de los recursos de reposición interpuestos contra la Resolución de 26 de septiem-
bre de 2016, de la Dirección Gerencia del Servicio Extremeño de Salud por la que se convoca 
concurso de traslado para la provisión de plazas básicas vacantes de Licenciados Especialis-
tas en Ciencias de la Salud en la Categoría de Médico/a de Familia de Equipo de Atención 
Primaria, en las Instituciones Sanitarias del Servicio Extremeño de Salud.

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y dando 
cumplimiento al requerimiento efectuado por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 
2 de Mérida, se acuerda la remisión del expediente administrativo y se emplaza a los posi-
bles interesados en el mismo, para que puedan personarse ante dicho Juzgado, si a su dere-
cho conviniera, en el plazo de nueve días, a contar desde el día siguiente a la publicación de 
la presente resolución.

De personarse fuera del plazo indicado, se les tendrá por parte para los trámites no preclui-
dos, continuando el procedimiento por sus trámites y sin que haya lugar a practicarles notifi-
cación de clase alguna.

Mérida, 6 de febrero de 2017.

  La Secretaria General del Servicio   
  Extremeño de Salud,

  CONCEPCIÓN TORRES LOZANO



Miércoles, 22 de febrero de 2017
4551

NÚMERO 37

  IV ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

JUZGADO DE 1.ª INSTANCIA N.º 1 DE DON BENITO

EDICTO de 29 de noviembre de 2016 sobre notificación de sentencia 
dictada en el procedimiento ordinario n.º 28/2008. (2017ED0017)

CEDULA DE NOTIFICACIÓN

En el procedimiento de referencia se ha dictado la resolución del tenor literal siguiente:

SENTENCIA: 00104/2016

Juez que la dicta: Magistrado Guzmán Herrero.

En Don Benito a 25 de noviembre de 2016

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Demanda.

El 18 de enero de 2008 se recibe en este Juzgado demanda presentada por la Procuradora 
doña María Teresa Cidoncha en nombre y representación de Exprocomar, SL, contra Vejj 
Inova, SL.

Segundo. Reconvención.

El 2 de octubre de 2009 se presenta en este Juzgado por la Procuradora doña Gloria Galán 
Mata en nombre y representación de Vejj Inova, SL, escrito de contestación a la demanda de 
Exprocomar, SL, por el que se opone a la misma y formula a su vez demanda reconvencional 
contra Exprocomar, SL.

Tercero. Contestación a la Reconvención.

El 4 de diciembre de 2008 se presenta en este Juzgado por la Procuradora doña María Teresa 
Cidoncha en nombre y representación de Exprocomar, SL, escrito de contestación a la 
demanda reconvencional de Vejj Inova, SL, por el que se oponen a la misma y acompañan 
escrito de ampliación de hechos.

Cuarto. Audiencia Previa.

El 28 de enero de 2009 se celebra la correspondiente Audiencia Previa con asistencia 
de ambas partes, las cuales propusieron prueba y formularon impugnaciones documen-
tales.
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Quinto. Juicio.

El 12 de noviembre de 2009 se celebró el acto del Juicio en el seno del cual se practicaron la 
pruebas propuestas y admitidas, se oyeron las partes en conclusiones quedando el juicio 
visto para Sentencia.

Sexto. Sentencia.

El 24 de noviembre de 2009 se dictó por este Juzgado Sentencia n.º190/2009 estimando 
las pretensiones de Exprocomar, SL, y desestimando la demanda reconvencional de Vejj 
Inova, SL.

Séptimo. Apelación.

El 20 de enero de 2010 se presenta por la Procuradora doña Gloria Galán Mata en nombre y 
representación de Vejj Inova, SL, recurso de apelación contra dicha Sentencia y cual fue 
impugnado por la adversa el 23 de febrero de 2010. Dicho recurso fue desestimado por la 
Audiencia Provincial de Badajoz mediante resolución de 14 de abril de 2016.

Octavo. Recurso Extraordinario ante el Tribunal Supremo.

Contra dicha resolución de la Audiencia Provincial de Badajoz, Vejj Inova, SL, interpuso ante 
el Tribunal Supremo Recurso Extraordinario por infracción procesal, el cual fue resuelto por 
Sentencia n.º4 5/2013 de 11 de febrero de 2013, declarándose nula la Sentencia recurrida y 
retrotrayendo las actuaciones al momento anterior a su dictado.

Noveno. Declaración de nulidad de la Sentencia de Primera Instancia.

Recibidas las actuaciones por la Audiencia Provincial de Badajoz, esta dictó Auto n.º 86/2013 
de 22 de octubre declarando nula la Sentencia n.º 190/2009 dictada por este Juzgado en 
primera instancia el 24 de noviembre de 2009 y ordenando la retroacción de las actuaciones 
al momento posterior a la contestación de la demanda reconvencional y presentación del 
escrito de ampliación de hechos para que se emplace a Vejj Inova, SL, para que en el plazo 
legal realice sobre el mismo las alegaciones que tenga por oportunas.

Décimo. Traslado de la ampliación de hechos.

Recibidas las actuaciones por este Juzgado, se dictó con fecha 19 de diciembre de 2013 Dili-
gencia de Ordenación que, en cumplimiento de lo acordado por la Audiencia Provincial acuer-
da dar traslado por 5 días de Vejj Inova, SL, para que formule las alegaciones que estime 
oportunas respecto del escrito de ampliación de hecho de la actora inicial.

Decimoprimero. Alegaciones a la ampliación de hechos.

El 7 de enero de 2014 se presenta en este Juzgado por la Procuradora doña Gloria Galán 
Mata en nombre y representación de Vejj Inova, SL, escrito de alegaciones a la ampliación 
de hechos.
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Decimosegundo. Rebeldía de Vejj Inova, SL.

Subsanado este defecto, el 8 de enero de 2014 se dictó providencia convocando a las partes 
a Audiencia Previa. El 17 de enero de 2014, la Procuradora doña Gloria Galán Mata y el letra-
do don Juan Vicente Pérez Gómez presentaron un escrito por el que renunciaban a la repre-
sentación y defensa de Vejj Inova, SL. En virtud de este escrito, el 23 de enero de 2014 se 
dictó providencia acordando notificar y requerir para que se personen en forma bajo aperci-
bimiento de rebeldía. Tras múltiples intentos se acuerda por Diligencia de Ordenación de 25 
de junio de 2015 que el requerimiento se haga por Edictos, declarándose a la parte en rebel-
día el 27 de octubre de 2016.

Decimotercero. Audiencia Previa.

El 22 de noviembre de 2016 se celebra la audiencia previa del juicio ordinario a la que 
compareció la actora pero no la demandada la cual fue llamada por el agente tres veces sin 
personarse. Realizadas aclaraciones se propuso como única prueba la documental por repro-
ducida quedando el juicio visto para Sentencia.

Decimosexto. Hechos probados.

Se tienen por probados la totalidad de los hechos constitutivos alegados por la actora en su 
demanda:

El 2 de julio de 2007, Exprocomar, SL, arrendó a Vejj Inova, SL, una cámara frigorífica de 64 
metros cuadrados así como el uso del muelle de carga y descarga de la nave situada en el 
punto kilométrico n.º 105 Carretera Badajoz-Valencia (Don Benito) por una renta mensual de 
1.500 euros más suministros comprometiéndose la arrendataria a separar la parte arrendada 
del resto del almacén. La renta en caso de utilización total de la nave ascendería a 30.050 
euros. No obstante dicha obligación de separación no se cumplió sino que se usó el resto de 
la nave motivo por el cual el 17 de agosto de 2007 se resolvió el contrato por incumplimiento 
contractual. En virtud de estos hechos se reclaman (de acuerdo con la aclaración hecha en la 
Audiencia Previa):

— 256.787,26 euros (rentas debidas desde el 2 de julio de 2007 hasta el 11 de febrero de 
2008, es decir 33.565 por 7 meses).

— 38.607,40 euros (daños reflejados en el documento 29).

— 1.513, 63 euros (en concepto de luz que se derivaría de los 5.062,29 euros pagados por la 
actora menos los 3.530,66 euros pagados por la demandada según los documentos 4 y 5 
de la contestación a la reconvención).

Ha estas cantidades deben restárseles los 13.000 euros de alquiler pagados por la demanda 
siendo el total de lo reclamado 283.908,29 euros.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Demanda inicial y reconvención.

La parte actora funda sus pretensiones en los siguientes hechos:

El 2 de julio de 2007, Exprocomar, SL, arrendó a Vejj Inova, SL, una cámara frigorífica de 64 
metros cuadrados así como el uso del muelle de carga y descarga de la nave situada en el 
punto kilométrico n.º 105 Carretera Badajoz-Valencia (Don Benito) por una renta mensual de 
1.500 euros más suministros comprometiéndose la arrendataria a separar la parte arrendada 
del resto del almacén. Dicha obligación no se cumplió sino que se usó el resto de la nave 
motivo por el cual el 17 de agosto de 2007 se resolvió el contrato por incumplimiento 
contractual. En virtud de estos hechos se reclaman (de acuerdo con la aclaración hecha en la 
Audiencia Previa):

— 256.787,26 euros (rentas debidas desde el 2 de julio de 2007 hasta el 11 de febrero de 
2008, es decir 33.565 por 7 meses).

— 38.607,40 euros (daños reflejados en el documento 29).

— 1.513, 63 euros (en concepto de luz que se derivaría de los 5.062,29 euros pagados por la 
actora menos los 3.530,66 euros pagados por la demandada según los documentos 4 y 5 
de la contestación a la reconvención).

Ha estas cantidades deben restárseles los 13.000 euros de alquiler pagados por la demanda 
siendo el total de lo reclamado 283.908,29 euros.

La parte demandada se opone diciendo que lo arrendado no era solo la parte de la nave sino 
además una oficina y una báscula. También se niega la utilización de toda la nave. En ese 
sentido se alega que, debido a un deterioro, la cámara tuvo que ser sustituida por otra de la 
nave todo ello con el consentimiento verbal de la actora. Se admite la instalación por la 
demandada de una máquina para el cepillado y limpieza de melones y sandías pero también 
ello consentida por la actora. Por último se niega todo daño.

Asimismo la demandada formula reconvención en base a los siguientes hechos: en el contra-
to de arrendamiento la actora pone en conocimiento de la demandada las siguientes deudas: 

— Con Iberdrola por importe superior a 5.000 euros (consumos entre marzo y junio de 
2007).

— Con Aquagest de 694,66 euros (consumos de octubre de 2006 a junio de 2007).

Por otro lado se reclama la diferencia de saldos existente resultante entre el importe de los 
alquileres devengados desde julio de 2007 al 10 de febrero de 2008 a razón de una renta 
mensual de 1.500 euros más IVA aplicándose en el mes de febrero del referido año el impor-
te de la renta correspondiente a los días 1 al 10 ambos inclusive.

El total de lo reclamado asciende a la cuantía de 8.986,56 euros.
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Segundo. Fundamento de las acciones.

En el presente procedimiento se ejercita una acción de cumplimiento forzoso de la obligación 
contractual de pago de renta. 

La relación jurídica en virtud de la cual se reclama debe calificarse como contrato de alquiler, 
ya que la misma encaja en la definición de esta institución contenida en el artículo 1543 del 
Código Civil el cual establece que: 

En el arrendamiento de cosas, una de las partes se obliga a dar a la otra el goce o uso de 
una cosa por tiempo determinado y precio cierto.

Más concretamente, nos hallamos ante un contrato de arrendamiento urbano para uso distin-
to del de vivienda puesto que el negocio objeto de este procedimiento encaja en la definición 
que el artículo 3 de Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos da de 
esta institución:

1. Se considera arrendamiento para uso distinto del de vivienda aquel arrendamiento que, 
recayendo sobre una edificación, tenga como destino primordial uno distinto del estableci-
do en el artículo anterior.

2. En especial, tendrán esta consideración los arrendamientos de fincas urbanas celebrados 
por temporada, sea ésta de verano o cualquier otra, y los celebrados para ejercerse en la 
finca una actividad industrial, comercial, artesanal, profesional, recreativa, asistencial, 
cultural o docente, cualquiera que sean las personas que los celebren.

En consecuencia, puesto que nos hallamos ante un contrato de arrendamiento y vista la 
naturaleza de la acción deben aplicarse al mismo como punto de partida las normas del 
Código Civil, por lo que debe señalarse como fundamento esencial de la misma el artícu-
lo 1.089 del Código Civil el cual, al referirse a las fuentes de las obligaciones sienta 
señala que:

Las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y cuasi contratos, y de los actos y omisio-
nes ilícitos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia.

Ello se completa con el artículo 1.091 del Código Civil el cual establece que:

Las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratan-
tes, y deben cumplirse al tenor de los mismos.

Este precepto consagra en nuestro Ordenamiento Jurídico el Principio pacta sunt servanda, 
según el cual, las obligaciones nacidas de contrato constituyen una auténtica lex privata de 
eficacia relativa. 

Así pues, sobre la base de la relación contractual y de las obligaciones que nacen de ella, y 
en base a su fuerza vinculante inter partes, la actora alega cumplimiento de todas sus obli-
gaciones e incumplimiento por la demandada, causa de pedir por la que lo reclama. Concre-
tamente, la obligación contractual cuyo incumplimiento por la demandada se alega es la del 
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pago de la renta del contrato de alquiler, la cual se halla establecida en el artículo 1555 del 
Código Civil como contenido esencial de dicho negocio jurídico:

El arrendatario está obligado: 

1.º A pagar el precio del arrendamiento en los términos convenidos.

Al tratarse de una obligación signalagmática, el precepto legal a aplicar a los efectos del 
incumplimiento y las acciones que nacen de él para el acreedor es el artículo 1.124 CC el 
cual sienta que: 

La facultad de resolver las obligaciones se entiende implícita en las recíprocas, para el caso 
de que uno de los obligados no cumpliere lo que le incumbe.

El perjudicado podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resolución de la obligación, 
con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos casos. También podrá pedir 
la resolución, aun después de haber optado por el cumplimiento, cuando éste resultare 
imposible.

El Tribunal decretará la resolución que se reclame, a no haber causas justificadas que la 
autoricen para señalar plazo.

Esto se entiende sin perjuicio de los derechos de terceros adquirentes, con arreglo a los artí-
culos 1.295 y 1.298 y a las disposiciones de la Ley Hipotecaria.

La facultad de pedir el cumplimiento forzoso prevista en el párrafo segundo del artículo ante-
rior es una manifestación para las obligaciones bilaterales de la acción contemplada para 
todas las obligaciones en los artículos 1.096 CC (para la obligaciones de dar) y 1.098 (para 
las obligaciones de hacer), las cuales detallan los efectos del cumplimiento forzoso. Puesto 
que se trata del pago de un precio, el precepto a aplicar será el artículo 1.096 CC previsto 
para las obligaciones de dar el cual señala que:

Cuando lo que deba entregarse sea una cosa determinada, el acreedor, independiente-
mente del derecho que le otorga el artículo 1.101, puede compeler al deudor a que reali-
ce la entrega.

Si la cosa fuere indeterminada o genérica, podrá pedir que se cumpla la obligación a expen-
sas del deudor.

Si el obligado se constituye en mora, o se halla comprometido a entregar una misma cosa a 
dos o más personas diversas, serán de su cuenta los casos fortuitos hasta que se realice la 
entrega.

Ha de añadirse que, junto con las normas generales citadas también es de aplicación a la 
relación jurídica objeto de este procedimiento la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos ya que, como hemos dicho estamos ante un arrendamiento urbano 
para uso distinto del de vivienda y dichos negocios jurídicos son objeto de esta ley tal y 
como se desprende de su artículo 1 el cual señala que:
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La presente ley establece el régimen jurídico aplicable a los arrendamientos de fincas urba-
nas que se destinen a vivienda o a usos distintos del de vivienda.

Sentadas las bases jurídicas de la acción debe determinarse si se han demostrado los hechos 
constitutivos de la demanda, a saber el, incumplimiento de las obligaciones contractuales por 
la parte demandada.

Asímismo nos hallamos ante una acción de responsabilidad contractual en la que se reclama 
una indemnización por daños y perjuicios. Así pues, el fundamento de la acción ejercitada lo 
hemos de hallar en el artículo 1.101 del CC el cual establece que:

Quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los que en el cumpli-
miento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cual-
quier modo contravinieren al tenor de aquéllas.

En cuanto al ámbito de dicho precepto, debe advertirse que el mismo es de aplicación no 
solo a las reclamaciones por daños y perjuicios derivadas de una relación contractual sino, en 
general, de cualquier tipo de relación obligacional. Así lo declara la STS de 16 de diciembre 
de 1986 la cual afirma que: no debe olvidarse que el artículo 1.101 sancionador de la infrac-
ción contractual es aplicable a toda clase de obligaciones cualquiera que sea su origen ( 
sentencia de 5 de enero de 1949) y lo mismo los artículos 1.103 y 1.104 del citado cuerpo 
legal, y que como declaró la sentencia de 21 de enero de 1964, está bien aplicado el artículo 
1.902 aunque en la demanda por argumento «ad maiorem», se invoquen artículos sobre 
responsabilidad contractual.

Siguiendo esta línea, la STS de 14 de diciembre de 1994 señala que: la amplia expresión de 
declarar sujetos a indemnización a los que de cualquier modo contravinieran el tenor de las 
obligaciones comprendidas origen de responsabilidad cualquier hecho no lícito que pueda, 
causando perjuicio, alterar el cumplimiento fiel, estricto y normal de las obligaciones, cual-
quier medio o forma de incumplimiento de ésta, por lo que en tal sentido el relacionado artí-
culo 1.101 del Código Civil, puesto en relación con el 1.098 del mismo Cuerpo legal sustanti-
vo, suple el silencio de este ordenamiento jurídico, permitiendo invocarlos en todos los en 
que pueda haber ocasión de responsabilidad.

Ello permite un amplio encaje dentro de este precepto de todo tipo de figuras lesivas para los 
intereses del acreedor (no cumplimiento, cumplimiento defectuoso, aliud pro alio, imposibili-
dad sobrevenida imputable al deudor, etc...) de origen no solo contractual sino en general 
obligacional (contratos, cuasicontratos, ilícitos civiles, etc...).

La función de esta institución es eminentemente resarcitoria pretendiendo reponer al perjudi-
cado a la misma situación en la que se encontraba antes del perjuicio. En ese sentido se 
pronuncia la STS de 28 de abril de 1985: la indemnización de los perjuicios no es una pena 
que se imponga a su causante y en cuya determinación influyan circunstancias personales ni 
objetivas, sino que es el resarcimiento económico del menoscabo producido al perjudicado, y 
por ello, si el causante del perjuicio debe repararlo, tiene que hacerlo en su totalidad para 
que al restablecerse el derecho perturbado se restablezca también el equilibrio y situación 
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económica anterior a la perturbación sin desproporción entre tal menoscabo y su reparación. 
Por ello se excluye de nuestro ordenamiento jurídico cualquier otra función que vaya más allá 
de la reparación, como por ejemplo los llamados daños punitivos.

El fundamento de esta institución se encuentra no en el propio incumplimiento contractual 
sino en el daño producido. Ello significa que para que proceda la indemnización no basta con 
el mero incumplimiento tiene que haberse producido y probado un real y efectivo perjuicio. 
Así lo afirma la STS de 13 de mayo de 1997, entre otras: Es reiterada y constante doctrina 
de esta Sala (Sentencias de 6 de julio de 1983, 8 de octubre de 1984, 7 de mayo, 7 de junio 
y 3 de julio de 1986, 17 de septiembre de 1987, 28 de abril de 1989, 24 de julio de 1990, 15 
de junio de 1992, 3 de junio de 1993, entre otras muchas) la de que la indemnización de 
daños y perjuicios, a que se refiere la normativa contenida en el artículo 1101 del Código 
Civil, no va ineludiblemente ligada o es consecuencia necesaria del incumplimiento o del 
cumplimiento anormal del contrato, siendo preciso demostrar la existencia real y efectiva de 
aquéllos para que dicha obligación indemnizatoria pueda ser exigible.

La jurisprudencia ha señalado como requisitos para que prospere esta acción los siguientes: 
preexistencia de una obligación entre las partes, incumplimiento de dicha obligación, culpa, 
daños y nexo causal entre el incumplimiento el resultado lesivo, así como no concurrencia de 
caso fortuito o fuerza mayor. En ese sentido, véanse las STS de 30 de noviembre de 1973, 
de 2 de abril de 1986, de 10 de octubre de 1990, de 04 de marzo de 1995.

Expuesta la doctrina general de la acción contractual de daños y perjuicios procede ahora el 
estudio de sus elementos en el caso concreto a la luz de las defensiones de la demandada.

Tercero. Efectos de la incomparecencia de la demandada.

La parte demandada inicialmente y reconviniente, no ha comparecido en tiempo y forma al 
acto de Audiencia Previa celebrada en el día de hoy, tal y como consta en el CD del acto. 
Según se desprende del artículo 414.3 párrafo 2, la incomparecencia del demandado implica 
su rebeldía y continuación del proceso:

Si fuere el demandado quien no concurriere, la audiencia se entenderá con el actor en lo que 
resultare procedente.

Es cierto que la incomparecencia y rebeldía subsiguiente, no implican un allanamiento a la 
demanda, tal y como se desprende del artículo 496.2 LEC:

La declaración de rebeldía no será considerada como allanamiento ni como admisión de los 
hechos de la demanda, salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo contrario.

No obstante, dicha incomparecencia resulta especialmente relevante para la resolución del 
fondo del asunto, si tenemos en cuenta que la Audiencia Previa es el momento procesal 
oportuno para la impugnación de documentos con arreglo al artículo 427 LEC según el cual:

1) En la audiencia, cada parte se pronunciará sobre los documentos aportados de contrario 
hasta ese momento, manifestando si los admite o impugna o reconoce o si, en su caso, 
propone prueba acerca de su autenticidad.
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2) Las partes, si fuere el caso, expresarán lo que convenga a su derecho acerca de los dictá-
menes periciales presentados hasta ese momento, admitiéndolos, contradiciéndolos o 
proponiendo que sean ampliados en los extremos que determinen. También se pronuncia-
rán sobre los informes que se hubieran aportado al amparo del número 5.º del apartado 1 
del artículo 265.

En consecuencia, la incomparecencia de la parte implica una preclusión para de la posibilidad 
de impugnar los documentos de la adversa según el artículo 136 LEC el cual señala que:

Transcurrido el plazo o pasado el término señalado para la realización de un acto procesal de 
parte se producirá la preclusión y se perderá la oportunidad de realizar el acto de que se 
trate.

Por lo tanto, al no ser impugnados por la parte demandada los documentos aportados por la 
actora es de aplicación el artículo 326.1 el cual establece que:

Los documentos privados harán prueba plena en el proceso, en los términos del artículo 319, 
cuando su autenticidad no sea impugnada por la parte a quien perjudiquen.

Por remisión del anterior precepto, hemos de acudir al artículo 319.1 el cual fija en cuanto al 
valor probatorio de los documentos públicos que: 

Con los requisitos y en los casos de los artículos siguientes, los documentos públicos 
comprendidos en los números 1.º a 6.º del artículo 317 harán prueba plena del hecho, acto o 
estado de cosas que documenten, de la fecha en que se produce esa documentación y de la 
identidad de los fedatarios y demás personas que, en su caso, intervengan en ella.

Así pues, en virtud de la preclusión para el demandado de la posibilidad de impugnación 
de los documentos aportados por la actora debida a su incomparecencia al acto de la 
vista, debe concluirse que dichos documentos hacen plena prueba del acto o hecho que 
documentan y, al referirse este a los hechos constitutivos de la demanda, deben tenerse 
estos por probados. 

En particular deben tenerse en cuenta el objeto del contrato el cual está claramente definido 
en el documento 2 de la demanda el cual contrasta con las fotografías acompañadas con la 
demanda que acreditan que se hizo un uso más allá de dicho objeto. En lo que se refiere a 
un supuesto acuerdo verbal modificando dicho uso a otro frigorífico por mal estado del 
inicial, no se ha desplegado esfuerzo probatorio alguno por la demandada por lo que hemos 
de estar al contenido de los documentos aportado. En lo que se refiere a los daños, nos 
hallamos ante informes periciales contradictorios siendo preferible el de la actora (documen-
to 29 de la contestación a la reconvención) al no haber sido impugnado por lo que debe 
surtir todos sus efectos probatorios con arreglo a lo antes expuesto. Lo mismo puede decirse 
de los documentos 4 y 5 de la contestación a la reconvención relativos a la reclamación de la 
luz. Por todo ello debe estimarse la demanda de la actora.

En lo que se refiere a la reconvención, la cual a su vez tiene relevancia para parte del peti-
tum de la demanda inicial, debe señalares que la única prueba aportada es la documental, la 
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cual ha sido impugnada por la actora y que, en virtud de la ausencia de la demandada a la 
Audiencia Previa no se ha propuesto siquiera como prueba mediante su reproducción. En ese 
sentido cabe destacar que, en virtud del Auto n.º 86/2013 de 22 de octubre de 2013 dictado 
por la Audiencia Provincial de Badajoz no solo se declaró nula la Sentencia de instancia dicta-
da el 24 de noviembre de 2009 sino que se retrotrajeron las actuaciones al momento proce-
sal posterior a la contestación a la demanda reconvencional sin conservación de actos proce-
sales, por lo que tanto la Audiencia Previa de 28 de enero de 2009 (con las impugnaciones 
documentales y las pruebas propuestos en ella) así como el Juicio celebrado el 12 de 
noviembre de 2009 (con la prueba practicada en ella) también fueron declarados nulos. Ello 
implica que ninguna de las impugnaciones ni de las pruebas realizada en estos actos pueden 
tenerse en cuenta a la hora de dictar la presente Sentencia, sino exclusivamente lo practica-
do en la Audiencia Previa de 22 de noviembre de 2016. Vista la ausencia de prueba más allá 
de la documental, la cual ha sido impugnada por la adversa y respecto de la cual no se ha 
practicado otra prueba tal como testificales para sostenerla, debe entenderse que existe una 
falta de prueba respecto de los hechos en que Vejj Inova, SL, funda su reconvención, por lo 
que la misma debe ser desestimada.

Cuarto. Costas.

Puesto que estima íntegramente la demanda y se desestima la reconvención procede la 
condena en costas a Vejj Inova, SL, conforme al 394.1 LEC el cual establece que:

En los procesos declarativos, las costas de la primera instancia se impondrán a la parte que 
haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que el tribunal aprecie, y así lo razone, 
que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho.

Para apreciar, a efectos de condena en costas, que el caso era jurídicamente dudoso se 
tendrá en cuenta la jurisprudencia recaída en casos similares.

Vistos los hechos objeto de demanda, no se aprecian serias dudas de hecho o de derecho.

PARTE DISPOSITIVA

Primero. Condenado a Vejj Inova, SL, a pagar a Exprocomar, SL, la cuantía de 283.908,29 
euros más el interés legal del dinero desde la demanda.

Segundo. Desestimo íntegramente la demanda reconvencional presentada el 2 de octubre de 
2009 por la Procuradora Doña Gloria Galán Mata en nombre y representación de Vejj Inova, 
SL, contra Exprocomar, SL. 

Tercero. Condeno en costas a Vejj Inova, SL.

Notifíquese esta resolución a las partes, advirtiéndoles que la misma no es firme y contra ella 
cabe recurso.

Modo de impugnación: recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Badajoz (artículo 
455 LEC).
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El recurso se interpone mediante un escrito que se debe presentar en este Juzgado dentro 
del plazo de veinte días, contados desde el siguiente al de la notificación, en el que se 
debe exponer la alegaciones en que base la impugnación, además de citar la resolución 
apelada y los pronunciamientos que impugna (artículos 458.1 y 2 LEC). Además, se debe 
constituir, en la cuenta de Depósitos y Consignaciones de este Juzgado, el depósito de 50 
euros a que se refiere la DA 15.ª de la LOPJ reformada por la LO 1/2009, de 3 de noviem-
bre, y acreditarse debidamente.

Así lo dispongo.

José Guzmán Herrero, Juez del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 1 de Don 
Benito.

Publicación. Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia por SS.ª que la dictó, estando 
el/la mismo/a celebrando audiencia pública en el mismo día de la fecha, de lo que yo, la 
Secretaria Judicial doy fe.

Y como consecuencia del ignorado paradero de la parte demandada Vejj Innova, SL, se 
extiende la presente para que sirva de cédula de notificación.

Don Benito a veintinueve de noviembre de dos mil dieciséis.

  El/la Secretario
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  V ANUNCIOS

PRESIDENCIA DE LA JUNTA

ANUNCIO de 16 de febrero de 2017 por el que se hace pública la 
convocatoria, por procedimiento abierto y tramitación ordinaria, para la 
contratación del servicio de “Limpieza de la Factoría Joven de Plasencia, 
incorporando medidas de conciliación de la vida personal, laboral, familiar y 
sobre las condiciones laborales de los trabajadores que prestan el servicio”. 
Expte.: RI177J120003. (2017080203)

1. ENTIDAD ADJUDICADORA:

a) Organismo: Instituto de la Juventud de Extremadura.

b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de Contratación. Secretaría General 
de la Presidencia de la Junta de Extremadura.

c) Número de expediente: RI177J120003.

2. OBJETO DEL CONTRATO:

a) Descripción del objeto: Servicio de limpieza de la Factoría Joven de Plasencia, en la 
localidad de Plasencia (Cáceres), incorporando medidas de conciliación de la vida 
personal, laboral, familiar y sobre las condiciones laborales de los trabajadores que 
prestan el servicio.

b) Lugar de ejecución: Plasencia (Cáceres).

c) Plazo de ejecución: Desde el día 1 de abril de 2017 hasta el 31 de marzo de 2019, 
ambos incluidos. No obstante, en el supuesto de que el contrato se formalice con 
posterioridad a la fecha de inicio estimada, el plazo de ejecución se extenderá durante 
un período de veinticuatro meses a contar desde el día siguiente al de la firma del 
contrato.

En el contrato administrativo se preverá su prórroga por acuerdo de las partes antes de 
la finalización de aquél, por un plazo máximo igual al período inicial de duración del 
contrato, de conformidad con el artículo 303 del TRLCSP. 

En el caso de acordarse la prórroga, habrá que estar a lo dispuesto en el apartado 
8 del Pliego de Prescripciones Técnicas respecto a la obligación del contratista de 
implantar las medidas ofertadas en los mismos términos que en el contrato inicial, 
si se formaliza por el mismo plazo de ejecución o proporcionalmente si es por un 
período inferior.

3. TRAMITACIÓN, PROCEDIMIENTO Y CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN:

a) Tramitación: Ordinaria.
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b) Procedimiento: Abierto, sometido al cumplimiento de las condiciones de carácter social, 
medioambiental y/o relativas a otras políticas públicas (Resolución de 25 de febrero de 
2016, de la C onsejera de Hacienda y Administración Pública, DOE n.º 43, de 3 de 
marzo de 2016).

c) Criterios de adjudicación: 

Criterios de adjudicación cuya valoración es automática: hasta 100 puntos, distribuidos 
de la siguiente manera:

1. Evaluación de la oferta económica (Fórmula A): hasta 90 puntos.

2. Evaluación de las medidas de conciliación de la vida personal, laboral, familiar y 
sobre las condiciones laborales de los trabajadores que prestan el servicio: hasta 
10 puntos.

Se otorgará hasta un máximo de 10 puntos por las medidas concretas que ofer-
ten las empresas licitadoras que redunden de forma directa en la prestación del 
servicio y en la calidad del empleo de los trabajadores que desempeñan sus 
funciones en el centro objeto del servicio de limpieza, desglosándose la puntua-
ción en los siguientes apartados:

2.1. Medidas de conciliación de la vida personal, laboral y familiar de los trabajado-
res que prestan el servicio. Hasta 8 puntos.

Las empresas licitadoras podrán ofertar hasta cuatro medidas, correspon-
diéndose con cada una de las categorías que se indican, asignándose la 
puntuación que se señala en función del presupuesto ofertado por las 
empresas.

a) Centros de educación infantil de primer ciclo u otros servicios o estableci-
mientos de ocio, atención y cuidado de menores. Hasta 2 puntos.

b) Servicios de atención a personas con discapacidad o en situación de depen-
dencia en el domicilio de los trabajadores. Hasta 2 puntos.

c) Servicios de atención a personas con discapacidad o en situación de depen-
dencia en centros de día o centros especializados. Hasta 2 puntos.

d) Bolsa de horas de libre disposición por parte de los trabajadores con carácter 
retribuido. Hasta 2 puntos. 

2.2. Medidas sobre las condiciones laborales de los trabajadores que prestan el 
servicio. Hasta 1,5 puntos.

Las empresas licitadoras podrán ofertar hasta dos medidas, correspon-
diéndose con cada una de las categorías que se indican, asignándose la 
puntuación que se señala en función del presupuesto ofertado por las 
empresas.

a) Mejora del plus de distancia y transporte. Hasta 1 punto. 
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b) Incremento de los días de asuntos propios de libre disposición con carácter 
retribuido. Hasta 0,5 puntos. 

2.3. Plan de formación específica en materia de prevención, seguridad y salud labo-
ral relacionados con el puesto de trabajo. Hasta 0,50 puntos.

4. PRESUPUESTO BASE DE LICITACIÓN:

— Presupuesto de licitación IVA excluido: 10.543,12 €.

— Tipo IVA aplicable: 21 %.

— Importe IVA: 2.214,06 €.

— Presupuesto de licitación IVA incluido: 12.757,18 €.

Incremento del 25 % por posible modificación (excluido IVA): 2.635,78 €.

— Valor estimado del contrato (artículo 88 TRLCSP): 23.722,02 €.

5. GARANTÍAS:

— Provisional: No.

— Definitiva: 5 % del importe de adjudicación del contrato, IVA excluido.

La empresa propuesta adjudicataria podrá solicitar al órgano de contratación en el 
plazo de diez días hábiles desde que recibe la notificación de ser propuesto como 
adjudicatario, la constitución de la garantía definitiva mediante retención en el 
precio.

En este caso se retendrá el importe correspondiente a la garantía definitiva en el 
primer pago que haya de realizarse al contratista. 

No se procederá a la devolución de la cuantía retenida hasta que se haya producido el 
vencimiento del plazo de garantía y cumplido satisfactoriamente el contrato de que se 
trate, o hasta que se declare la resolución de éste sin culpa del contratista, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 102 del TRLCSP.

— Especial: No.

— Otros supuestos: No.

6. OBTENCIÓN DE DOCUMENTACIÓN E INFORMACIÓN:

a) Entidad: Presidencia de la Junta de Extremadura. Secretaría General.

b) Domicilio: Paseo de Roma s/n, Módulo E, 1.ª planta.

c) Localidad y código postal: 06800 - Mérida.

d) Teléfono: 924003520 - 924 007124.

e) Telefax:: 924 003441.

f) Fecha límite de obtención de documentos e información: la fecha límite de presentación 
de ofertas.
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7. REQUISITOS ESPECÍFICOS DEL CONTRATISTA:

— Clasificación: A pesar de no ser requisito la clasificación, la solvencia podrá ser justifica-
da mediante la acreditación de encontrarse clasificada en:

Grupo: U. Subgrupo: 1. Categoría: 1 (antigua categoría a).

— Solvencia económica y financiera y solvencia técnica y profesional: 

• Solvencia económica y financiera: 

La solvencia económica y financiera del empresario deberá acreditarse mediante la 
existencia de un seguro de indemnización por riesgos profesionales por importe igual 
o superior al valor estimado del contrato o compromiso vinculante de suscripción del 
mismo en caso de resultar adjudicatario, así como la aportación del compromiso de 
su renovación o prórroga que garantice el mantenimiento de su cobertura durante 
toda la ejecución del contrato.

La acreditación de este requisito se efectuará por medio de certificado expedido 
por el asegurador, en el que consten los importes y riesgos asegurados y la 
fecha de vencimiento del seguro, y mediante el documento de compromiso 
vinculante de suscripción, prórroga o renovación del seguro, en los casos en 
que proceda. 

• Solvencia técnica y profesional:

El licitador deberá aportar una relación de los principales servicios o trabajos reali-
zados en los cinco últimos años que incluya importe, fechas y destinatarios públi-
cos o privados de los mismos. Los servicios deberán ser de igual o similar natura-
leza que los que constituyen el objeto del contrato, tomando como criterio de 
correspondencia entre los servicios ejecutados por el empresario y los que consti-
tuyen el objeto del contrato la pertenencia al mismo subgrupo de clasificación, si el 
contrato estuviera encuadrado en alguno de los establecidos en el reglamento, y 
en caso contrario la igualdad entre los dos primeros dígitos de los respectivos códi-
gos CPV.

El importe anual ejecutado durante el año de mayor ejecución del periodo citado 
deberá ser igual o superior al 70 % del valor estimado del contrato.

Se acreditará mediante la relación de los trabajos efectuados por el interesado 
en el curso de los cinco últimos años correspondientes al mismo tipo o naturale-
za al que corresponde el objeto del contrato, avalados por certificados de buena 
ejecución. 

El cómputo se efectuará desde la fecha de finalización del plazo para la presentación 
de proposiciones u ofertas.

8. PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS O DE LAS SOLICITUDES DE PARTICIPACIÓN:

a) Fecha límite de presentación: con anterioridad a las 14:00 horas del día 10 de marzo 
de 2017.
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b) Documentación a presentar: la especificada en el Pliego de Cláusulas Administrativas 
Particulares.

c) Lugar de presentación: 

1.º Entidad: Registro General de la Presidencia de la Junta de Extremadura.

2.º Domicilio: Plaza del Rastro, s/n.

3.º Localidad y código postal: 06800 - Mérida.

9. APERTURA DE LAS OFERTAS:

a) Entidad: Presidencia de la Junta de Extremadura.

b) Domicilio: Paseo de Roma, s/n. Módulo “E”.

c) Localidad: Mérida.

d) Fecha y hora: La Mesa de Contratación para la calificación de la documentación presen-
tada por los licitadores en el Sobre 1 se reunirá el día 16 de marzo de 2017, a las 
09:00 horas, en la Sala de Reuniones de la Presidencia de la Junta de Extremadura sita 
en Paseo de Roma, s/n, Módulo “E”, Planta Baja, de Mérida.

El resultado de la misma y, en su caso, la subsanación de la documentación presentada 
se comunicará en audiencia pública al finalizar la sesión, exponiéndose en el Tablón de 
Anuncios de la Secretaría General de la Presidencia, sito en Paseo de Roma, s/n., Módulo 
“E” de Mérida y se publicará en el Perfil de Contratante: https://contratacion.gobex.es. 
De los posteriores actos se indicará la fecha igualmente en el Tablón de Anuncios y en 
la citada página web.

10. GASTOS DE ANUNCIOS: 

Los gastos producidos por los anuncios de este contrato serán por cuenta del adjudicatario.

11. FECHA DE ENVÍO DEL ANUNCIO AL DIARIO OFICIAL DE LA UNIÓN EUROPEA: 

No procede.

12. FUENTE DE FINANCIACIÓN: 

Comunidad Autónoma.

13. PORTAL INFORMÁTICO O PÁGINA WEB DONDE PUEDE OBTENERSE INFORMACIÓN RELA-
TIVA A LA CONVOCATORIA Y OBTENERSE LOS PLIEGOS: 

https://contratacion.gobex.es/ - perfil de contratante / licitaciones / presidencia.

Mérida, 16 de febrero de 2017. El Secretario General de la Presidencia, PD Decreto de Presi-
dente 28/2015, de 24 de agosto (DOE n.º 169, de 1 de septiembre de 2015), FERNANDO 
BLANCO FERNÁNDEZ.
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CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

RESOLUCIÓN de 9 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la que 
se acuerda la apertura del período de información pública en relación con el 
con el proyecto de Decreto por el que se regula el acceso de las personas 
con discapacidad al empleo público de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y medidas favorecedoras de la integración de los empleados 
públicos con discapacidad. (2017060268)

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 65.1 y 66.3 de la Ley 1/2002, de 28 de 
febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y 
una vez elaborado el proyecto de Decreto por el que se regula el acceso de las personas con 
discapacidad al empleo público de la Comunidad Autónoma de Extremadura y medidas favo-
recedoras de la integración de los empleados públicos con discapacidad, esta Secretaría 
General,

R E S U E L V E :

Primero. Acordar la apertura de un periodo de información pública por un plazo de siete días 
hábiles, a contar desde el día siguiente al de la publicación de la presente resolución, a fin de 
que cualquier persona física o jurídica pueda examinar el proyecto de decreto y formular las 
alegaciones o sugerencias que estime oportunas. El sometimiento al trámite abreviado viene 
justificado por la previa exposición del texto al trámite de sugerencias regulado en los artícu-
los 7 y 40 de la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura y, asimis-
mo, por razón de las medidas contenidas en la norma y la fecha en la que se prevé la entra-
da en vigor del texto normativo. 

Segundo. El horario y lugar de exposición del proyecto de Decreto será de 10:00 a 14:00 
horas, durante el cual estará a disposición en las dependencias de la Dirección General 
de Función Pública de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, sita en la 
avenida de Valhondo, s/n., Edificio III Milenio Módulo 1 primera planta de Mérida, 
provincia de Badajoz.

Asimismo, el proyecto estará a disposición en el Portal de la Transparencia y Participación 
Ciudadana y en la página web de la Junta de Extremadura, Consejería de Hacienda y Admi-
nistración Pública, a través de la siguiente dirección de internet:

http://www.gobex.es/con01/informacion-publica-y-proyectos-normativos 

Mérida, 9 de febrero de 2017. La Secretaria General, MARÍA ASCENSIÓN MURILLO MURILLO.
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA E INFRAESTRUCTURAS

ANUNCIO de 23 de enero de 2017 sobre solicitud de autorización 
administrativa de instalación eléctrica. Ref.: 06/AT-1788/17639. 
(2017080200)

Visto el expediente iniciado en este Servicio de Ordenación Industrial, Energética y Minera de 
Badajoz a petición de: Endesa Distribución Eléctrica, SL, con domicilio en Parque de Castelar, 
2, de Badajoz, solicitando autorización administrativa para el establecimiento de una instala-
ción eléctrica cuyas características principales son las siguientes:

Proyecto de sustitución de cabinas de media tensión e instalación de unidad compacta de 
telecontrol y automatización en CT 44636 “Las Moreras” sito en calle Olga Ramos Sanguino 
s/n en el término municipal de Badajoz.

Alcance:

— Sustitución de las actuales cabinas modulares de corte al aire bajo envolvente metálicas 
(2L+2P) por unas nuevas cabinas (2L+P compacta + P modular).

— Instalación de una unidad compacta de telecontrol y automatización.

Término municipal afectado: Badajoz.

Emplazamiento: C/ Olga Ramos Sanguino, s/n.

Finalidad: Mejora de servicio y atender la demanda de la zona.

Referencia del expediente: 06/AT-1788/17639.

A los efectos prevenidos en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico y en el 
125 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de 
instalaciones de energía eléctrica, se somete al trámite de información pública la petición de 
autorización administrativa, para que pueda ser examinado el expediente en este Servicio 
sito en Polígono, Industrial Nevero, avda. Miguel de Fabra, 4 en Badajoz, y formularse las 
reclamaciones oportunas en el plazo de Veinte Días contados a partir del siguiente al de la 
publicación de este anuncio.

Badajoz, 23 de enero de 2017. El Jefe de Servicio de Ordenación Industrial, Energética y 
Minera de Badajoz, JUAN CARLOS BUENO RECIO.

• • •
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ANUNCIO de 25 de enero de 2017 sobre autorización de aprovechamiento 
de un recurso de la Sección A) denominado “Las Cumbres”, n.º 10A00631-
00 y de su plan de restauración, en el término municipal de Navalmoral de 
la Mata. (2017080181)

El Servicio de Ordenación Industrial, Energética y Minera de Cáceres, comunica:

Que por Resolución de este Servicio de fecha 5 de diciembre de 2016, ha sido autorizado el 
aprovechamiento de un recurso de la Sección A) de la Ley de Minas de 21 de julio de 1973 y 
el Plan de Restauración, a favor de la empresa Transportes y Excavaciones Mivic, SL, 
quedando inscrito con el nombre de “Las Cumbres”, n.º 10A00631-00, y con las siguientes 
características: 

Recurso a explotar: Áridos (Arcosas).

Término municipal: Navalmoral de la Mata.

Provincia: Cáceres.

Superficie afectada: 2,71 ha (parcela 182 del polígono 502).

Volumen de extracción: 106.290 m3.

Vigencia de la explotación: 11 años.

Establecimiento de Beneficio: No.

Destino del recurso: Obras de infraestructuras de la comarca.

Como condiciones especiales se establecen las descritas en la Declaración de Impacto 
Ambiental, mediante Resolución de 13 de julio de 2016 de la Dirección General de Medio 
Ambiente, publicada en el Diario Oficial de Extremadura n.º 147 de 1 de agosto y las aproba-
das en el plan de restauración cuyo contenido se encuentra a disposición del público intere-
sado en este Servicio.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 
5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura y Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos 
de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por 
actividades mineras.

Cáceres, 25 de enero de 2017. El Jefe de Servicio de Ordenación Industrial, Energética y 
Minera de Cáceres, PS El Jefe de Servicio de Ordenación industrial, Energética y Minera de 
Badajoz (Resolución de 7 de noviembre de 2016), JUAN CARLOS BUENO RECIO.

• • •
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ANUNCIO de 25 de enero de 2017 sobre autorización de aprovechamiento 
de un recurso de la Sección A) denominado “Ampliación Viloria” n.º 
10A00370-10 y de su plan de restauración, en el término municipal de 
Zarza de Granadilla. (2017080182)

El Servicio de Ordenación Industrial, Energética y Minera de Cáceres, comunica:

Que por Resolución de este Servicio de fecha 30 de diciembre de 2016, ha sido autorizado 
el aprovechamiento de un recurso de la Sección A) de la Ley de Minas de 21 de julio de 
1973 y el Plan de Restauración, a favor de la empresa Hormigones del Ambroz, SL, 
quedando inscrito con el nombre de “Ampliación Viloria”, n.º 10A00370-10, y con las 
siguientes características: 

Recurso a explotar: Áridos.

Término municipal: Zarza de Granadilla.

Provincia: Cáceres.

Superficie afectada: 8.500 m² (parcelas 5.029 y 5.030 del polígono 606).

Volumen de extracción: 30.100 m3.

Vigencia de la explotación: 13 años aproximadamente.

Establecimiento de Beneficio: No.

Destino del recurso: Obras de infraestructuras de la comarca.

Como condiciones especiales se establecen las descritas en la Declaración de Impacto 
Ambiental, mediante Resolución de 9 de septiembre de 2016 de la Dirección General de 
Medio Ambiente, publicada en el Diario Oficial de Extremadura n.º 193 de 6 de octubre de 
2016 y las aprobadas en el plan de restauración cuyo contenido se encuentra a disposición 
del público interesado en este Servicio.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 5/2010, 
de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura y Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las 
industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades 
mineras.

Cáceres, 25 de enero de 2017.  El Jefe de Servicio de Ordenación Industrial, Energética y 
Minera de Cáceres, PS El Jefe de Servicio de Ordenación industrial, Energética y Minera de 
Badajoz (Resolución de 7 de noviembre de 2016), JUAN CARLOS BUENO RECIO.

• • •
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ANUNCIO de 25 de enero de 2017 sobre solicitud de autorización 
administrativa de instalación eléctrica. Ref.: 06/AT-1788/17640. 
(2017080202)

Visto el expediente iniciado en este Servicio de Ordenación Industrial, Energética y Minera de 
Badajoz a petición de Endesa Distribución Eléctrica, SL, con domicilio en Parque de Castelar, 
2; de Badajoz, solicitando autorización administrativa para el establecimiento de una instala-
ción eléctrica cuyas características principales son las siguientes:

Proyecto de sustitución de cabinas de media tensión e instalación de unidad compacta de 
telecontrol y automatización en CT 69857 “Frailes” sito en calle Frailes, s/n., en el término 
municipal de Fuente de Cantos.

Alcance:

— Sustitución de las actuales cabinas modulares 2L+P de media tensión a 15 kV existentes 
de la marca Merlín Gerin por unas nuevas cabinas 2L+P compactas de la marca Global 
Enel motorizadas.

— Instalación de una unidad compacta de telecontrol y automatización para telemandar las 
celdas de línea del centro de transformación existentes.

Término municipal afectado: Fuente de Cantos.

Emplazamiento de la línea: C/ Frailes, s/n.

Finalidad: Mejora de servicio y atender la demanda de la zona.

Referencia del expediente: 06/AT-1788/17640.

A los efectos prevenidos en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico y en el 
125 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de 
instalaciones de energía eléctrica, se somete al trámite de información pública la petición de 
autorización administrativa, para que pueda ser examinado el expediente en este Servicio 
sito en Polígono, Industrial Nevero, avda. Miguel de Fabra, 4 en Badajoz, y formularse las 
reclamaciones oportunas en el plazo de veinte días contados a partir del siguiente al de la 
publicación de este anuncio.

Badajoz, 25 de enero de 2017. El Jefe de Servicio de Ordenación Industrial, Energética y 
Minera de Badajoz, JUAN CARLOS BUENO RECIO.
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CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RURAL, POLÍTICAS 
AGRARIAS Y TERRITORIO

ANUNCIO de 19 de abril de 2016 sobre calificación urbanística de 
ampliación de vivienda unifamiliar aislada. Situación: parcelas 12 y 13. 
Promotor: D. José Ramón López de la Cruz, en Villar del Pedroso. 
(2016080574)

La Directora General de Urbanismo y Ordenación del Territorio, de acuerdo con lo dispues-
to en los apartados 3.º y 7.º del artículo 27 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del 
Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (DOE n.º 1, de 3 de enero de 2002) y de lo 
previsto en el artículo 6.2 apartado l, del Decreto 314/2007, de 26 de octubre (DOE n.º 
127, de 3 de noviembre) somete a información pública durante el plazo de 20 días el 
siguiente asunto:

Calificación urbanística de ampliación de vivienda unifamiliar aislada. Situación: parcela 12 
(Ref.ª cat. 10217A004000120000KE) y parcela 13 (Ref.ª cat. 10217A004000120000KS). 
Promotor: D. José Ramón López de la Cruz, en Villar del Pedroso.

El expediente estará expuesto durante el plazo citado en la Dirección General de Urbanismo 
y Ordenación del Territorio de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y 
Territorio sita en avda. de las Comunidades, s/n., en Mérida.

Mérida, 19 de abril de 2016. La Jefa de Servicio de Urbanismo, M.ª VICTORIA DOMÍNGUEZ 
SERRANO.

ASAMBLEA DE EXTREMADURA

RESOLUCIÓN de 20 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la 
que se da publicidad al acuerdo de la Mesa de la Cámara de 14 de febrero 
de 2017 de convocatoria para la provisión mediante comisión de servicio, 
del puesto vacante “F061, Técnico de Administración Parlamentaria, 
Especialidad Corrección Lingüística”, de la Relación de Puestos de 
Trabajo del Personal Funcionario de la Asamblea de Extremadura. 
(2017060269)

La Mesa de la Asamblea de Extremadura, en sesión celebrada el día 14 de febrero de 
2017, a propuesta de la Letrada Mayor y Secretaria General, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 9.1 f) y 65 del Estatuto del Personal al Servicio de la Asamblea, 
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y con el parecer favorable de la Junta de Personal de la Cámara, ha adoptado el acuerdo 
de convocar la provisión, mediante comisión de servicio, del puesto vacante “F061, Técni-
co de Administración Parlamentaria, Especialidad Corrección Lingüística”, de la Relación de 
Puestos de Trabajo del personal funcionario de la Asamblea de Extremadura.

En el Boletín Oficial de la Asamblea de Extremadura, núm. 390, de fecha 20 de febrero de 
2017, aparecen íntegramente publicadas las bases de la convocatoria para la provisión de 
dicho puesto.

Mérida, 20 de febrero de 2017. La Letrada Mayor y Secretaria General, CRISTINA NATALIA 
CORREA CRUZ.

• • •

RESOLUCIÓN de 20 de febrero de 2017, de la Secretaría General, por la 
que se da publicidad al acuerdo de la Mesa de la Cámara de 14 de febrero 
de 2017 de convocatoria para la provisión mediante comisión de servicio 
del puesto vacante “F071, Unidad de contratación”, de la Relación de 
Puestos de Trabajo del Personal Funcionario de la Asamblea de 
Extremadura. (2017060270)

La Mesa de la Asamblea de Extremadura, en sesión celebrada el día 14 de febrero de 
2017, a propuesta de la Letrada Mayor y Secretaria General, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 9.1 f) y 65 del Estatuto del Personal al Servicio de la Asamblea, 
y con el parecer favorable de la Junta de Personal de la Cámara, ha adoptado el acuerdo 
de convocar la provisión, mediante comisión de servicio, del puesto vacante “F071, Unidad 
de contratación”, de la Relación de Puestos de Trabajo del personal funcionario de la 
Asamblea de Extremadura.

En el Boletín Oficial de la Asamblea de Extremadura, núm. 390, de fecha 20 de febrero de 
2017, aparecen íntegramente publicadas las bases de la convocatoria para la provisión de 
dicho puesto.

Mérida, 20 de febrero de 2017. La Letrada Mayor y Secretaria General, CRISTINA NATALIA 
CORREA CRUZ.
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AYUNTAMIENTO DE CASAR DE CÁCERES

ANUNCIO de 6 de febrero de 2017 sobre aprobación inicial de la 
modificación puntual de las Normas Subsidiarias. (2017080179)

Aprobada inicialmente la modificación puntual de las Normas Subsidiarias de Casar de Cáce-
res, en el ámbito del PERI del polígono Industrial “Charca del Hambre” en lo referente a la 
ampliación de condiciones de ocupación de la edificaciones y promovida por D. Pedro Villa 
González, en representación de Pedro y Jesús, CB, por acuerdo del Pleno de fecha 
03/02/2017, de conformidad con lo establecido en los artículos 77.2.2 de la Ley 15/2001, de 
14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y 121.2 del Reglamento 
de Planeamiento de Extremadura aprobado por Decreto 7/2007, de 23 de enero, se somete a 
información pública por el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de publicación 
del presente anuncio en el Diario Oficial de Extremadura.

Toda la documentación, podrá ser examinada en las dependencias municipales por cualquier 
interesado, a fin de que se formulen las alegaciones que se estimen pertinentes.

Casar de Cáceres, 6 de febrero de 2017. El Alcalde, A. RAFAEL PACHECO RUBIO.
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